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Introducción

En la búsqueda de iniciar un proceso en Uruguay de sensibilización y debate sobre

los Presupuestos con perspectiva de género, la Bancada Bicameral Femenina, con

el apoyo de UNIFEM y PNUD, impulsó la realización del Seminario internacio-

nal: «Presupuesto y Rendiciones de Cuentas con Perspectiva de Género».

Dicho seminario realizado en el Palacio Legislativo se prolongó a lo largo de los

días 20 y 21 de abril de este año. El mismo contó con la participación como ponen-

tes de los Subsecretarios de: Educación y Cultura, Dr. Felipe Michelini; Ganade-

ría, Agricultura y Pesca, Ing. Ernesto Agazzi; Salud Pública,  Dr. Miguel Fernández

Galeano; Interior, Dr. Juan Faroppa; la Directora General de Secretaría del Mi-

nisterio de Desarrollo Social, Cra. Diana Marcos; la Directora Nacional de Em-

pleo del MTSS, Dra. Sara Payssé; la Consejera de ANEP, Prof. Lilián D’Elía; el

Director General de los Servicios Administrativos del Poder Judicial, Dr. Elbio

Méndez Areco y una intervención especial de la Directora Nacional del Instituto

Nacional de las Mujeres, Lic. Carmen Beramendi.

Complementando el análisis nacional sobre el tema se contó con las presentacio-

nes de las experiencias de la Junta de Andalucía y de México, sistematizadas en el

primero de los casos por el Dr. Antonio Lozano Peña, Director General de Presu-

puesto de la propia Junta y en el segundo de los casos por la economista Lucía

Pérez Fragoso, consultora internacional, que hace parte de una organización de

la sociedad civil mexicana.



Dada la novedad que el tema presenta en nuestro país se facilitó a los expositores

tres documentos preparatorios: «La estructura del Presupuesto y las Rendiciones

de Cuentas» elaborada por el Subdirector de OPP, Cr. Daniel Mesa; «Los com-

promisos internacionales del Uruguay en materia de Derechos Humanos: una vi-

sión de Género» a cargo de la Consejera del Ministerio de Relaciones Exteriores,

Rosario Fons y «¿Por qué pensar el Presupuesto Público desde una Perspectiva

de Género?» de la economista Alma Espino.

La Bancada Bicameral Femenina se congratula de la participación en el semina-

rio del Director de la Oficina de Planeación y Presupuesto y de la Directora del

Instituto Nacional de Estadística, así como de otros jerarcas del Poder Ejecutivo,

legisladores y legisladoras nacionales y departamentales y asesores y especialis-

tas en la materia y del rico intercambio de ideas al que las ponencias dieron lugar,

así como la voluntad de seguir trabajando en esta dirección que manifestaron

varios de los participantes.

Sin embargo las legisladoras llamaron la atención sobre carencias de información

en el mensaje del Presupuesto Quinquenal 2006–2010, que no permitan hacer un

análisis de género del mismo.

Se señaló también que, si bien representa un avance no menor que en la planifica-

ción estratégica presentada por algunos Ministerios se haya incorporado la pers-

pectiva de género, el objetivo de eliminación de estereotipos discriminatorios o la

igualdad de oportunidades, luego no se definen acciones específicas ni se presen-

tan indicadores de resultados discriminados por sexo.

Tanto el seminario como la presente publicación tienen por objetivo dotar de ins-

trumentos para implementar acciones sensibles al género dentro de los presupues-

tos, y la necesidad de su inclusión en las agendas del Poder Legislativo y del Poder

Ejecutivo.

A los efectos de la publicación hemos optado por agrupar las ponencias en cuatro

capítulos. En el primero se encontrarán las palabras de apertura del Presidente de



la Asamblea General y Vicepresidente de la República, Senador Rodolfo Nin Novoa,

del Presidente de la Cámara de Diputados, Julio Cardozo y de Junia Puglia, Vice

Directora Regional de UNIFEM y del Coordinador Residente de las Naciones

Unidas y Representante Residente del PNUD en Uruguay, Pablo Mandeville. En el

segundo figuran las experiencias internacionales. El capítulo tercero recoge las

ponencias preparatorias, mientras que el último capítulo contiene las intervencio-

nes de los representantes de los diversos organismos del Estado uruguayo1. Junto

con cada una de las intervenciones se publica un apretado resumen de comenta-

rios realizados durante el seminario.

La Bancada Bicameral Femenina busca profundizar el diálogo sobre un enfoque

de género de los Presupuestos, con el convencimiento que aportará a ganar mayor

equidad entre hombres y mujeres. Esperamos que estos documentos permitan ha-

cer de los Presupuestos y las Rendiciones de Cuentas instrumentos de fortaleci-

miento de la democracia y de transparencia y eficiencia administrativa, permitien-

do visibilizar los impactos diferenciales de género de las decisiones en las asigna-

ciones de recursos.

Bancada Bicameral Femenina

Montevideo, mayo 2006

1 La presente publicación recoge aquellas ponencias que fueron presentadas por escrito o en su defecto la
versión taquigráfica de las intervenciones de los ponentes que utilizaron Power Point.
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SenadorRodolfoNinNovoaVicepresidente de la República

Antes que nada quiero dar la bienvenida a todos los presentes y en especial a quienes nos

visitan desde el extranjero. Es un gusto estar aquí dando formalmente por inaugurado este

Seminario. Me parece que esta actividad es muy importante porque el tema del género en el

Uruguay está avanzando, aunque también tiene algunas resistencias. Digo esto porque en

una sociedad como la uruguaya, que tiene un fuerte perfil machista –si se me permite

utilizar el término–, las dificultades que surgen para imponer este tema, discutirlo y debatir-

lo, son realmente complejas.

Este Seminario, que ha sido convocado por la Bancada Bicameral Femenina con el auspicio

de UNIFEM y del PNUD, busca respuestas –en el caso de nuestro país– a una aguda pregun-

ta formulada por la CEPAL: «Las políticas y sus asignaciones asociadas de recursos,
¿tienden a reducir, incrementar o mantener igual las iniquidades de género?»

A través de los Presupuestos, el Gobierno especifica sus decisiones respecto a la división

de los recursos públicos en las diversas funciones políticas y programas con base en las

prioridades identificadas, determina el acceso de la ciudadanía a bienes y servicios públicos

y establece mecanismos distributivos y de inclusión social. Los presupuestos pueden con-

siderarse como uno de los principales instrumentos en el marco de la política fiscal para

cumplir con los retos de la equidad social. Por ello, el análisis y la elaboración de Presupues- S
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tos con un enfoque de género puede contribuir de manera

crítica a abordar y a disminuir la discriminación y las des-

igualdades, así como a promover el uso más efectivo de los

recursos públicos. Un Presupuesto que incorpore la catego-

ría de género, incorpora las necesidades, derechos y obliga-

ciones diferenciales de hombres y mujeres en el diseño de

sus programas, planes y actividades específicas, así como

también el reparto y la distribución de los recursos públicos.

Desde la década de los ochenta con este instrumento, se

busca lograr una mayor eficiencia en el gasto de los recursos

públicos a los efectos de incrementar la transparencia y favo-

recer una adecuada rendición de cuentas sobre el uso de los

mismos. De esta manera se busca una mayor democratiza-

ción del proceso de elaboración de las políticas económicas

al incrementar, no solamente la participación y la influencia

de las mujeres, sino también de los ciudadanos en general,

en las decisiones relacionadas a la política fiscal. Incorporar

la estructura de género a las conceptualizaciones económi-

cas permite reconocer que los procesos y políticas económi-

cas tienen impactos diferenciales sobre hombres y mujeres

y que por ello no son neutrales al género ni a su desarrollo,

así como tampoco a sus resultados. No se trata de presu-

puestos separados para atender específicamente las necesi-

dades de las mujeres ni implica solamente calcular qué por-

centaje del Presupuesto se destina a proyectos vinculados a

combatir iniquidades de género, a recursos o a instituciones

que trabajen con el tema de la iniquidad o proyectos de muje-

res. Pensar en elaborar y formular los presupuestos públicos

con perspectiva de género implica anticipar los impactos que

tiene el gasto público sobre hombres y mujeres, niñas y ni-

ños, procurando disminuir la desigualdad entre géneros y que

su diseño atienda las necesidades e intereses de diferentes

grupos de ciudadanos.

A su vez, los presupuestos así concebidos permiten

monitorear los gastos y las rentas gubernamentales pro-

moviendo un uso más efectivo de los recursos para lograr

tanto la equidad de género como el desarrollo humano. La

elaboración, formulación y análisis de los presupuestos de

género requiere el apoyo de la investigación y la recolec-

ción de datos e información desagregada por sexo, cons-

ciente de lo cual el Instituto Nacional de Estadística del Uru-

guay se encuentra estudiando e implementando una serie

de estudios estadísticos que permitirán un mayor análisis

de estos fenómenos sociales e impactos diferenciados por

sexo. Pero también el diseño de los programas, proyectos y

actividades que integran el presupuesto público deben po-

der contar con un sistema de indicadores de brechas de

género, cuya recopilación periódica debe estar garantizada,

y las decisiones políticas y los indicadores de género con-

tribuirán a llamar nuestra atención respecto al impacto fis-

cal que tienen estas políticas, planes y actividades sobre

ciudadanos y ciudadanas.

En la consideración parlamentaria del Presupuesto, el Po-

der Ejecutivo señalaba que está comprometido en avanzar y

hacer un presupuesto por diseño que genere condiciones

de transparencia y que permita el control del gasto público

por la sociedad. Asimismo, el Poder Ejecutivo se compro-

metió a asegurar la existencia de canales de comunicación

transparentes y objetivos, metas y costos asociados a los

mismos que permitan la creciente participación ciudadana

14
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en el proceso de identificar prioridades y establecer com-

promisos de gestión que mejoren la eficacia y la eficiencia

de los organismos estatales.

En esta concepción del tratamiento presupuestal entende-

mos que una lectura desde la perspectiva de género se en-

cuadra coherentemente, ya que el objetivo del presupuesto

con perspectiva de equidad de género es favorecer la exis-

tencia de condiciones sociales que posibiliten la igualdad

de oportunidades para el desarrollo de mujeres y hombres

y la corrección de las iniquidades sociales.

Como hablar de presupuesto con enfoque de equidad de

género, implica hablar de un proceso de construcción a ni-

vel internacional en el cual algunos países o regiones están

ya avanzados, en este seminario, gracias al apoyo de UNIFEM

y del PNUD, contaremos con el valioso aporte de las expe-

riencias ya acumuladas en la Junta de Andalucía y en Méxi-

co las que, seguramente, enriquecerán nuestras considera-

ciones sobre el tema.

Será éste el primer ejercicio de lectura que hagamos de nues-

tro Presupuesto Nacional, desde una óptica sensible al gé-

nero. No queremos hacerlo como un mero ejercicio acadé-

mico, sino conscientes de las responsabilidades que, como

Gobierno y como legisladores y legisladoras todos tene-

mos, así como de que las Rendiciones de Cuentas dotan al

presupuesto de la flexibilidad necesaria para adaptarlo a los

cambios que demanda la realidad. Por ello está previsto que

en el día de mañana, luego de analizar las previsiones

presupuestales de algunos ministerios y organismos con-

siderados como particularmente significativos, así como al-

gunas experiencias internacionales podamos, entre todos,

llegar a diseñar algunas iniciativas a tener en cuenta en nues-

tras próximas instancias presupuestales para reafirmar el

compromiso del Estado uruguayo con la equidad entre sus

ciudadanos y ciudadanas en la búsqueda de procesos de

desarrollo sustentables.

Les deseo un buen trabajo. Muchas gracias.

15



DiputadoJulioCardozoPresidente de la Cámara de Representantes

En primer lugar, quiero darles la bienvenida y los buenos días a todos.

Por supuesto que es una alegría, y una responsabilidad a la vez, que en nuestra Cámara de

Representantes y en el Parlamento Uruguayo, se realice este tipo de conferencias. El señor

Presidente del Senado ha sido más que claro al explicar cómo funcionan nuestros presupues-

tos, señalando las posibilidades que tenemos de ampliación para colaborar y profundizar en el

tema en el que ustedes están trabajando y para el que han concurrido a este Parlamento.

Simplemente, queremos manifestar nuestra alegría de contar con su presencia aquí, y reite-

rarles la bienvenida, deseando que podamos aprovechar el fruto del trabajo que aquí se

realice. Asimismo, adelantamos nuestro compromiso para que el resultado y las recomen-

daciones que surjan de estos seminarios se apliquen en la práctica y, a la vez, nos hacemos

responsables de que esas conclusiones también se puedan tener en cuenta en el seno de las

comisiones y en el trabajo en general del Parlamento Uruguayo.

Les deseo un exitoso trabajo en estos días.
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SeñoraJúniaPugliaVicedirectora Regional de Unifem

Antes de comenzar mi exposición quiero dar las gracias a la señora senadora Percovich por

habernos invitado a este Seminario, a la vez que saludo al señor Vicepresidente de la Repú-

blica, al Presidente de la Cámara de Representantes y a los demás integrantes de la Mesa y

personas presentes en la reunión.

Tengo el gusto de participar de este Seminario en representación de la señora Ana Falú,

Directora de la Oficina Regional de UNIFEM para Brasil y los países del Cono Sur. Quiero

expresar que la señora Falú lamenta no poder estar hoy aquí y les envía un cálido y entusias-

ta saludo, reconoce la importancia del proceso que se está dando en Uruguay y está muy

contenta por los aportes que UNIFEM puede brindar a vuestros significativos esfuerzos.

Quien habla, como Vicedirectora de dicha Oficina, tiene mucha alegría de poder compartir

este momento y trasmitir el mensaje de la señora Ana Falú y de UNIFEM. Pido disculpas por

expresarme en «portuñol», lo que me hace recurrir al texto escrito para garantizar que se

entienda mejor lo que quiero decir.

Como todas y todos sabemos, los presupuestos públicos han sido cajas cerradas por mu-

chos años. Los gobernantes y, en los casos más modernos, los legisladores, lo hacían

como les parecía y, como mucho, contaban con el apoyo de técnicos expertos en finanzas

y gastos públicos. La democracia, o más bien su ejercicio –algo que aún está en construc- S
eñ

or
a J

ún
ia 

P
ug

lia
Ap

er
tu

ra
17



ción y consolidación en la gran mayoría de los países de

nuestra región– ha colocado nuevas cuestiones en el esce-

nario político institucional. Uno de estos desafíos es justa-

mente incidir en los presupuestos nacionales locales y abrir

la posibilidad de que ciudadanas y ciudadanos influyan y

opinen sobre sus prioridades y cómo se ejecutan los mis-

mos o, dicho de otra manera, cómo se usan los recursos

públicos.

En los años ochenta y noventa, varias experiencias de pre-

supuestos participativos han surgido en nuestros países con

mucha repercusión y algunos con excelentes resultados.

Estoy segura que los aquí presentes compartirán conmigo

que parece justo que la población que paga los impuestos y

vive las situaciones cotidianas de la sociedad, opine sobre

cómo se gasta el dinero que abonan con mucho esfuerzo.

Las Naciones Unidas están haciendo distintos aportes y es-

fuerzos –la mayoría de las veces interagenciales– para apo-

yar esos ejercicios de transparencia, construcción y con-

solidación de ciudadanía activa. Como ustedes conocerán

hay distintas iniciativas y procesos de presupuestos

participativos y de revisión del gasto fiscal, pero lo que nos

interesa significar es la dimensión innovadora de la inclu-

sión social más amplia, que incorpora a las mujeres como

actoras sociales merecedoras de atención pública por sí

mismas y no divididas en acciones, programas y presu-

puestos destinados a las familias.

Con un programa mundial, desde el año 2000, UNIFEM vie-

ne apostando en este sentido para avanzar en instrumentos

y metodologías que aporten a esta necesaria mirada de los

presupuestos desde la perspectiva del género. Como bien

lo dicen las mujeres de Lima, Perú, en el programa apoyado

por UNIFEM, las mujeres queremos saber sobre el impues-

to que pagamos todos los moradores de nuestra comuni-

dad. Las mujeres debemos administrar los recursos muni-

cipales y también tiene que ser una prioridad contar con

casas de refugio. Con estas palabras subrayan los roles

contribuyentes y fiscalizadores de los recursos públicos e

insinúan sus necesidades particulares de inversión.

Creemos que lo expuesto resume acertadamente alguno de

los propósitos básicos de fomentar la elaboración de pre-

supuestos sensibles al género. En UNIFEM estamos con-

vencidas de la potencia de este instrumento que busca

trasparentar la asignación de recursos públicos y determi-

nar el monto de gastos e inversiones que benefician a hom-

bres y mujeres.

UNIFEM ha venido apoyando acciones a nivel mundial y

regional para afianzar la administración de las finanzas pú-

blicas y económicas y así avanzar en los derechos de las

mujeres y en la reducción de las brechas de género. El

presupuesto sensible al género aparece como un instru-

mento estratégico para el avance de las mujeres. Justa-

mente, su carácter estratégico deviene de ser una bisagra

que conecta y pone en práctica los enunciados y compro-

misos de políticas públicas de igualdad de oportunidades

para hombres y mujeres con el mandato democrático de

rendición de cuentas.

De esta manera, los Presupuestos permiten visualizar ope-

rativamente cómo se gastan los recursos públicos, cuántoS
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y cómo invierte el Estado en sus distintos niveles en políti-

cas a favor de las mujeres, cómo estas son consideradas

sujetos de la sociedad, e incluidas en la formulación de las

políticas.

Al mismo tiempo, los Presupuestos abren las puertas para

una interesante incursión de los y las ciudadanas en el se-

guimiento de los compromisos políticos acordados con las

autoridades, así como en el ejercicio ciudadano de

exigibilidad de transparencia.

El ejercicio de este rol fiscalizador y las readecuaciones téc-

nicas a los Presupuestos requieren de conocimientos de las

finanzas públicas, razón por la cual estamos entrenando per-

sonal que combine un adecuado manejo de las finanzas pú-

blicas, con temas de género y un compromiso con el bienes-
tar de las mujeres.

Otro elemento estratégico de la puesta en marcha de los

Presupuestos sensibles al género es la disponibilidad de

estadísticas del ámbito local, desagregadas por sexo, gé-

nero e indicadores de brechas de género, aspecto que tam-

bién intentamos fomentar. Hacia fines del año pasado,

UNIFEM y PNUD apoyaron el estudio sobre uso del tiempo

en Montevideo. Estas son evidencias necesarias para cons-

truir argumentos en este sentido. Son muy importantes los

estudios sobre el uso del tiempo, ya que visibilizan de ma-

nera incontestable todo el trabajo reproductivo y producti-

vo, en muchos casos, hecho por las mujeres, lo que no está

cuantificado, ni su valor monetario calculado, en ningún

documento de planificación presupuestal gubernamental co-

nocida.

Pese a las numerosas reformas del Estado en América La-

tina y a pesar de que estas han dado pie a una mayor parti-

cipación ciudadana y han abierto el campo a ciertas inno-

vaciones administrativas, las experiencias muestran que los

Presupuestos no han sido ajustados a los compromisos de

equidad de género acordados por los Gobiernos.

Efectivamente, los estudios que hemos desarrollado en Amé-

rica Latina –hay un libro sobre todo esto que, oportuna-

mente, será repartido entre las personas aquí presentes y la

Bancada Bicameral– muestran que si bien todos los países

cuentan con documentos de políticas –como son los pla-

nes de igualdad de oportunidades que hablan de la cons-

trucción de la igualdad de género–, esta retórica no ha esta-

do acompañada por la asignación de recursos tendientes a

disminuir las brechas de género ni a mejorar los derechos

de las mujeres. A la vez, esas exploraciones revelan la ca-

rencia de información básica para implementar procesos

de presupuestación sensibles al género, el monitoreo y aná-

lisis de sus efectos en la población masculina y femenina.

También es necesario disponer de información sobre quié-

nes son los contribuyentes de los recursos recaudados, los

y las usuarias de los recursos públicos de indicadores de

brechas de género, entre otros. UNIFEM cree importante

apoyar las iniciativas que buscan fomentar esta mirada ha-

cia los Presupuestos desde el género y la consideración de

los derechos de las mujeres y su puesta en ejecución. Es

por esto que hemos apoyado a la Bancada Bicameral Fe-

menina del Parlamento uruguayo en la iniciativa que han

tenido y queremos agradecer la oportunidad de acompa-

ñarlos y desearles que este sea un primer momento de un S
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proceso que nos permita avanzar en la concreción y en la

práctica de los derechos, todo lo que implica recursos. Pen-

samos que, igualmente, queda un largo camino por reco-

rrer. El sólo hecho de que legisladoras y legisladores de un

Parlamento Nacional se reúnan para discutir cómo asegurar

que los recursos públicos beneficien de forma más equita-

tiva a mujeres y varones, es muy significativo y no hubiera

sido posible, ni pensarlo, hace pocos años.

Muchas gracias.
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SeñorPabloMandevilleCoordinador Residente de Naciones Unidas

Señora representante Sandra Etcheverry y demás representantes de la Bancada Bicameral

Femenina, señor Director General de la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de

Andalucía, Antonio Lozano Peña, señora Coordinadora del Área de Presupuestos Públicos y

de Equidad y de Género, Ciudadanía, Trabajo y Familia de México, señora Lucía Pérez Frago-

so, señoras y señores representantes del Poder Ejecutivo, del Poder Legislativo y de la

sociedad civil, amigos y amigas, a todos, muy buenas tardes.

Es especialmente grato para mí participar en la inauguración de este seminario internacional

sobre presupuesto y rendiciones de cuentas con perspectivas de género, organizado por la

Bancada Bicameral Femenina, con el apoyo del Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas

para la Mujer, UNIFEM y del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD. Es

un honor contar aquí con la participación de personalidades tan destacadas, como la señora

Lucía Pérez Fragoso, quien nos presentará el camino recorrido por México en esta materia y

por el señor Antonio Lozano y la señora Pilar Lobato, quienes también compartirán con

nosotros la experiencia llevada adelante por la Junta de Andalucía.

Quisiera destacar esta iniciativa, no sólo por su temática, sino también porque surge de la

Bancada Bicameral Femenina un espacio de trabajo consolidado que ha logrado transcender

enfoques estrictamente partidarios. Entendemos que el accionar de la Bancada Bicameral P
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Femenina desempeña un rol, en este y en otros temas, de

gran trascendencia y de particular relevancia para la socie-

dad en su conjunto. Trabajar a fondo el tema de presupues-

tos y rendiciones de cuentas es, obviamente, parte de la

responsabilidad del Estado. Incorporar la perspectiva de gé-

nero a este análisis y los procesos de toma de decisión, es

una responsabilidad aún mayor para una sociedad que qui-

siera ser más equitativa y eficiente.

El presupuesto refleja las prioridades del Gobierno y tam-

bién es la traducción, en recursos, de sus políticas econó-

micas, sociales y culturales. Una evaluación sistemática de

las asignaciones que se realizan a través del cristal de la

equidad de género, permitirá identificar oportunidades y li-

mitaciones y descubrir impactos diferenciales para hom-

bres y mujeres incluso en políticas aparente o supuesta-

mente, neutrales. No se trata de tener dos presupuestos, ni

de pensar solamente en incrementarlo, sino de estudiar cómo

asignar recursos existentes teniendo en cuenta necesida-

des, intereses e impactos diferenciados.

Hace pocos días, presentamos un informe del Instituto Na-

cional de Estadísticas y del Instituto Nacional de las Muje-

res titulado «Indicadores de Género 2001 –2004». En ese

informe se actualizaban las estadísticas de género en Uru-

guay.

Para poder ver la trascendencia de lo que aquí estamos dis-

cutiendo y la importancia del tema del presupuesto como

traducción de las políticas y estrategias del Gobierno,

permítaseme citar solamente dos datos de esta publicación

auspiciada por el sistema de Naciones Unidas en Uruguay.

El primero es que según los datos del año 2004 entre el

personal de nivel directivo, las mujeres reciben una remu-

neración media por hora un 42% inferior a la que perciben

los hombres por la misma tarea. Esta inequidad se mantie-

ne en todos los tipos de educación. Por ejemplo, las em-

pleadas de oficina perciben un 23% menos; las profesiona-

les y técnicas, un 19% menos y, por último, las vendedoras

y trabajadoras manuales un 11% menos. El segundo dato

que quiero subrayar es que entre los grupos con ingresos

por debajo de la línea de pobreza la desocupación golpea

doblemente a las mujeres. Según el estudio mencionado,

en el año 2004, la tasa de desempleo entre las mujeres

pobres era del 31%, mientras que la de los hombres pobres

era del 15%.

Hace algunos meses presentamos junto a UNIFEM un estu-

dio de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de

la República que arroja un diagnóstico de fuerte inequidad

en materia de género. El dato que vamos a mencionar refle-

ja que en el departamento de Montevideo las mujeres dedi-

can el 67% de su tiempo al trabajo no remunerado y sólo el

33% se dedica a labores remuneradas. El 67% del tiempo lo

dedican a cumplir tareas por las cuales no reciben remune-

ración alguna, ya que se realizan por fuera del mercado la-

boral, pero de las que también depende, obviamente, el bien-

estar de toda la familia. En el caso de los hombres, curiosa-

mente, la relación es inversa.

Como se ve, estamos hablando de procesos que implican

cambios de índole cultural, institucional y personal de todos

los miembros de la sociedad, pero especialmente de aque-

llos que participan en la elaboración de los presupuestosP
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del Estado y en la Rendición de Cuentas. A su vez, siendo

tantos los actores que intervienen desde diversos roles y

funciones, con distintos grados de responsabilidad, parece

importante generar un marco conceptual común que orien-

te este proceso que será de aprendizaje para todas y todos,

a la vez que nos permitirá ir aprovechando un contexto en el

cual ya se están dando condiciones para seguir avanzando

en la transversalización del enfoque de género y, en parti-

cular, de equidad de género, a nivel de políticas públicas y

también en la institucionalización de una perspectiva que

apunte a una mayor equidad y al desarrollo de una sociedad

más justa que garantice el pleno ejercicio de los derechos

para todas y para todos.

El Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades y Derechos,

recientemente presentado con un muy claro compromiso a

nivel ministerial, es un elemento alentador que demuestra

también cuál es la importancia que está adquiriendo este

tema. Junto con UNIFEM y con otras agencias del sistema

de Naciones Unidas aquí en el Uruguay, el Programa de Na-

ciones Unidas para el Desarrollo se compromete a seguir

apoyando al Gobierno, al Poder Legislativo y a la sociedad

civil para continuar trabajando por lograr más equidad, ma-

yor eficiencia e inclusión, mucho más allá del seminario

internacional que nos convoca en el día de hoy.

 Muchas gracias.
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Presupuestos sensibles al género

Una reflexión constructiva para un
desarrollo económico sostenible

Doctor Antonio Lozano Peña
Director General de Presupuesto de la Junta de Andalucía

Buenas tardes. Aunque suene atípico, es verdad que debo agradecer profundamente a los

organizadores, a UNIFEM, a la Bancada Bicameral Femenina y al Programa de las Naciones

Unidas para el Desarrollo, la oportunidad que se brinda, a la Junta de Andalucía, de contar

nuestra experiencia.

Nosotros somos, relativamente, unos recién llegados al tema del presupuesto de género.

Tenemos vocación específica de introducirlo en el presupuesto en dos años. Evidentemente,

llevamos más tiempo trabajando en todo lo que puede suponer la incorporación de la pers-

pectiva de género a la política y lo que voy a intentar es presentar cuáles han sido nuestro

trabajo y nuestra estrategia, y el resultado que realmente podemos ofrecer.

En este sentido, como trabajo y ya con una capacidad de producción de resultados, debo

decir que esto sólo ha tenido lugar en el presupuesto actualmente vigente; nosotros tene-

mos un presupuesto anual. P
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Si me permiten y aunque esté fuera del guión me gustaría

utilizar dos minutos para explicar quiénes somos, para que

se pueda entender la dimensión del Presupuesto y de lo que

tiene que atender, a fin de que se pueda tener una idea más

exacta del por qué de nuestra estrategia y qué resultados

son los que muestra.

Andalucía es una comunidad autónoma que responde a una

organización territorial que se produce en España, cuyo Go-

bierno es la Junta de Andalucía.

España, en este momento es el país de Europa –y, probable-

mente, del mundo– más descentralizado y desconcentrado,

es decir, con capacidad de decisión política y de ejecución de

su Presupuesto. Basta decir que en este momento, del con-

junto del gasto del país, las comunidades autónomas gestio-
nan aproximadamente un 35%, mientras que en la Adminis-

tración Central se gestiona alrededor de un 25%. Además

tenemos la seguridad social, cuya función fundamental con-

siste en atender las pensiones y el desempleo por un sistema

de reparto y no de capitalización. Con ese indicador, estamos

hablando de que las comunidades autónomas tienen la res-

ponsabilidad de prestar lo que es la esencia de los servicios

del Estado. Es decir que somos las comunidades autónomas

las que prestamos los servicios sanitarios, educativos, apa-

gamos los incendios, hacemos la mayor parte de las carrete-

ras y somos los que, en gran medida, estamos asumiendo el

desarrollo del cuarto pilar del estado de bienestar, o sea, todo

lo que tiene que ver con la dependencia.

Esto, en nuestro caso, al final se traduce en el Presupuesto,

que viene a representar, aproximadamente, unos U$S

34.000:000.000. Con eso tenemos que prestar los servi-

cios a un territorio que correspondería al doble de la exten-

sión de la República Oriental del Uruguay, con una pobla-

ción aproximada de 8:000.000 de personas.

Esto quiere decir que hemos trabajado la perspectiva de

género en un Presupuesto complejo, extenso y que asume

responsabilidades en una parte muy importante de los ám-

bitos, afectando a los ciudadanos no sólo en su calidad de

vida, sino también en todo lo que tiene que ver con la pro-

moción económica y el impulso a la investigación y al desa-

rrollo. Es decir que estamos hablando de un planteamiento

extenso, global y profundo. Reitero que este es el marco en

el que nosotros trabajamos para generar un Presupuesto.

Voy a intentar ser disciplinado en el tiempo, tratando de sin-

tetizar en cinco puntos mi posición. Quiero señalar que, del

punto que trata algunas cuestiones previas, voy a intentar

eludir todo lo que tenga que ver con definiciones de presu-

puesto de género que ya se han aportado y haré una refe-

rencia a lo que nosotros hemos extraído como conclusión,

a partir de la experiencia. Como segundo punto, voy a plan-

tearles por qué en Andalucía hemos hecho esto y cuáles

fueron los motivos que nos impulsaron a llevarlo adelante.

También intentaré explicar la estrategia que hemos seguido,

presentar los resultados y, por último, trataré de resumir

cuáles son los rasgos básicos de lo que nosotros quere-

mos desarrollar.

Me parece que es un poco presuntuoso de nuestra parte

hablar del modelo andaluz, pero tampoco se nos ocurrió

una fórmula alternativa. En síntesis, lo que queremos es dar

algunas ideas resumidas sobre el tema.P
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Creo que, sin entrar a las definiciones de presupuesto de

género que podemos encontrar, hay dos elementos clave:

la visualización de impactos diferenciales y el compromiso

de responsabilidad en igualdad. Siendo muy sintético –y a

riesgo de que todo lo sintético siempre genere, evidente-

mente, incorrección–, lo que sí está claro o, por lo menos lo

que me interesa resaltar es que se plantea que –y permíta-

seme la expresión contundente– lo que no está en el Presu-

puesto, no existe. Es el momento de la verdad, es decir, el

momento en el que la política se refleja, en algo tan asépti-

co como es la asignación de los recursos. Luego, si quere-

mos tener una prioridad, tendremos que visualizarlo en la

prioridad.

Eso significa que en la estructura relativa de la asignación

de recursos se tendrá que ver si existe o no esa prioridad.

Digo esto porque el objetivo –o por lo menos tal y como

hemos venido trabajando– es lograr que efectivamente sea-

mos capaces de visualizarlo y avanzar hacia la igualdad como

un objetivo transversal. Ello implica hacer aflorar en el pre-

supuesto los elementos necesarios para que se vean y, en

segundo lugar, para que se puedan entender. Solamente si

se entiende que se debe superar el concepto de que la pers-

pectiva de género, la igualdad, es la responsabilidad de un

sector y pasa a serla del presupuesto, se puede plantear

necesariamente que estamos abordando la cuestión como

un elemento que quiere ser expresamente responsable.

En síntesis, o por lo menos desde nuestra perspectiva, es

claro que no estamos hablando de un aumento del presu-

puesto, porque éste es el que existe con determinados in-

gresos que son distribuidos de acuerdo con ciertas priori-

dades. En la reunión de la mañana escuchaba el debate de

los colegas y la sensación que me quedó tiene que ver con

lo que he oído decir, esto es, que la escasez de todos con-

forma la escasez de carácter global, que es el presupuesto.

El presupuesto es escaso, porque lo es parcialmente y lue-

go, necesariamente, lo es a nivel global. Ese punto no está

en discusión, sino que estamos hablando de prioridades y

de los recursos que el Estado de una nación les destina

legítimamente en función de lo que dispone. La cantidad de

recursos que dedica depende de otras variables.

Está claro –es un elemento que quiero destacar– que lo que

supone un presupuesto de género es todo lo que hay ahí,

es decir, más profundidad en el análisis, más reflexión y

racionalización, más sistematización y transparencia y más

trabajo. Eso es importante por una cuestión: al final se pro-

duce un efecto de retroalimentación. Si queremos avanzar

hacia esto no podemos generar dentro del conjunto de los

procesos presupuestarios uno de excelencia. Es magnífico

todo lo que tiene que ver con el género, pero el resto –es

decir, la programación, las prioridades y la asignación de

objetivos– es un desastre porque no se sostiene.

Esto también ayuda a mejorar los procesos presupuesta-

rios porque obliga a quienes tenemos la responsabilidad de

coordinar –sobre todo, a los que tienen la obligación de con-

cretar en acciones esos recursos que le han sido asigna-

dos– determinar en qué y para qué toman las decisiones.

Muchas veces obliga a hacer este esfuerzo que, evidente-

mente, provoca una mayor carga de trabajo y, por supues-

to, genera un cierto rechazo porque supone modificar la

inercia –diría yo– en muchos casos centenaria, pero pro- P
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porciona ese efecto de retroalimentación porque hace que

se perciba lo que se está haciendo como mucho más efi-

caz.

Cuando empezamos a trabajar, lo primero que nos plantea-

mos fue intentar saber, en la medida de lo posible, qué se

ha hecho, dónde se ha tropezado y qué avances ha habido.

De ese trabajo de reflexión, extrajimos estas cinco ideas

claves, que ha sido la base sobre la que hemos ido constru-

yendo nuestra propia experiencia.

En primer lugar, concluimos que la información es básica;

esto es obvio. Es fundamental en la medida en que cuando

somos capaces de poner números, sabemos que el 20% es

el doble del 10% y superamos la fase de que mucho, bas-

tante, poco o intenso, nos proporciona una medida ajusta-

da de lo que estamos haciendo. Luego, si no tenemos infor-

mación, estaremos trabajando siempre en el terreno de la

opinión y no en el de la realidad.

La segunda cuestión es que el proceso tiene que basarse

en la continuidad. Estamos hablando de un proceso a largo

plazo; no pensemos que vamos a resolver esto ni bien ha-

yamos hecho un presupuesto. Para eso es fundamental el

consenso –y creo que lo que estoy percibiendo aquí es un

ejemplo del trabajo y de la dirección en la que hay que ac-

tuar–, ya que hoy gobiernan unos, mañana gobiernan otros,

y un cambio estructural requiere de las llamadas «políticas

de Estado».

Eso se tiene que trasladar a una expresión de cómo se com-

prometen esos consensos, que es con una regulación nor-

mativa que diga lo que hay que hacer. Anteriormente pre-

guntaba ¿por qué en Andalucía? Y titulaba este aspecto como

«La prioridad política transformada en una obligación nor-

mativa». Creo que nosotros tenemos muy claro –y luego

voy a intentar poner un ejemplo de esto– que si queremos

realmente avanzar en nuestro proceso de desarrollo, el tema

de la igualdad de género es un factor fundamental. No se

trata solamente de una cuestión de equidad, sino también

de eficiencia y de posibilidad de nuestro propio aparato pro-

ductivo y de nuestra propia capacidad de generación de renta

y de riqueza.

Eso nos lleva a que debe haber una muy fuerte voluntad

política que esté, a su vez, públicamente definida y desarro-

llada, por lo que termina transformándose en un imperativo

legal. En virtud de éste, en la medida en que tenemos una

obligación normativa que determina que el presupuesto en-

tra, como máximo el 31 de octubre de cada año al Parla-

mento para su debate, análisis y, eventualmente, para su

aprobación, el mismo debe llevar adjunto un informe de eva-

luación de impacto.

Me gustaría detenerme en este concepto porque implica la

convicción de que se trata de un elemento de desarrollo. Es-

tamos hablando de equidad y de justicia, pero no podemos

construir una sociedad democrática en la que más del 50%

de la población tiene –llamémoslo así muy eufemísticamente–

«déficit de igualdad», como nos gusta tanto decir a los eco-

nomistas.

Hablamos de la igualdad como requisito de la convergen-

cia. Planteando esto sintéticamente, se puede señalar que

la gran expresión del paradigma del avance en España –yP
res

up
ue

sto
 de

 A
nd

alu
cía

Ex
pe

rie
nc

ia
s 

in
te

rn
ac

io
na

le
s

30



por supuesto en Andalucía–, desde nuestra incorporación a

Europa –que es el momento en que tras salir de la dictadura

ya volvemos a sentirnos como una nación más dentro del

concierto de las naciones–, es el tema de la convergencia

expresado, simplemente, en cómo avanzar hasta conseguir

una renta per cápita igual a la media de Europa, que se con-

sidera como el espacio más desarrollado y con mayor nivel

de justicia social del mundo en este momento. Actualmente

estamos situados en el 75.5% en paridad de poder de com-

pra. Nos escapamos por los pelos de dejar de ser región

objetivo.

Entonces, si queremos alcanzar el 100%, tenemos dos me-

didas posibles a adoptar: o mejoramos la capacidad de

producción por ocupado o incrementamos la ocupación.

Si fuéramos capaces –lo que considero prácticamente im-

posible– de modificar nuestro perfil productivo de forma

de tener una productividad igual a la media, y ello lo hicié-

ramos, por ejemplo, en tres años, seguiríamos todavía

estando por debajo del 90% de la media, porque tendría-

mos un déficit. Lo que ocurre es que no hemos consegui-

do generar la ocupación necesaria para alcanzar esa pro-

ducción per cápita.

¿Cómo incrementamos entonces la ocupación? Está claro

que, en el caso de Andalucía, nuestro problema radica en la

ocupación femenina; tenemos una tasa de actividad mas-

culina similar a la de Europa, pero estamos muy por debajo

de la tasa de actividad femenina de la región. Entonces, o

hay empleo femenino, o no hay convergencia. El presupues-

to, como herramienta, tiene también un componente funda-

mental, no sólo de equidad –al menos desde nuestra pers-

pectiva y, si nos acusan de utilitaristas, nos da igual– sino

en cuanto a lograr la convergencia. ¿Qué modelo queremos

desarrollar? Estamos hablando de un cambio estructural y,

consecuentemente, tenemos un horizonte: queremos llegar

a un modelo y hemos empezado una estrategia que, por

cierto, tuvimos que cambiar, una vez que al principio vimos

que no nos daba mucho resultado.

¿Cuáles son nuestras claves de estrategia ¿Creo que es

importante que pasemos del posicionamiento reactivo indi-

vidual a la modificación proactiva del grupo. En definitiva, lo

que estamos diciendo es que esto no puede ser una cues-

tión de individuos, sino que lo debe ser de procesos.

Los individuos pasan, cambian los gobiernos y los Parti-

dos, cesan a los directores generales cuyos cargos los ocu-

pan otros. Al final no puede ser un problema de una convic-

ción, de un conjunto de elementos, sino que tiene que ha-

ber un cambio en los procesos. Aquí viene a cuento la vieja

frase que se utilizó en la película «Los Tres Lanceros de

Bengala»: no es una cuestión de personas, es el Regimien-

to –en este caso la Institución– la que tiene peso. Eso signi-

fica que si queremos avanzar tenemos que plantearnos cla-

ramente cuáles son las bases sobre las que se tiene que

asentar el proceso.

En primer lugar, un cambio estructural requiere una acción

sostenida y para ello hay que desarrollar un proceso soste-

nible.

En segundo término, deber ser un proceso eficaz, porque

debemos generar resultados. Por último, se debe tener en

cuenta una idea muy importante que, quizás, alumbrará a P
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aquellos que se preguntan qué hace un hombre hablando

de igualdad. En realidad, todo nuestro planteamiento refiere

a la paridad.

La igualdad no es una cuestión de mujeres, sino de perso-

nas que pueden ser hombres o mujeres. Esto, ¿a qué nos

lleva? A que las claves de este proceso son las siguientes.

Está claro que debe ser un enfoque a largo plazo y que no

debemos caer en voluntarismos, dicho esto en el sentido

de que somos muy conscientes de la realidad en la que

trabajamos y queremos producir resultados. Si tensamos

mucho la cuerda, ésta se rompe y en lugar de avanzar, re-

trocedemos.

Por otra parte, no buscamos un documento –no importan

los informes o papeles– sino que lo que debemos tener en

cuenta es el proceso.

La tercera clave es que queremos trabajar desde el cora-

zón del proceso presupuestario, es decir, desde el depar-

tamento responsable de la elaboración del Prespuesto que

es la Consejería de Economía y Hacienda y desde el cen-

tro del sistema que es la Dirección General de Presupues-

to que, en última instancia, es la responsable de la coordi-

nación y de todos los procesos relativos a la elaboración

del presupuesto.

Nosotros queremos avanzar como una adaptación del fa-

moso modelo sueco de las tres R que son: realidad, recur-

sos y representación. Es decir pasar de una situación de

pasado–presente, que es la realidad, avanzar desde el pre-

sente –la representación– hacia un futuro, dedicando los

recursos pertinentes. Al final este modelo lo podemos en-

tender si hablamos sobre tres elementos que son qué tipo

de presupuesto y qué alcance va a tener la evaluación; cuál

va a ser el órgano evaluador y en qué se va a concretar la

evaluación de este modelo.

Con respecto a los tipos de presupuestos podemos decir lo

siguiente. Desde el principio hemos planteado la necesidad

de abarcar todo. No sé si nos atragantaremos con esto,

pero de momento eso no ha sucedido.

Con respecto a los ingresos sí tenemos un problema y es

que por nuestra estructura de financiación tenemos ingre-

sos que participamos del Estado, pero no participamos en

la gestión y por lo tanto no tenemos acceso a los elementos

del mismo. Por eso es que planteamos que tenemos que

trabajar en la dirección de los ingresos que gestionamos

que son aquellos sobre los que tenemos al menos una cier-

ta capacidad de todo lo que se refiere a ese orden, que es

de aproximadamente U$S 4.000:000.000.

En lo que tiene que ver con el alcance de la evaluación, cuan-

do decía que queremos abarcar la totalidad y no deseamos

atragantarnos, debemos agregar que tampoco somos suici-

das que pensamos que podemos con todo. Estamos inten-

tando hacer un análisis limitado de cada uno de los sectores

y programas en conjunto, siempre teniendo en cuenta la pre-

gunta elemental de para qué sirve determinada cosa en tér-

minos de igualdad.

En cuanto al órgano evaluador, nuestra decisión es que sea

un órgano interno, entendiendo que la evaluación es una

parte más del proceso de programación presupuestaria.P
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Para eso, tenemos constituida una Comisión de Evaluación

de Impacto de Género que, por ley –es decir, por un artículo

expreso de una ley de las que normalmente acompañan al

Presupuesto–, está adscripta a la Conserjería de Economía

y Hacienda. A su vez, está presidida por la Vice Conserjería

de Economía y Hacienda, o sea, por el segundo nivel de la

Conserjería, que tiene presencia tanto del núcleo fundamental

de la Conserjería –aquellas Direcciones Generales que es-

tán más directamente implicadas en el proceso presupues-

tario–, que posee una participación destacada de la Con-

serjería y específicamente del Instituto Andaluz de la Mujer

y en la que están representadas todas las Conserjerías. Esta

no es una Comisión política, sino técnica, donde los repre-

sentantes no ocupan cargos políticos, ya que son funciona-

rios del más alto nivel. Por ejemplo, nivel de Coordinador

General, Subdirector o nivel de Jefatura de Servicio, que es

nuestro segundo escalón.

¿Qué modelo de informe tenemos? Al final de la experien-

cia, nosotros queremos avanzar en un modelo parecido al

francés, que tiene un documento presupuestario específico

en el que se analiza y se recoge toda la problemática que

está a lo largo del conjunto de todo esto.

En la búsqueda de este objetivo, ¿por dónde hemos empe-

zado? Nos hemos marcado dos prioridades. En primer lu-

gar, encadenarlo en el proceso presupuestario; me refiero a

desarrollar el instrumento que permita avanzar en la confi-

guración de un Presupuesto con enfoque de género. Esto

me gusta más que el término sensible.

En segundo lugar, buscamos generar una cultura de sensi-

bilidad de género Es lo que nosotros llamamos la doble A:

aptitud y actitud. Queremos convicción y capacidad. Si no

hay predisposición y conocimiento, es muy difícil que no-

sotros insertemos un proceso nuevo en algo que lleva ha-

ciéndose por lo menos cinco siglos.

En tercer término, debemos destacar la información. Como

decía antes, hay que situarse en el terreno de lo hecho y no

de la opinión; si no somos capaces de generar información,

no sabremos de qué estamos hablando y realmente es muy

difícil que podamos plantear algo.

Al final, hemos planteado un modelo en el que la evaluación

es interna y se basa en el esquema de evaluación e impul-

so. No olvidemos que el cambio de Gobierno se produjo a

mitad de año; en ese momento, se empezaron los trabajos,

se intentó visualizar qué es lo que había, ver en qué se avan-

zaba y dejar todo esto para la evaluación del Presupuesto

2006. La reflexión sobre la corta experiencia que llevamos

nos planteó que teníamos que cambiar la estrategia. Por

eso, desde los órganos de dirección política de la Conserje-

ría –con su Consejero a la cabeza y su Vice Consejera–, se

tomó la decisión de que la unidad esencial de presupues-

tación –que es la Dirección General de Presupuesto– tenía

que plantearse una participación activa en el proceso. No-

sotros teníamos que asumir un protagonismo en el desa-

rrollo y en el avance de la línea de trabajo de cara a él. Bási-

camente, ello es porque nosotros teníamos un potencial de

motivación importante y, entre otras cosas, teníamos capa-

cidad puesto que tenemos recursos formados y especiali-

zados de cara a todo eso. A su vez –y por qué no decirlo, ya

que mis compañeros me entenderán–, tenemos capacidad

de liderazgo en la medida en que muchas veces termina- P
res

up
ue

sto
 de

 A
nd

alu
cía

Ex
pe

rie
nc

ia
s 

in
te

rn
ac

io
na

le
s

33



mos siendo los policías de todo. También este es un ele-

mento fundamental de la temática.

Por eso, cuando nosotros generamos el primer informe de

evaluación, constatamos la importancia que supone, en pri-

mer lugar, reconocer que queremos hacerlo y la dificultad

de que teníamos muy poco hecho. Nos planteamos que el

corazón del Presupuesto tenía que cumplir un papel impul-

sor muy importante. A la Comisión le seguía correspon-

diendo ese papel de impulsión y de evaluación pero, al me-

nos en estos elementos esenciales y hasta que fuéramos

capaces de obtener un elemento básico del Presupuesto, la

Dirección General de Presupuesto tenía que implicarse más.

Para ello, intentamos establecer una red de análisis de gé-

nero.

Aunque eso suene pomposo, significa que intentamos iden-

tificar el conjunto de personas que, en distintos organis-

mos, instituciones, conserjerías y empresas públicas, tie-

nen que ver directamente en el proceso de formulación del

presupuesto y mucho más en su ejecución. Entonces, en la

formulación del presupuesto, intentamos cumplir ese doble

ejercicio de actitud y aptitud. Para ello utilizamos como

pivotes y cómplices a los representantes de cada conserje-

ría en esta red. Nosotros tenemos un público objetivo que

estaría en un entorno de 638 personas, que son las que, de

alguna forma, en cada ente que tiene capacidad de decisión

y formulación técnica en la elaboración del presupuesto,

tienen algo que decir.

El núcleo de esa estructura es nuestra Dirección General de

Presupuesto y allí llegamos a tener un equipo de hasta doce

personas. Por supuesto que no contamos con ellas perma-

nentemente porque no tenemos tantos recursos y hay mu-

chas cuestiones para atender. En las secretarías generales

técnicas de cada departamento tenemos un núcleo de ges-

tión y coordinación de todo el proceso de elaboración del

presupuesto y, además, contamos con direcciones genera-

les –es decir, órganos ejecutores–, delegaciones provincia-

les –contamos con un territorio muy extenso organizado en

ocho provincias–, organismos autónomos y el conjunto. Te-

nemos que estar pendientes de alimentar, con esa doble A,

a esas seiscientas y pico de personas que, al final, consti-

tuyen la base sobre la que se construye lo que se vaya a

hacer.

Como bien decía Pilar, hay que convencer fundamentalmente

a los hombres, pero también a las mujeres, y darles herra-

mientas específicas, propias del análisis presupuestario, para

que simplemente puedan tener claro lo que significa la for-

mulación de objetivos, de indicadores, etcétera. Por lo tan-

to, la doble A, es decir, la actitud y la aptitud, constituye un

elemento fundamental.

Es por esta razón que nos hemos planteado un conjunto de

acciones específicas y la Comisión de Género es la que,

sobre todo, tiene la labor de generar la información y la for-

mación. En la Dirección General de Presupuesto hemos con-

figurado lo que podríamos llamar como un centro de ayuda

al usuario. ¿Para qué hicimos esto? Para que un pobre hom-

bre que forma parte de la delegación de Almería, al que le

solicitan que formule un indicador de género pero que no

sabe ni qué es, encuentre un correo electrónico y un teléfo-

no para preguntar e informarse. Si esto sucede, somos ca-P
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paces de dar algún tipo de respuesta, en la medida de nues-

tras posibilidades, porque si diéramos clase por correo elec-

trónico o por vía telefónica no haríamos otra cosa. Enton-

ces, intentamos que se cumpla ese objetivo de permeabilizar

la información en una estructura administrativa tan grande.

Un segundo elemento a tener en cuenta es que, fruto de esa

decisión estratégica de nuestro consejero, hemos incorpo-

rado lo relativo a la perspectiva en todo el proceso. Una vez

que los departamentos han formulado su petición, nos re-

unimos en las comisiones de gastos e intentamos decidir

cómo vamos a ir recortando con la navaja los petitorios

para ajustarlos a las restricciones presupuestarias. Este ele-

mento no sólo está presente en el ámbito político sino tam-

bién en el técnico. ¿Por qué? Porque cuando terminamos la

Navidad, cerramos las cuentas y prácticamente ya estamos

habituados a las nuevas cifras para ese año. Siempre que

planteamos una reunión, en el calendario de cuestiones –

como ser los plazos, los formularios o las novedades en el

proceso– hay un apartado específico que detalla qué es lo

que se está haciendo a ese respecto. Puede ser poco o

mucho, pero forma parte del calendario. Cuando me reúno

con los secretarios generales técnicos, lo hago para deter-

minar la definición del proceso; cuando lo hago con el si-

guiente escalón, integrado por los jefes de servicio y

subdirectores generales, nos enfocamos en la planificación;

y cuando lo hacemos con las restantes seiscientas y pico

de personas, lo hacemos para determinar el diseño. Todo

esto forma parte de nuestra agenda.

En cuanto a la tercera prioridad, en lo relativo a la informa-

ción, tratamos de situarnos en el terreno de los hechos y no

de la opinión. Aquí está claro que lo primero que teníamos

que hacer era poner a disposición la información disponi-

ble. Luego, se abre un espacio específico de análisis de los

documentos presupuestarios, compuestos por toda la lite-

ratura que las personas envían para justificar la importancia

de su sector y de sus cosas. Aquí hay que introducir un

elemento específico. Este año nos planteamos un objetivo

que parece muy simple. Nosotros presentamos como do-

cumento presupuestario un anexo de personal en el que se

detallan las plazas por categorías, nivel, centro, etcétera.

Fue así que dijimos: «Vamos a ver si somos capaces, junto

con ese anexo, de hacer un análisis para saber efectiva-

mente cuántos hombres y mujeres hay en la Administra-

ción». Eso, que parece algo tan sencillo, es absolutamente

complicado, precisamente por una cuestión presupuestal.

Un anexo de personal en un presupuesto se refiere a pues-

tos y no a personas; una adenda habla de personas. De allí

que la variación de situaciones sea tremenda porque, por

ejemplo, hay plazas que no están ocupadas. Un presupues-

to siempre prevé las plazas que se ocuparán luego. De esa

forma, tenemos todo el elenco de problemas que genera

una gestión de recursos humanos como, por ejemplo, cuán-

do vamos a hacer efectivo el nombramiento o a quién pone-

mos, si al titular de la plaza –que no está presente–, a su

sustituto, al sustituto del sustituto o a los tres.

Al final, eso que es simple, resulta que nos costó casi 20

días de discusión metodológica. ¿Vamos a hacer exacta-

mente de gestores de los cuatro sectores de recursos hu-

manos? En ese caso nos podemos encontrar con que so- P
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mos incapaces de visualizar procesos de seguimiento de la

plantilla. Por eso queremos ver la plantilla propuesta al año

siguiente; queremos ver el resultado.

A continuación, intentaré dar algunos datos. En cuanto al

tema de los indicadores, allí el planteamiento fue que como

no podíamos esperar a que vinieran, fuimos a buscarlos.

Para eso tomamos el presupuesto de 2005 y vimos la infor-

mación que en el propio documento presupuestario existía,

es decir, indicadores, objetivos, etcétera. Fue así que plan-

teamos hacer un trabajo para definir una metodología.

Concretamente, decidimos definir cuatro tipos de indicadores.

El primero: ¿tiene en su presupuesto indicadores que clara-

mente aluden a personas y si esas personas son tales, se

trata de hombres o de mujeres? Es decir que hay que des-

agregar esos datos. En segundo lugar, hay indicadores que

aluden directamente a personas, pero están debajo de ellas.

Por ejemplo, uno puede decir que va a conceder 1.000 be-

cas, pero éstas finalmente son disfrutadas por personas; se

trata de becarios o becarias. Un tercer tipo de indicadores

son los que no están en el presupuesto, pero sí aparecen en

un montón de documentos y están publicados en la página

web. En ese caso, se puede hacer un esfuerzo de desagre-

gación. Todo esto nos permitirá llegar al cuarto tipo de indi-

cador, porque no es posible que la persona no aporte nada y

que le den todo hecho.

Entonces, diseñamos un esquema, tomamos cada progra-

ma presupuestario, uno por departamento, e hicimos este

análisis. Si tiene tal o cual indicador, lo desagrega, toma

determinados datos y, de ese modo, aporta un poco de ima-

ginación para llegar a las conclusiones.

En cuanto a los resultados, voy a hablar de la Adenda de

Género de la Junta de Andalucía, desde la perspectiva de

hombres y mujeres; también me voy a referir a los

indicadores y, finalmente, al informe de evaluación. Muy

brevemente, voy a decir que, no sin sorpresa, descubrimos

que tenemos mayoría de mujeres. También descubrimos,

aunque lo sospechábamos, que cuanto mayor era el nivel,

menor presencia de mujeres había.

Tengo que decir en nuestro descargo que esto refleja mu-

cho más el pasado que el presente; refleja un proceso –que

en el caso de Andalucía ha sido muy intenso– de incorpora-

ción de la mujer al mercado laboral. Digo que esto está re-

cogiendo mucho más el pasado que el presente, en el sen-

tido de que es un proceso que se está dando de forma ace-

lerada en Andalucía.

Los altos cargos, es decir, los que tienen que ver con nom-

bramientos políticos, ascienden a un 36,7%; creo que en

este momento, con algunos cambios –estos son los datos

de la adenda 2005, con un corte a setiembre de 2005–,

estamos casi en el entorno del 40%. En este caso el proble-

ma no es tanto el volumen, sino la distribución por departa-

mentos. Seguimos con el problema de que tenemos

conserjerías de mujeres y conserjerías de hombres. Eso ge-

nera algún tipo de distorsión, en la medida que está mante-

niendo quizás una visualización y un esquema que no res-

ponde a la realidad.

En cuanto a los indicadores, conseguimos poner encima de

la mesa 514, como propuesta inicial comprometida. Una de

nuestras preocupaciones tiene que ver con el momento en

que se aceleran los trabajos de Presupuesto. En AndalucíaP
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hay que entregar el Presupuesto el 31 de octubre y todo lo

demás puede demorar; de lo contrario, no hay Presupues-

to. Entonces, nos preocupaba mucho que luego de todo el

trabajo realizado de análisis, indicadores y posibilidades,

llegado el momento se nos dijera que ya estaba el dinero y

que se transformaran los indicadores, distorsionando la pre-

sentación final del Presupuesto. Trabajamos mucho e insis-

timos en que se tratara de un proceso viable y que se tuvie-

ra en cuenta el momento en que se tenían que dar los datos,

y razonablemente hemos cumplido. Hay una representación

relativamente amplia de las distintas políticas y, consecuen-

temente, creo que esto significa un primer paso para empe-

zar a plantear que deben aflorar realmente los diferentes

impactos.

El resultado de este proceso es el informe de evaluación. En

primer lugar, destaca el compromiso de igualdad y, en se-

gundo término, hace un análisis de los avances comentan-

do, fruto de un debate, los avances de la estrategia en la

incorporación. Plantea, a su vez, un escenario de igualdad

–realmente, de desigualdad–, recogiendo elementos desde

nuestra perspectiva nuclear en cuanto a los fundamentos

de esa desigualdad; hace un análisis de los programas pre-

supuestarios y sus indicadores, y aporta un conjunto de

conclusiones.

Con respecto a las características del modelo andaluz –qui-

zás sea algo presuntuoso hablar de modelo, pero de alguna

forma lo tenemos que llamar–, debo decir que el mismo

parte de una fuerte voluntad política. Está claro que nuestro

Presidente es el que está impulsando más claramente este

tema, con medidas simbólicas, con discursos reiterados

públicamente y con directrices específicas. El primer Go-

bierno paritario de España fue el de Andalucía, luego ha

habido más pero en su momento generó un debate impor-

tante. Ahora ya tenemos más consejeras que consejeros.

Tampoco pasa nada si luego hay un consejero más que

consejeras; se trata de establecer una dinámica y no de que

haya que tomar una decisión.

Por otro lado, una prioridad positiva –este es un término muy

utilizado por los economistas– tiene que ver con nuestra pre-

ocupación –sobre todo en lo que refiere a la implementación–

en cuanto a lo que es y no a lo que debería ser. No estamos

obsesionados en establecer un método en el que nos plan-

teemos la metodología para empezar a andar, sino que he-

mos comenzado un camino y, consecuentemente, vamos

generando planteamientos.

No queremos separar la realidad del discurso. Me explico:

no queremos proponer muchas cosas; no sirve tener un

plano formal brillante y luminoso –si se me permite la ex-

presión– y una realidad oscura y hasta soez. Preferimos

trabajar sobre resultados y, consecuentemente, estamos

muy preocupados de que las cosas se vayan haciendo. Por

eso debemos diseñar una estrategia a largo plazo para que

las cosas se vean; poco o mucho, pero que se vean.

Por otra parte, hemos apostado a un proceso centrífugo,

quiere decir que el corazón del presupuesto está intentando

generar un efecto de onda. Nosotros tiramos la piedra y

hacemos ese intento, asumimos un protagonismo y un im-

pulso en la medida de nuestras posibilidades. Es obvio que

no estamos exclusivamente dedicados al tema del género; P
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hay muchas cosas para hacer, pero sí es cierto que hemos

asumido protagonismo y capacidad de impulso, es decir

que no es un movimiento de afuera hacia adentro, sino de

adentro hacia afuera. Nosotros estamos comprometidos,

puesto que si estamos hablando de algo que tiene que ver

con el presupuesto, debemos ser responsables del mismo.

El otro punto importante es la apuesta a la sostenibilidad.

Como decía antes, si queremos hacer un cambio estructu-

ral, tiene que ser sostenido. Y eso tiene mucho que ver con

comprometer recursos y voluntad política y con tener una

clara estrategia.

Nosotros utilizamos una estrategia que denominamos «es-

trategia escalera», porque no podemos pensar que porque

hemos avanzado, no podemos perder el camino recorrido.

Tanto esfuerzo queremos dedicar a avanzar como a consoli-

dar lo que tenemos. Damos un paso, subimos el otro pie y

cuando ya tenemos los dos, lo deseable, sería avanzar. De lo

contrario, podría pasar que nos fuéramos descolgando de

elementos de cambio, y es peor retroceder que no avanzar.

Como conclusión, me van a permitir –ya que llevamos poco

tiempo en esto– que utilice un pasaje de la obra «Alicia en el

País de las Maravillas». Alicia, a través del espejo, se inter-

na en el país del ajedrez y empieza a caminar; ve que cami-

na y que cada vez está más atrás y no avanza. Entonces, la

Reina Blanca le dice que en ese país, para quedarse donde

está, hay que correr, y si quiere avanzar, tiene que correr el

doble.

Efectivamente, llevamos intentando tener una perspectiva

de género en el presupuesto, pero en la medida en que es-

temos convencidos de que es un objetivo fundamental, de-

bemos correr el doble.

Muchas gracias.
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Presupuestos con equidad de género

La experiencia mexicana
Lucía Pérez Fragoso1

Equidad de Género, Ciudadanía, Trabajo y Familia AC.

Introducción
El tema de los presupuestos públicos con equidad de género en México, puede afirmarse,

ha tenido un rápido desarrollo, al cual han contribuido un número creciente de instituciones.

El análisis y la elaboración de presupuestos públicos con enfoque de equidad de género se

están construyendo como una excelente herramienta para emprender acciones que pro-

muevan y favorezcan la equidad de género.

Sin duda alguna la integración de la perspectiva de equidad de género al diseño e

implementación de políticas públicas, que ha iniciado precisamente, de forma más sistemá-

tica, con los presupuestos públicos desde la perspectiva de equidad de género, favorece el

diseño de políticas de desarrollo sociales más integrales, en la medida que este enfoque

1 Master en Economía, Coordinadora del Área de Presupuestos Públicos de Equidad de Género: Ciudadanía,
Trabajo y Familia, A.C., México.
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incorpora los aspectos culturales, además de los políticos,

económicos y sociales al diagnóstico de problemas y nece-

sidades específicas de la población.

Hablar de presupuestos con enfoque de equidad de género

implica hablar de un proceso en construcción a nivel inter-

nacional, proceso en el cual México está participando de

manera muy intensa.

Si bien, no existe una única definición del significado de

presupuestos con enfoque de género y se han creado di-

versas conceptualizaciones de ellos, en general suele in-

cluirse en su definición el que con ellos se permite advertir

los efectos diferenciados que las políticas públicas y las

asignaciones correspondientes del gasto tienen sobre mu-

jeres y varones, con lo cual se hace evidente que a menudo,
tanto en la recaudación de impuestos como en el ejercicio

del gasto público, lejos de contribuir a disminuir y revertir

las inequidades sociales se contribuye a reafirmarlas y a

profundizarlas, cuando no se contemplan las diferencias

entre grupos sociales, especialmente entre mujeres y hom-

bres, en términos de necesidades, posiciones y actitudes

de negociación, disposición de recursos y libertad de elec-

ción, además de otros factores económicos, sociales y po-

líticos.

Una definición puede ser: presupuestos con enfoque de equi-

dad de género son las políticas de ingreso y gasto del go-

bierno que toman en cuenta en su diseño el conjunto de

ideas, percepciones y valoraciones culturales sobre el sig-

nificado de ser mujer y de ser hombre.

Equidad de Género AC. ha decidido utilizar como marco de

incorporación de la perspectiva de género al análisis

macroeconómico los elementos propuestos por Gita Sen2:

i. La existencia de relaciones de poder entre géneros

ii. La aportación económica de las mujeres al proceso de

desarrollo económico y social de un país, aportación

basada en el trabajo no remunerado o subvaluado de

las propias mujeres, y

iii. Efectos no neutrales ni homogéneos de las políticas

públicas sobre mujeres y hombres.

La metodología de presupuestos públicos con enfoque de

equidad de género se define por estar contextualizada en el

marco de la macroeconomía y la política económica.

En consecuencia, el objetivo de los presupuestos con pers-

pectiva de equidad de género es favorecer la existencia de

condiciones sociales que posibiliten la igualdad de oportu-

nidades para el desarrollo de mujeres y hombres y la co-

rrección de las inequidades sociales a que da lugar la cultu-

ra imperante, que privilegia la atención de las necesidades

masculinas sobre las femeninas, es decir en suma persi-

guen atender de forma más precisa las necesidades de

ambos.
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2 Cf. SEN, Gita. «Integración del género en los ministerios de finanzas». En: Rosalba Todaro y Regina Rodríguez, eds., El género en la economía.
Ediciones de las Mujeres N° 32, pp. 77–97.
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Es preciso evidenciar cómo la supuesta «neutralidad» de las

políticas y los presupuestos públicos no es siempre una rea-

lidad y trae como consecuencia por ejemplo, que algunos

grupos de población no puedan acceder a los programas gu-

bernamentales, ni a los beneficios que se desprenden de ellos

y que algunas veces las políticas promuevan la reproducción

de los roles que tradicionalmente mujeres y hombres desem-

peñan. Las políticas públicas tienen impactos diferenciados

en cada grupo de población, no únicamente por géneros, sino

también por edades, clases sociales y etnias, es precisamente

con ésta herramienta que se evidencia el alcance de los pro-

gramas, así como los supuestos en los que descansan.

No debemos olvidar que los presupuestos públicos con en-

foque de género son el resultado de un proceso que inicia

con un diagnóstico que señale la problemática de género,

como parte de programas y planes de política pública que

tomen en cuenta las diferencias genéricas, para terminar con

asignaciones presupuestales destinadas a solventar la pro-

blemática señalada. Como tal, el análisis sirve para evaluar el

compromiso del gobierno ante las problemáticas de género.

El objetivo es que la política, los planes, programas y presu-

puestos públicos se elaboren desde ésta perspectiva.

Los presupuestos con enfoque de equidad de género son el

resultado de políticas públicas diseñadas desde la misma

perspectiva, el actor principal para que se elaboren es el

estado.

Proceso mexicano3

El análisis de presupuestos públicos con enfoque de géne-

ro inicia en México en 1999 desde la sociedad civil, en el

feminismo organizado, ante la necesidad de monitorear pro-

gramas y recursos relacionados con necesidades de las mu-

jeres. La experiencia inicia con la motivación de sustentar

las demandas de las mujeres, de fortalecer su participación

ciudadana y de contribuir a la construcción de ciudadanía.

Los movimientos de mujeres en México han venido trabaja-

do por muchos años para que las políticas públicas tengan

en cuenta las condiciones de vida diferentes, los roles que

desempeñan y las necesidades e intereses diferentes de

mujeres y hombres. Se había trabajado únicamente por la

incorporación de la perspectiva de género en las políticas y

en los programas de gobierno, a partir del 99 se llega ade-

más a los presupuestos.

La iniciativa de presupuestos con enfoque de género en

México inició sus análisis en el sector salud; sector previa-

mente sensibilizado por el movimiento feminista mexicano

a lo largo de varias generaciones.

Es así como se definió la iniciativa mexicana de presupues-

tos con enfoque de género, basada en el análisis de un sec-

tor específico y desde la parte del presupuesto que corres-

ponde al gasto. Su primer resultado consistió en la propuesta

metodológica de unir la información diagnóstica (el proble-
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3 Es importante señalar que en el presente documento se recoge principalmente el trabajo realizado por la institución donde labora la autora: Equidad de
Género, Ciudadanía, Trabajo y Familia AC.
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ma), con el conocimiento de los programas y de los presu-

puestos destinados a solucionar la problemática seleccionada.

En México, la iniciativa de presupuestos públicos con enfo-

que de género ha experimentado un proceso muy acelera-

do. Contando con dos grandes líneas de trabajo: La primera

consiste en la generación de información necesaria para

argumentar las demandas de las mujeres. Y dentro de la

segunda línea de trabajo: por una parte se están constru-

yendo metodologías de análisis del gasto público para for-

talecer el trabajo de los movimientos ciudadanos y por otra

parte, se está definiendo el «cómo» elaborar presupuestos

que incluyan una perspectiva de equidad de género para

algunas instancias gubernamentales.

Uno paso preliminar, desde el punto de vista metodológico,

para la construcción de presupuestos públicos con pers-

pectiva de equidad de género se refiere a la posibilidad de

iniciar con la definición de los recursos etiquetados para

mujeres, para proponer como corregir inequidades identifi-

cadas en la asignación de recursos o bien en la atención no

adecuada de problemas y/o necesidades específicas.

Generación de información
Toda una línea de trabajo ha sido la generación de informa-

ción para robustecer los argumentos feministas, contribuir

al debate y a la generación de propuestas de políticas públi-

cas con equidad de género.

Como ejemplo baste mencionar en este rubro, el cálculo

anual del gasto etiquetado para mujeres que se realiza des-

de el año 2000 y hasta la fecha. Han trabajado conjunta-

mente la cámara de Diputados y las asociaciones civiles

para pugnar por recursos tanto para la atención de las ne-

cesidades y problemas de las mujeres, como para la pro-

moción de la equidad de género, en el marco de los acuer-

dos internacionales y de la política pública nacional.

La construcción del gasto etiquetado para mujeres se ha

constituido como un instrumento clave para visualizar los

avances en política pública destinada a las Mujeres, y como

resultado del empleo de este concepto y de su construc-

ción a partir del análisis de los presupuestos de egresos de

la federación desde el año 2002 se han incrementado los

recursos destinados a las mujeres.

De acuerdo a la metodología empelada por Equidad de Gé-
nero AC, el gasto etiquetado para mujeres en el año de 2002

ascendió a 1,031 millones de pesos, equivalentes al 0.07%

del presupuesto de gasto total de ese año, para el año 2005

el gasto etiquetado alcanzó un total de 17,748 millones de

pesos, equivalentes al 0.98% del gasto total, la cifra más

alta alcanzada.

Por supuesto que este logro no ha estado exento de alti-

bajos, y la lucha por que el ejecutivo federal señale de

forma precisa y sin confusiones los recursos que van efec-

tivamente para la atención de las mujeres sin sobreesti-

maciones. No ha sido fácil, pues el gobierno ha intentado

incluir cada vez un mayor número de gastos y de mayor

cuantía (que anteriormente ya se realizaban sin etiqueta),

como gasto nuevo para mujeres, es decir gasto etiqueta-
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Desarrollo de metodologías
La otra línea de trabajo que se ha generado en México es el

desarrollo de metodologías tanto para analizar como para

elaborar presupuestos con enfoque de equidad de género;

así como para monitorear recurso públicos asignados a pro-

blemáticas específicas. Ésta línea de trabajo ha sido segui-

da en 3 temáticas principalmente: Salud, Descentralización

e Institucionalización de la perspectiva de género.

Cuando la metodología de los presupuestos públicos con

perspectiva de equidad de género pasa de la fase de análi-

sis a la de elaboración, una vez que han sido identificados

los efectos diferenciados y las necesidades diferentes de

mujeres y hombres, la asignación de recursos correspon-

diente supone atender de mejor manera las demandas so-

ciales y de hecho la instrumentación de una política de de-

sarrollo social más eficiente y efectiva.

Es así que la iniciativa mexicana ve ampliado su horizonte y

pasa de diseñar proceso de análisis a delinear procesos de

elaboración de presupuestos con enfoque de equidad de

género, con una orientación hacia una nueva población ob-

jetivo: funcionarias y funcionarios públicos.

A la fecha contamos en México, entre otros, con una Guía

de programación y presupuestación con enfoque de equi-

dad de género para el sector salud que corresponde a un

proceso de reflexión que lleva a dar los primeros pasos en

la formulación de los programas y presupuestos con ésta

visión.

El resultado de este desarrollo y colaboración es la guía que

contiene una propuesta metodológica que ubica el proceso

de elaboración de presupuestos públicos con enfoque de

equidad de género en el marco del proceso de planeación y

programación de las políticas públicas. Este trabajo fue rea-

lizado por un grupo de colaboradores en el que participaron

la Secretaría de Salud, Fundar, Centro de Análisis e Investi-

gación y Equidad de Género AC. en un proyecto financiado

por UNIFEM.

La guía diseñada por Equidad4, consiste en un proceso de

reflexión para dirigir a tomadoras/es de decisiones del sec-

tor salud para que a través de seis pasos se inicie la incor-

poración de la perspectiva de equidad de género al proceso

de programación y presupuestación gubernamentales, a sa-

ber los pasos son:

1. Reconocimiento del problema a resolver, analizado el

diagnóstico a nivel tanto cuantitativo como cualitativo.

2. Análisis de las inequidades desde la perspectiva de gé-

nero.

3. Estudio de los programas existentes para atender la pro-

blemática en cuestión.

4. Elaboración de propuestas de programas nuevos o com-

plemento de los existentes para atender las problemáti-

cas de género resaltadas.
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4 Equidad de Género: Ciudadanía, Trabajo y Familia AC. Guía para la Formulación de Presupuestos Públicos con Enfoque de Género en el Sector
Salud. Ed. UNIFEM, México, 2004.
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5. Asignación de recursos, en las partidas existentes,

creación de par tidas nuevas y/o etiquetación de re-

cursos.

6. Diseño de indicadores que permitan darle seguimien-

to al proceso así como evaluar al final del ciclo

presupuestal.

De forma paralela al proceso en el sector salud, pero desde

2003, Equidad de Género AC. emprendió el estudio del pro-

ceso de descentralización en México y la incorporación de

la perspectiva de género en los gobiernos locales, dando

por resultado del desarrollo de una metodología de elabora-

ción de presupuestos municipales con enfoque de equidad

de género.

Debe señalarse que el desarrollo y diseño final de esta me-

todología que concluye en el año de 2005, tuvo sus prime-

ros desarrollos en la integración de un manual de segui-

miento de recursos federales descentralizados para muje-

res5. En este primer ejercicio estuvo aún presente la meto-

dología del análisis. Sin embargo, el proceso rápidamente

evolucionó hacia una primera versión de la metodología de

elaboración en los gobiernos locales6, la cual fue difundida

por el patrocinador del proyecto, el Instituto Nacional de

Desarrollo Social, a más del 40% de todos los municipios

del país, lo mismo que la nueva versión de 2005.

En esta última edición de la Guía7, la metodología hace la

propuesta pragmática de diferenciar la incorporación de la

perspectiva de equidad de género, por una lado al interior

de la administración pública local (definidas en la Guía como

políticas públicas internas) y, de otro, en las políticas públi-

cas dirigidas a la atención de la población municipal, (las

que allí se define como políticas públicas externas), con el

objetivo de facilitar las tareas correspondientes a la incor-

poración de la perspectiva de género en las políticas públi-

cas municipales.

El trabajo de incorporar la perspectiva de equidad de género

en los procesos de elaboración de programas y presupues-

tos públicos derivó de manera lógica en la búsqueda de

iniciar procesos de institucionalización de la perspectiva de

equidad de género en las entidades públicas. Así, Equidad

de Género AC. inició en el año de 2004 dicho proceso, al

interior de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito

Federal (CDHDF), inicialmente con el apoyo de la Fundación

alemana Boell.

Con este proceso y el desarrollo de esta nueva línea de

trabajo, se llega a una fase donde se utiliza la herramienta

de programación y presupuestación con perspectiva de

equidad de género en un proceso más integral y compren-

sivo.
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5 Equidad de Género: Ciudadanía, Trabajo y Familia AC. Manual de Descentralización de los Recursos Etiquetados para Mujeres, México, 2004.
6 Equidad de Género: Ciudadanía, Trabajo y Familia AC. Guía para Elaborar Presupuestos Municipales con Enfoque de Equidad de Género, México,

2003.
7 Equidad de Género: Ciudadanía, Trabajo y Familia AC. Nueva Guía para Elaborar Presupuestos Municipales con Enfoque de Equidad de Género,

México, 2005.
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Retos
Es importante tener presente que los retos aun son mu-

chos, que todavía se requiere contar con una serie de

insumos importantes tanto para los análisis como para la

elaboración de presupuestos públicos con enfoque de gé-

nero, se necesita obtener datos desagregados por sexo y

edad de la información relacionada con el presupuesto, así

como la elaboración de evaluaciones cualitativas de los pro-

gramas gubernamentales.

La herramienta de análisis y elaboración de presupuestos

con enfoque de equidad de género, es una herramienta que

en México ya está dando sus primeros frutos en materia de

equidad de asignación en el gasto público. Aún el camino

es muy largo y requiere de la voluntad política de todos los

niveles: la decisión política del poder ejecutivo, las propues-

tas del poder legislativo y el trabajo de promoción de la so-

ciedad civil organizada, para que trabajando juntos logre-

mos la equidad de género.
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La estructura presupuestal uruguaya y sus
alcances estratégicos con relación
a los objetivos programáticos del gobierno

Cr. Daniel Mesa
Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto

Introducción
La formulación, el contenido, el trámite de aprobación, y el control de la ejecución presupuestal

están establecidos en la Constitución de la República de 1966.

En pleno auge de las propuestas de modelos económicos vinculados a la planificación y al

desarrollo económico, impulsados en América Latina desde la CEPAL de entonces, el cons-

tituyente crea la Oficina de Planeamiento y Presupuesto con el cometido de asistir y aseso-

rar al Poder Ejecutivo en materia presupuestal y de planes y programas de desarrollo y

descentralización y determina que el Presupuesto Nacional se elaborará por programas.

Desde la Constitución, entonces, se establece un vínculo entre los objetivos programáticos

del gobierno y el presupuesto nacional.

Sin embargo la práctica de formulación, ejecución y control del presupuesto se ha alejado de

esa concepción, ha transformado los procesos en ritos, vaciando los conceptos de contenido. P
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Desde ese punto de partida este gobierno se ha propuesto

y puesto en marcha una nueva metodología de elaboración

presupuestal, que tiene impactos sobre la ejecución y el

control con el propósito de recuperar la capacidad de plani-

ficar para alcanzar objetivos programáticos.

Se trata de avanzar hacia un presupuesto por desempeño

que genere condiciones de transparencia que permitan el

control del gasto público por la sociedad. Asegurar la exis-

tencia de canales de comunicación transparentes de objeti-

vos, metas y costos asociados a las mismas permite la cre-

ciente participación de trabajadores y ciudadanos en el pro-

ceso de identificar prioridades y establecer compromisos

de gestión que mejoren la eficacia y la eficiencia de los or-

ganismos estatales.

El marco normativo e
institucional
El presupuesto nacional asume la forma de un proyecto de

ley con iniciativa exclusiva del Poder Ejecutivo.

1. El papel del Poder Ejecutivo

El artículo 214 de la Constitución dispone:

«El Poder Ejecutivo proyectará con el asesoramiento de la

Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el Presupuesto Na-

cional que regirá para su período de Gobierno y lo presen-

tará al Poder Legislativo dentro de los seis primeros meses

del ejercicio de su mandato».

Agrega que los gastos corrientes, las inversiones, los esca-

lafones y los sueldos se presupuestan por programa.

De acuerdo a esta norma el Presidente y los Ministros, ase-

sorados por OPP proyectan el presupuesto nacional.

El Ministerio de Economía y Finanzas, responsable de la

política fiscal, par ticipa de la elaboración presupuestal y

se apoya en sus organismos técnicos, en particular la Ase-

soría Macro económica y la Contaduría General de la Na-

ción.

2. El papel del Poder Legislativo

El artículo 215 de la Constitución establece:

«El Poder Legislativo se pronunciará exclusivamente sobre

montos globales, por inciso, programas, objetivos de los

mismos, escalafones y número de funcionarios y recursos;

no pudiendo efectuar modificaciones que signifiquen ma-

yores gastos que los propuestos»

Cada Cámara dispone de cuarenta y cinco días para

expedirse. Si el proyecto del Poder Ejecutivo no es aproba-

do continúa rigiendo el presupuesto vigente.

Dentro de los primeros veinte días de ingresado el presu-

puesto a cada Cámara el Poder Ejecutivo puede enviar men-

sajes complementarios al mismo, ejerciendo su iniciativa

exclusiva.

El proyecto incluye articulado, planillas de gastos clasifica-

das por programa y agencia ejecutora y estimaciones de

ingresos clasificadas por origen de los mismos.P
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El articulado incluye normas de ejecución presupuestal y

sobre funcionarios, disposiciones referentes a cada inciso

en particular, normas tributarias y disposiciones varias.

En esencia el Parlamento aprueba partidas globales de asig-

naciones presupuestales, máximos para gastar, topes de

créditos presupuestales.

3. Las Rendiciones de Cuentas.

La Constitución dispone en el artículo 214:

«El Poder Ejecutivo dentro de los seis meses de vencido el

ejercicio anual, que coincidirá con el año civil, presentará

al Poder Legislativo la Rendición de Cuentas y el Balance

de Ejecución Presupuestal correspondiente a dicho ejerci-

cio, pudiendo proponer las modificaciones que estime in-

dispensables al monto global de gastos inversiones y suel-

dos o recursos y efectuar creaciones, supresiones y modi-

ficaciones de programas por razones debidamente justifi-

cadas.»

La rendición de cuentas explica cuanto se gastó y en que

inciso, programa y tipo de gasto.

El Balance de Ejecución Presupuestal expone el superávit o

déficit del Presupuesto Nacional. A los efectos de la deter-

minación del superávit o déficit se consideran los egresos

devengados en el ejercicio. Para los ingresos se aplica el

régimen de lo percibido, sólo se toma en cuenta lo efectiva-

mente cobrado.

El Poder Ejecutivo puede realizar modificaciones al presu-

puesto del quinquenio cada año en ocasión de presentar la

rendición de cuentas, dotando al presupuesto de la flexibili-

dad necesaria para adaptarse a los cambios que se van pro-

duciendo en la realidad. Se trata de un presupuesto

quinquenal con ejecución anual.

4. Los Entes Autónomos, los Servicios
Descentralizados, los Poderes del
Estado, los Cuasi Poderes

El artículo 220 de la Constitución incluye en el Presupuesto

Nacional:

«El Poder Judicial, el Tribunal de lo Contencioso Adminis-

trativo, la Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas, los Entes

Autónomos y los Servicios Descentralizados, con excep-

ción de los comprendidos en el artículo siguiente, proyec-

tarán sus respectivos presupuestos y los presentarán al

Poder Ejecutivo, incorporándolos éste al proyecto de pre-

supuesto. El Poder Ejecutivo podrá modificar los proyectos

originales y someterá éstos y las modificaciones al Poder

Legislativo.»

El Parlamento dirime las diferencias entre la propuesta del

organismo y la del Poder Ejecutivo. En este caso el límite de

gasto a que se refiere el artículo 215 es el mayor de los

presupuestos alternativos en cada caso.

5. Los Entes Industriales y
Comerciales del Estado

De acuerdo al artículo 221 de la Constitución cada Ente

formula su presupuesto anual y lo eleva: P
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«al Poder Ejecutivo y al Tribunal de Cuentas cinco meses

antes del comienzo de cada ejercicio, con excepción del

siguiente al año electoral, en que podrán ser presentados

en cualquier momento.

El Tribunal de Cuentas dictaminará dentro de los treinta días

de recibidos.

El Poder Ejecutivo con asesoramiento de la Oficina de

Planeamiento y Presupuesto podrá observarlo y, en este

caso, así como en el que mediasen observaciones del Tri-

bunal de Cuentas lo devolverá al Ente respectivo.

Si el Ente aceptara las observaciones del Poder Ejecutivo y

el dictamen del Tribunal de Cuentas, devolverá los antece-

dentes al Poder Ejecutivo para la aprobación del Presupuesto

y su inclusión con fines informativos en el presupuesto na-

cional.

No mediando la conformidad establecida en el inciso ante-

rior, los proyectos de presupuestos se remitirán a la Asam-

blea General, con agregación de antecedentes.

La Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, re-

solverá en cuanto a las discrepancias con sujeción a lo dis-

puesto en el artículo 215, por el voto de los dos tercios del

total de sus componentes. Si no resolviera dentro del tér-

mino de cuarenta días se tendrá por aprobado el presu-

puesto, con las observaciones del Poder Ejecutivo».

La relación entre los Entes Industriales y Comerciales y el

presupuesto nacional se da a través de las transferencias

de fondos de éstos a Rentas Generales y por las subvencio-

nes del gobierno central a los Entes deficitarios.

6. Incidencia de las instancias electorales
en el gasto público

Nuestra Constitución aporta una herramienta para limitar la

tendencia a aumentar el gasto para obtener ventajas electo-

rales en el artículo 229:

«El Poder Legislativo, las Juntas Departamentales, los Entes

Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán aprobar

presupuestos, crear cargos, determinar aumentos de sueldos

y pasividades, ni aprobar aumentos en las partidas de Jorna-

les y Contrataciones, en los doce meses anteriores a la fecha

de las elecciones ordinarias, con excepción de las asignacio-

nes a que se refieren los artículos 117, 154 y 295.» (el art.117

establece que los legisladores fijan los sueldos de la legislatura

siguiente, el art.154 establece que las dotaciones de presiden-

te y vice se fijan por ley para el período de gobierno siguiente y

el art.295 que establece lo mismo para los intendentes.)

Las prácticas de formulación
presupuestal existentes
El proceso de elaboración presupuestal practicado hasta que

quinquenio finalizado el 28 de febrero de 2005 se basó en

el cumplimiento ritual de las normas constitucionales, lega-

les y reglamentarias vigentes en cada oportunidad.

Características básicas de la elaboración, aprobación, eje-

cución y control del presupuesto en ese período:

i El presupuesto se elaboraba en forma centralizada y a

partir de las restricciones financieras existentes.P
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i Las agencias se limitaban, en general, a copiar el pre-

supuesto anterior, ajustándolo cuantitativamente.

i La aprobación parlamentaria se limitaba a determinar

montos máximos de gasto por inciso y por rubro, sin

considerar en que se gastarían

i El Poder Ejecutivo establecía topes de ejecución a las

asignaciones presupuestales aprobadas por el Parla-

mento, ajustando los créditos según sus propias prio-

ridades a los recursos disponibles.

i El Poder Ejecutivo determinaba cupos financieros que

limitaban aún más la ejecución respecto a las autoriza-

ciones parlamentarias originales, ajustando en los he-

chos los créditos presupuestales en función de las dis-

ponibilidades financieras.

i La diferencia entre los topes de ejecución y los cupos

financieros terminaba expresándose en deuda de te-

sorería, perjuicios para los proveedores, que demo-

ran en cobrar sus cuentas y consiguiente encareci-

miento de las compras por el incremento del riesgo

de cobro y por lo tanto generan una presión al alza del

gasto público.

Los aportes del proceso de
reforma del Estado
El Presupuesto Nacional 1995 – 2000 da impulso a una

generación de reformas del Estado, que hacia fines del quin-

quenio siguiente aporta como producto, en materia de ela-

boración presupuestal, un primer intento de ligar el Presu-

puesto Nacional a los resultados obtenidos.

Se ensaya a partir de entonces una metodología diferente

basada en los planes estratégicos de gestión, en los planes

anuales de gestión por agencia y los sistemas de informa-

ción asociados a ellos, que si bien es ritualizada en la prác-

tica, genera una base sobre la cual, agregando voluntad po-

lítica, el cambio de metodología se hace posible.

El marco teórico

1. El Presupuesto Nacional como plan de
corto y mediano plazo

Durante años primó en nuestro país la tesis de que el mejor

asignador de recursos era el mercado, que la mejor política

era la no política, que el Estado debía achicarse, y en ese

ambiente cada vez se planificó menos y se improvisó más.

No es posible usar bien los escasos recursos disponibles

sobre la base de la improvisación, es necesario establecer

cursos de acción predeterminados (planes) que nos permi-

tan reducir el margen de error en la toma de decisiones y

ganar así en eficiencia.

La constitución dispone que el Presupuesto Nacional se ela-

bore para todo el período de gobierno, cinco años, lo que

nos permite utilizarlo como base de planificación del me-

diano plazo.

El presupuesto es un plan expresado financieramente. In-

cluye los costos de los recursos que se consumirán para

completar las actividades necesarias para alcanzar las me-

tas de las agencias ejecutoras. Una meta es un objetivo cuan- P
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tificado física y temporalmente, en productos obtenidos y

tiempos de realización.

Para elaborar un presupuesto entonces no hay que pensar

en cuánto se va a gastar, sino en que hay que hacer para

alcanzar determinados resultados en determinado tiempo.

2. Relación entre el Presupuesto Nacional
y el programa sometido a consideración
de la ciudadanía. Los Lineamientos
Estratégicos de Gobierno (LEGs)

Toda fuerza política que accede al gobierno democrática-

mente en la campaña electoral somete a consideración de

los ciudadanos sus candidatos y su programa de gobierno.

En el caso del actual gobierno del Uruguay, el Presidente,

una vez electo y sus equipos ministeriales, una vez desig-

nados, comenzaron a proyectan su plan de gobierno, a par-

tir del programa sometido a la ciudadanía y de la realidad

nacional y el estado de las finanzas públicas como punto de

partida.

Los Lineamientos Estratégicos de Gobierno son el produc-

to de ese esfuerzo y a partir de los mismos los ministros

estuvieron en condiciones de fijar los objetivos de su carte-

ra para el período de gobierno.

3. De los objetivos a los costos.
Trayectoria estratégica de metas hacia
los objetivos del quinquenio

Todo plan parte de un conjunto de ideas que una vez com-

paradas con la realidad externa e interna respecto al orga-

nismo que planifica se transforman en resultados que se

quieren y se pueden alcanzar en la dimensión temporal del

plan, son los objetivos.

En el Uruguay el plan de mediano plazo, el Presupuesto Na-

cional, se expresa en metas anuales. Para alcanzar las metas

es necesario desarrollar programas, conjuntos de activida-

des, que consumen recursos y por lo tanto generan costos.

El conjunto de los costos de dichas actividades es el presu-

puesto. La capacidad financiera siempre será limitada para

soportar dichos costos en el corto plazo. La primera medida

de adecuación es distribuir los costos en el tiempo, en este

caso en el período de gobierno. La segunda medida consiste

en establecer prioridades a la asignación de los recursos.

El criterio de distribución de los costos en el mediano plazo

debe ser estratégico, es decir se procurarán en primer ins-

tancia alcanzar a aquellas metas que faciliten el logro de las

siguientes hasta llegar a cumplir con los objetivos para todo

el período.

4. El cálculo de costo de las metas y la
eficiencia, su relación con la
experiencia existente de formulación
presupuestal

El costo estimado de los recursos que se espera consumir

para alcanzar una meta es un indicador de la eficiencia, si

se logra el mismo resultado con menos recursos la eficien-

cia real será superior a la prevista. Del mismo modo el total

establecido en la meta es una medida de la eficacia, marca

que es lo que tengo que hacer.P
res

up
ue

sto
 O

PP

Po
ne

nc
ia

s 
pr

ep
ar

at
or

ia
s

54



En la experiencia de formulación presupuestal de los

quinquenios anterior no se aplicaron, en la práctica estas

aproximaciones teóricas, las metas se definían en general

para cumplir con las instrucciones de formulación presu-

puestaria y no para dar cuenta del cumplimiento de un pro-

grama sometido previamente a la consideración de la ciu-

dadanía. Importaba fundamentalmente el aspecto cuantita-

tivo financiero, gastar lo menos posible. Las acciones a de-

sarrollar no se tomaban en cuenta ni para formular, ni apro-

bar, ni ejecutar y menos controlar el Presupuesto Nacional,

que por lo tanto no tenía ninguna relación con la planifica-

ción no financiera.

En esas condiciones la medida de eficacia y eficiencia no

resultaban posibles.

La metodología de formulación
presupuestal y nuestra realidad

1. Antecedentes

i El punto de partida:

a. una deuda externa que superaba el 100% del PBI

implica un esfuerzo para llegar a superávits prima-

rios cercanos al 4% del PBI que la hicieran soste-

nible.

b. un tercio de la población en situación de pobreza,

un décimo de la población en situación de indigen-

cia o en los bordes de la misma

c. insuficiencia de empleo en cantidad y calidad

i Las prácticas de formulación presupuestal existentes:

a.  La transformación del proceso de elaboración, eje-

cución y control presupuestal en un rito;

b.  La elaboración centralizada con preocupación casi

exclusiva por las restricciones financieras;

c. La priorización del gasto realizada por el Ministerio

de Economía y Finanzas a través de la determina-

ción de cupos financieros por la Tesorería General

de la Nación.

i Los aportes informáticos y metodológicos acumulados

en el proceso de Reforma del Estado

i El marco teórico propuesto:

a. la relación entre el Presupuesto Nacional y el Plan

de gobierno a través de los Lineamientos Estraté-

gicos de Gobierno

b. la relación entre el Presupuesto Nacional y el pro-

grama propuesto a la ciudadanía a través de los

citados LEGs.

c. el vínculo entre el plan, el presupuesto, objetivos,

metas y costos en relación a la evaluación del des-

empeño, a partir del aporte de elementos objetivos

para que las agencias ejecutoras rindan cuentas.

2. Presupuesto base cero con restricciones

Se elabora un presupuesto base cero con restricciones. Se

piensa todo de nuevo, sin copiar el anterior.

Se estiman los ingresos en forma consistente con la pro-

yección macro económica de las principales variables para P
res

up
ue

sto
 O

PP

Po
ne

nc
ia

s 
pr

ep
ar

at
or

ia
s

55



el quinquenio, y bajo la decisión política previa de no au-

mentar la presión fiscal.

Parte de los recursos previstos están previamente asigna-

dos para ciertos gastos que no es posible variar en el corto

plazo y que obran como restricciones:

a. Los costos de estructura de cada unidad organizativa,

que le permiten estar en condiciones de funcionar, va-

rían con el tamaño de la unidad.

b. Las retribuciones existentes y sus aportes a la Seguri-

dad Social.

c. La asistencia financiera a la Seguridad Social, que cubre

el déficit de la misma. Depende por un lado de la recau-

dación del Banco de Previsión Social, ligado al nivel de

actividad económica, los salarios privados y públicos y

el grado de informalidad de la economía y por el otro de

variables demográficas, que cambian en el largo plazo.

d. Los intereses de la deuda pública.

Proceso de formulación del
presupuesto: las propuestas

a. Las etapas

1. El Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) elabora las

proyecciones macro económicas para el período de go-

bierno y analiza sus impactos sobre los ingresos fiscales.

2. En consecuencia el MEF establece las restricciones fi-

nancieras al gasto total del período consistentes con

las proyecciones de ingresos fiscales.

3. El MEF y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP)

designan el equipo coordinador del proceso de formu-

lación presupuestal que integra funcionarios de la Con-

taduría General de la Nación (CGN) y de la OPP.

4. El equipo coordinador diseña el plan de elaboración

presupuestal.

5. El equipo coordinador desarrolla una primera ronda de

entrevistas con los Ministros y sus Equipos políticos y

técnicos en la cual informa acerca del plan de formula-

ción presupuestal, la metodología a seguir, las restric-

ciones macro económicas y las limitaciones en cuanto

al gasto total.

6. La OPP a partir del programa de gobierno puesto a con-

sideración de la ciudadanía en la instancia electoral por

el actual Presidente de la República y la fuerza política

que lo propuso como candidato pone a consideración

de cada Ministro los Lineamientos Estratégicos de Go-

bierno (LEGs) para el período 2005/2009. Los Minis-

tros relacionan los LEGs referidos a su área de respon-

sabilidad con los resultados que se proponen alcanzar

en el período, determinando de esa manera los objeti-

vos estratégicos de mediano plazo.

7. La OPP y la CGN asisten técnicamente y asesoran a los

equipos ministeriales en la elaboración de las propuestas

presupuestales de cada Ministerio a partir del plan de go-

bierno, las restricciones establecidas y la metodología pro-

puesta, y las pautas de elaboración incluidas en el plan de

formulación presupuestal. Para ello desarrollan:

7.1 Talleres para identificar misión, visión, objetivos y

metas con participación de técnicos y responsa-

bles políticos.P
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7.2 Atención de consultas de los equipos técnicos y

políticos.

7.3 Apoyo en la elaboración de propuestas.

8. En una primera fase se realiza el proceso de elabora-

ción de los planes estratégicos del quinquenio y de los

planes operativos anuales. Posteriormente se incorpo-

ró el nexo entre la planificación y el presupuesto: la aso-

ciación de las metas propuestas a los créditos proyec-

tados.

Las metas se clasifican en prioritarias para el Inciso o

generales, según el carácter del objetivo al que se vin-

culan. Para cada meta se incluye su descripción, el pro-

ducto a elaborar y los indicadores de gestión asocia-

dos a la misma.

9. Una vez que los Ministerios elaboren sus propuestas

presupuestales, éstas se ajustan en diálogo de cada

Ministerio con el equipo de Coordinación y los técnicos

sectorialistas respectivos de CGN y OPP. Esta ronda de

ajustes toma en cuenta el contexto de elaboración del

presupuesto y los criterios generales comunes a todos

los casos.

10. El Presidente de la República, actuando en Consejo de

Ministros, determina las prioridades del Presupuesto Na-

cional, habilitando así el mecanismo para ajustar los gas-

tos propuestos a los ingresos estimados para el período.

11. El MEF y la OPP adecuan el presupuesto a los ingresos

previstos en función de las prioridades definidas en el

Consejo de Ministros.

12. La propuesta de adecuación numérica global del pre-

supuesto a los ingresos se ajusta con cada Ministerio

en conjunto con el MEF, la OPP, el equipo Coordinador y

los sectorialistas de CGN y OPP. En función de esa ade-

cuación los Ministerios reelaboran sus metas y activi-

dades, de acuerdo a las prioridades del inciso

13. Redacción definitiva del articulado de la ley de presu-

puesto, de las planillas y cuadros que la integran y de la

exposición de motivos que incluye las proyecciones

macro económicas para el período.

14. Paralelamente a todo este proceso la OPP informa a los

Entes mencionados en el artículo 220 de la Constitu-

ción de la metodología de elaboración presupuestal en

aplicación y ofrece su asistencia técnica y asesoramien-

to al mismo nivel que el prestado a los Ministros. Los

Entes preparan sus presupuestos de acuerdo a su es-

tatuto de autonomía. La mayoría de ellos realizan con-

sultas y siguen un proceso similar al de la Administra-

ción Central.

15. Los Entes del artículo 220 de la Constitución entregan

sus presupuestos al Poder Ejecutivo para que sean anexa-

dos al proyecto de Presupuesto Nacional a ser presenta-

do al Parlamento. El Poder Ejecutivo en función de las

proyecciones macro económicas y la estimación de los

recursos disponibles, de acuerdo a sus cometidos cons-

titucionales presenta propuestas alternativas a los pre-

supuestos de los citados Entes y las envía también anexa-

das al proyecto de Presupuesto Nacional.

16. Un mes antes de vencer el plazo de presentación del

Presupuesto Nacional al Parlamento, la Constitución dis-

pone que la Comisión Sectorial de Descentralización,

formada por seis Intendentes designados por el Con-

greso de Intendentes y seis Ministros, (Economía y Fi- P
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nanzas, Transporte y Obras Públicas, Turismo y Depor-

te, Industria Energía y Minería, Vivienda Ordenamiento

Territorial y Medio Ambiente y Ganadería Agricultura y

Pesca), debe proponer al Poder Ejecutivo el porcentaje

de los recursos del Estado que deben asignarse a los

Gobiernos Departamentales.

El proyecto de presupuesto nacional debe incluir dicho

porcentaje. En el caso en que la OPP formulara obser-

vaciones y el Poder Ejecutivo proponga un porcentaje

diferente la decisión queda en manos del Parlamento.

b. Los actores

Los grandes actores de este proceso son:

i el Poder Ejecutivo:
El Presidente de la República, los Ministros, los Direc-

tores de la Unidades Ejecutoras de cada Ministerio, sus

equipos técnicos, el equipo de coordinación MEF–OPP;

i los Jerarcas de los organismos autónomos compren-

didos en el artículo 220 de la Constitución

Poder Judicial, Corte Electoral, Tribunal de Cuentas, Tri-

bunal de lo Contencioso Administrativo, INAU, Admi-

nistración Nacional de la Educación Pública, Universi-

dad de la República.

i la Comisión Sectorial de Descentralización

c. Los productos

i Plan estratégico de gestión y planes anuales de gestión por

Ministerio y por Ente del artículo 220 de la Constitución.

i Objetivos, metas, actividades y costos por agencia

ejecutora y por meta (para las cien metas estratégi-

cas):

Los criterios utilizados para la selección de metas fue-

ron: en primer término las relacionadas a las priorida-

des generales del gobierno, en segundo lugar que ade-

más fueran relevantes por su contenido, luego en ter-

cer término que el monto del crédito proyectado para

las mismas fuera significativo en el total del crédito

de la agencia. Finalmente se recabó la opinión de los

Ministros correspondientes sobre las metas seleccio-

nadas.

Se definieron cinco áreas temáticas para agrupar las

metas seleccionadas: Salud; Infraestructura; Seguridad

Pública; Políticas sociales y Políticas productivas.

i Proyectos de inversión de cada agencia ejecutora.

i Proyecciones macro económicas, grandes variables

y su comportamiento. Impactos sobre la recauda-

ción, el superávit primario y el saldo de la deuda

pública.

El presupuesto y la sociedad:
un resultado a alcanzar
En toda sociedad, en cualquier etapa de su vida, la amplia-

ción y profundización de la participación de los ciudadanos

en los asuntos públicos contribuye a fortalecer y perfeccio-

nar la democracia. Transformar al presupuesto en una he-

rramienta más de participación tanto en la planificación comoP
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en la ejecución y en el control de las políticas públicas es

entonces una apuesta a más democracia.

La metodología de formulación presupuestal aplicada para

el Presupuesto Nacional 2005/2009 culminaba con la con-

sulta de la propuesta acordada por el Presidente de la Re-

pública actuando en Consejo de Ministros con los parla-

mentarios, los trabajadores, los empresarios y con la so-

ciedad en su conjunto. En esa oportunidad esta etapa de

ajuste final se desarrolló en conjunto con el trámite de apro-

bación del Presupuesto Nacional.

Sin embargo el proyecto refleja parte de las propuestas de

los trabajadores públicos, fundamentalmente en las normas

sobre funcionarios que los afectan directamente.

El avance en la metodología de un presupuesto por desem-

peño, el establecer una relación entre la propuesta electoral

del partido de gobierno y los objetivos, metas, actividades

y costos del presupuesto de las agencias ejecutoras, habi-

lita a trabajar sobre la eficacia y eficiencia de la gestión de

dichas agencias.

A partir de la existencia de metas y costos de las mismas

es posible establecer, con la participación de jerarcas y tra-

bajadores, compromisos de gestión de cada agencia con el

gobierno central y hacia el interior de cada agencia. El gra-

do de cumplimiento de dichos compromisos permite esta-

blecer sistemas de remuneración de desempeño, de modo

de premiar a quien cumple con lo acordado. Este incentivo,

junto con la motivación generada en los trabajadores públi-

cos por la mayor participación en las decisiones a distintos

niveles que supone el establecimiento de compromisos de

gestión contribuirá a un necesario proceso de mejora conti-

nua de la gestión pública.

Así se aumenta además la capacidad de rendir cuentas de

cada actor y de cada organismo, y generar propuestas de

corrección o eliminación de errores.

Un proceso de formulación presupuestal de estas caracte-

rísticas también contribuye a la transparencia de la gestión

pública, saber qué se quiere hacer, con qué costo, quiénes

aceptaron la responsabilidad de hacerlo, y conocer las ren-

diciones de cuentas de los responsables, permite que el

ciudadano sea protagonista del control y quede cada vez en

mejores condiciones para realizar propuestas.

El presupuesto nacional
2005/2009
Culminado el proceso de formulación y aprobación del pre-

supuesto podemos resaltar dos características del nuevo

presupuesto.

Por un lado se mantienen las rigideces estructurales tal

como lo demuestra el análisis de la distribución del gasto

por tipo de gasto y el análisis de la distribución del gasto

por agencia.

Por otra parte el proceso de elaboración presupuestal de-

muestra que es posible asignar los recursos disponibles a

actividades que contribuyen al logro de metas que conduz-

can a obtener resultados consistentes con las propuestas

del plan de gobierno. P
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El presente cuadro muestra con claridad la rigidez del gas-

to, en el quinquenio los cambios en la distribución por gran-

des grupos de gastos son pequeños, baja de un 36% a un

34% el total de gastos de funcionamiento, en 3% la partici-
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Distribución del gasto 2005/2009 en grandes números
En porcentaje sobre el total de los egresos

Año Gastos de Subsidios Transferencias Partidas a Diversos Total Inversiones Deuda
Inc 01/19 y 25/27 y subvenc. Seguridad Soc. reaplicar créditos Funcion

2005 36 1 25 3 11 76 6 18

2006 37 1 23 3 11 75 7 18

2007 36 1 23 4 11 75 8 17

2008 35 1 23 5 11 75 8 17

2009 34 1 22 7 11 75 8 17

pación en el gasto de las transferencias a la Seguridad So-

cial, aumenta la participación de las inversiones un 2% y

baja el peso en el total de la deuda en un 1%.
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La distribución del gasto por inciso proyectada para el 2009

Inciso Porcentaje sobre
el gasto

Presidencia 0,95

Ministerio de Defensa Nacional 4,36

Ministerio del Interior 4,48

Ministerio de Economía y Finanzas 1,84

Ministerio de Relaciones Exteriores 1,10

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 0,98

Ministerio de Industria, Energía y Minería 0,16

Ministerio de Turismo y Deporte 0,31

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 5,24

Ministerio de Educación y Cultura 0,89

Ministerio de Salud Pública 5,02

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 0,63

Ministerio de Vivienda Ord.Terr. y Medio Amb. 1,43

Ministerio de Desarrollo Social 0,19

Ministerios en el total del gasto 27,58

Inciso Porcentaje sobre
el gasto

Intereses y gastos 16,75

Subsidios y subvenciones 1,31

Transferencias a la Seguridad Social 22,12

Partidas a reaplicar 6,56

Diversos Créditos 11,25

Total Poder Ejecutivo 85,59

Poder Judicial 1,29

Tribunal de Cuentas 0,11

Corte Electoral 0,23

Tribunal de lo Contencioso Administrativo 0,03

ANEP 9,04

UDELAR 2,22

INAU 1,49

Entes del art.220 en el total del gasto 14,41

Total del gasto 100,00
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La distribución del gasto entre los incisos tiene como ele-

mentos de rigidez los gastos salariales y aquellos vincula-

dos a los mismos y los costos de estructura de cada unidad

organizativa.

Se mantienen como rigideces estructurales del presupuesto

los intereses y las transferencias a la Seguridad Social que en

el 2009 sumarán casi el 39% del total del presupuesto.

Las variaciones proyectadas en el período de gobierno ex-

presan los requerimientos del plan de gobierno y parte de

los resultados esperados para 2009.

El presupuesto por desempeño,
su relación con la planificación y
el enfoque de género
El enfoque de género debe aparecer desde
la propuesta de plan de cada agencia

La metodología aplicada para la formulación del Presupuesto

Nacional promueve la generación de propuestas desde cada

agencia, ligadas fundamentalmente a la función de planifi-

cación.

Necesariamente el enfoque de género que contenga el Pre-

supuesto Nacional provendrá de los planes de gobierno de

cada Ministerio o Ente. Esos planes se materializarán en

objetivos ligados a los lineamientos estratégicos de gobier-

no, metas que los cuantifiquen, actividades que conduzcan

a su cumplimiento y finalmente en la estimación de los cos-

tos de las mismas y la necesidad de créditos presupuestales

para financiarlas.

No es entonces el presupuesto como expresión financiera

del plan de gobierno el que por sí puede tener un enfoque

de género sino el plan que se expresa en el presupuesto.

Objetivos, metas, actividades concebidas desde un enfo-

que de género darán lugar a un presupuesto por desempe-

ño con enfoque de género.

Objetivos del plan estratégico de gobierno
vinculados a un enfoque de género

El Presupuesto Nacional 2005/2009 se formuló como un

presupuesto por desempeño, se elaboró a par tir de los

Lineamientos Estratégicos de Gobierno validados por los

Ministros, expresados en objetivos, metas, actividades y

costos. Incluye los enfoques de género que cada agencia

aplicó en su propuesta.

Del análisis del Plan Estratégico de gobierno, que da cuenta

de todos los objetivos generales y de las cien metas estra-

tégicas y su costo surgen los ejemplos que se detallan a

continuación.

Dentro de los objetivos generales del Ministerio de Educa-

ción y Cultura aparece el de «combatir la exclusión y elimi-

nar todo tipo de discriminación». La Dirección General de

Secretaría de dicho ministerio lo explicita en: lucha contra la

discriminación y difusión de la participación ciudadana.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social incluye como

objetivo de la Dirección Nacional de Empleo «incorporarP
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perspectiva de género en las políticas de generación de

empleo y formación profesional».

Dentro de los objetivos generales del Ministerio de Desarro-

llo Social se incluye «Promover la igualdad de oportunida-

des y derechos entre mujeres y hombres, fortaleciendo la

participación política y social de las mujeres, promoviendo

la construcción de ciudadanía y liderazgo».

En el planillado de dicho Ministerio en la meta Nº 23 de la

Unidad Ejecutora Administración General se propone incor-

porar 7000 trabajadores y trabajadoras al Programa Trabajo

por Uruguay, destinando a dicha meta $ 344.390.000. de

enero de 2005. En la meta Nº59 de esa misma Unidad

Ejecutora se procura alcanzar la capacitación de 500 fun-

cionarios para instalar ocho equipos focales de género en

Organismos Públicos.

A modo de conclusión
Concebimos al Presupuesto Nacional como un plan de me-

diano plazo, que contiene la propuesta de acciones a desa-

rrollar por el Gobierno en el período y sus costos, así como

la previsión de ingresos que los financia.

Ese Presupuesto nacional se elabora a partir de las pro-

puestas de las agencias, Ministerios, Unidades Ejecutoras,

Entes del artículo 220 de la constitución, y las proyeccio-

nes macro económicas y su impacto sobre los ingresos

fiscales.

El enfoque de género del nuestro presupuesto viene dado

desde las propuestas de cada Ministerio.
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Los compromisos internacionales
del Uruguay en materia de Derechos
Humanos: una visión de género1 

Consejera Rosario Fons
Ministerio de Relaciones Exteriores

Compromiso y Derechos Humanos:
A partir de la nueva Administración de Gobierno se establece una clara priorización de la

temática de los Derechos Humanos, fomentando acciones y medidas por parte de los dife-

rentes órganos del Estado, tanto a nivel internacional, regional, como en nuestro país.

En este contexto el Ministerio de Relaciones Exteriores asume el compromiso de intervenir

activamente en los ámbitos internacionales promoviendo el fortalecimiento de la protección

y la promoción de los Derechos Humanos. Asimismo, y respondiendo también a la política

1 El presente documento está enteramente elaborado en base a los Instrumentos Jurídicos Internacional en él
mencionados y los invalorables aportes de las Representaciones Diplomáticas del Uruguay ante las Naciones
Unidas y la Organización de Estados Americanos.
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actual que pretende impulsar la participación de la sociedad

civil en el seguimiento, construcción y consolidación del De-

recho Internacional de los Derechos Humanos, se han con-

vocado desde la Cancillería ( en el año 2005) Grupos de Tra-

bajo Ad Hoc. Dichos Grupos están integrados por represen-

tantes gubernamentales y de la sociedad civil, vinculados a

distintas áreas de los Derechos Humanos, como el Derecho

Internacional Humanitario, Derechos Económicos, Sociales

y Culturales, Derechos Civiles y Políticos, Género, entre otros.

El objetivo fundamental de estos grupos es consensuar, co-

ordinar y recoger los aportes de los diversos actores vincula-

dos a cada área, trabajando sobre una posición nacional, que

ayude al desarrollo de la temática y sistematización de la in-

formación relacionada, pudiendo así cumplir con la remisión

de informes a nivel internacional, obligación en la cual el país

está en una situación de grave retraso.

Específicamente en materia de Derechos Humanos el Uru-

guay se ha comprometido a través de numerosos instru-

mentos jurídicos internacionales, entre los cuales se desta-

can los siguientes2:

De carácter general:

i Carta Internacional de Derechos Humanos.

i Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-

les y Culturales.

i Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

i Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Dere-

chos Civiles y Políticos.

i Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional

de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la

pena de muerte.

En materia de prevención de la
discriminación:

i Convención Internacional sobre la Eliminación de to-

das las Formas de Discriminación Racial.

i Convención Internacional contra el Apartheid en los

Deportes.

i Convención relativa a la lucha contra las discriminacio-

nes en la esfera de la enseñanza y su Protocolo para

instruir una Comisión de Conciliación y Buenos Oficios

facultada para resolver las controversias derivadas.

i Convenio Nº 100 sobre igualdad de remuneración.

i Convención Interamericana para la Eliminación de to-

das las formas de Discriminación contra las Personas

con Discapacidad.

Relativos a los Derechos del niño:

i Convención sobre los Derechos del Niño.

i Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-

chos del Niño relativo a la participación de niños en los

conflictos armados.
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2 La totalidad de los compromisos internacionales sobre Derechos Humanos, pueden consultarse en la página web del Ministerio de Relaciones Exterio-
res, Dirección de Tratados, (www.mrree.gub.uy).
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i Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-

chos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución

infantil y la utilización de los niños en la pornografía.

Vinculados a la Esclavitud, Servidumbre,
Trabajo Forzoso e
Instituciones y Prácticas Análogas:

i Convención sobre la Esclavitud y su Protocolo

modificativo.

i Convención suplementaria sobre la abolición de la Es-

clavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prác-

ticas análogas a la Esclavitud.

i Convenio Nº 29 sobre el Trabajo Forzoso.

i Convenio Nº 105 sobre la Abolición del Trabajo Forzoso.

Los Derechos Humanos en la
Administración de Justicia:

i Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas

Crueles, Inhumanos o Degradantes y su Protocolo Fa-

cultativo.

Relacionados con la Libertad de
Información y Asociación:

i Convención sobre el Derecho Internacional de Rectifi-

cación.

i Convenio Nº 87 sobre la Libertad Sindical y la Protec-

ción del Derecho de Sindicación.

i Convenio Nº 98 sobre el Derecho de Sindicación y de

Negociación Colectiva.

i Convenio Nº 135 sobre los Representantes de los Tra-

bajadores.

i Convenio Nº 151 sobre las Relaciones de Trabajo en la

Administración Pública.

En materia de Empleo:

i Convenio Nº 122 sobre la Política de Empleo.

i Convenio Nº 154 sobre el Fomento de la Negociación

Colectiva.

i Convenio Nº 168 sobre el Fomento del Empleo y la Pro-

tección contra el Desempleo.

i Convención Internacional sobre la Protección de los De-

rechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus

Familiares.

Nacionalidad, Apatridia
y Desarrollo Social:

i Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada.

i Convención para Reducir los casos de Apatridia

i Convención sobre el Estatuto de los Refugiados y su

Protocolo correspondiente.

Crímenes de Guerra y Crímenes
de Lesa Humanidad y otros:

i Convención para la Prevención y la Sanción del Delito

de Genocidio.

i Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crí-

menes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Huma-

nidad.C
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i Convención contra la Tortura y otros Tratos Crueles,

Inhumanos o Degradantes.

i Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar

la Tortura.

i Convención Interamericana sobre Desaparición Forza-

da de Personas.

Derechos Humanos y Género:
El género y la perspectiva de género van integrando de mane-

ra progresiva una nueva mirada en los instrumentos jurídicos

nacionales e internacionales. La aplicación de esta perspec-

tiva ha permitido el reconocimiento internacional de la discri-

minación que enfrenta la mayoría de las mujeres, poniendo

de manifiesto las limitaciones existentes en detrimento del

goce y el ejercicio pleno de sus derechos. Este proceso de

concientización ha fomentado la existencia de instrumentos

internacionales de derechos humanos que toman como pun-

to de partida esa desigualdad histórica, reconociendo y pro-

tegiendo específicamente los derechos de las mujeres y po-

sibilitando una protección más eficaz de estos.

Las iniciativas internacionales en ese sentido, se han visto re-

flejadas en los diversos niveles en los que el país mantiene una

activa presencia, es decir: regional, continental y universalmente.

Género y MERCOSUR:
Los países miembros del MERCOSUR, a través del Grupo

Mercado Común y basados en las decisiones Nº 4/91 y 9/91

del Consejo del Mercado Común, crearon, en julio de 1998,

la Reunión Especializada de la Mujer (REM) que tiene como

cometido analizar la situación de la mujer, considerando la

legislación de los Estados Partes del MERCOSUR en lo rela-

tivo al concepto de igualdad de oportunidades, en función de

contribuir al desarrollo social, económico y cultural de las

comunidades del bloque regional.

La REM está integrada por representantes gubernamenta-

les de los países miembros y en el desarrollo de sus activi-

dades es asesorada por el Foro de Mujeres del MERCOSUR

y otras asociaciones regionales sin fines de lucro que cum-

plan determinados requisitos, tales como la residencia en el

territorio de alguno de los Estados Miembros.

En la última Presidencia Pro–témpore del Uruguay en el
MERCOSUR (julio–diciembre de 2005), más específica-

mente el 7 y 8 de noviembre, tuvo lugar la XIV Reunión Or-

dinaria de la Reunión Especializada de la Mujer en el

MERCOSUR. En el marco de esta reunión el Uruguay puso a

consideración de las delegaciones presentes una propues-

ta de enmienda al Reglamento Interno que busca posibilitar

el fomento de la participación de la Sociedad Civil en cada

Presidencia. Asimismo, hubo referencias a la violencia de

género y se pusieron de manifiesto las inquietudes respec-

to a las dificultades existentes en materia de escasez o inexis-

tencia de recursos presupuestales destinados a la implemen-

tación de políticas públicas en temas de violencia domésti-

ca, entre otras consideraciones.

Durante el desarrollo de la reunión se presentaron varias

iniciativas por parte de las diferentes delegaciones, que in- C
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cluyen la sistematización y análisis comparado de la nor-

mativa regional sobre violencia doméstica, el fomento de la

capacidad de investigación en el área, la creación de regis-

tros públicos homologables, la identificación de ámbitos

compartidos por las políticas sectoriales, articulaciones de

las acciones del Estado con las acciones de la Sociedad

Civil y la promoción del debate público sobre estos temas.

Otros puntos que ocuparon a los participantes fueron la par-

ticipación política de las mujeres en la región, especialmen-

te en el ámbito parlamentario, la trata y tráfico de mujeres,

niñas y niños, género y economía, donde la participación

de la mujer en la economía fue valorada como vía de

empoderamiento económico y social. Se aprobó la reco-

mendación relativa a la ratificación del Convenio Nº 156 de

la OIT3, definiendo la temática género y economía como el

tema central de la agenda de la próxima REM.

Las Delegaciones solicitaron a la Secretaría del MERCOSUR,

un informe sobre el tratamiento de la perspectiva de género

en todos los foros del bloque regional. Finalmente, la dele-

gación uruguaya presentó una propuesta de fortalecimien-

to institucional de la REM a través de la creación de una

Secretaría Permanente con sede en Montevideo.

También en el ámbito del MERCOSUR se destaca la Decla-

ración en el Marco del Día Internacional de No Violencia

hacia la Mujer de la IX Reunión de Ministro y Autoridades de

Desarrollo Social de Estados Miembros y Asociados del

MERCOSUR, efectuada en noviembre del año próximo pa-

sado. Esta Declaración considera la violencia contra la mu-

jer como un obstáculo al desarrollo de la ciudadanía plena y

al ejercicio de los derechos básicos en Democracia y al de-

sarrollo social de las naciones. Los jerarcas se comprome-

tieron oportunamente a implementar e impulsar, tal como

reza la declaración, «las medidas necesarias y posibles que

se orienten a la Prevención, Atención y Erradicación de Vio-

lencia Hacia la Mujer e Intrafamiliar».

Género en el contexto
interamericano:
A nivel interamericano existen diversos compromisos jurí-

dicos y políticos asumidos por el país en materia de promo-

ción de la igualdad y equidad de género:

Los compromisos políticos asumidos por los Jefes de Es-

tado y de Gobierno en ocasión de las Cumbres de las Amé-
ricas (I –Miami, diciembre 1994–, Desarrollo Sostenible

–Santa Cruz de la Sierra, diciembre 1996, II –Santiago, abril

1998–, III –Québec, abril 2001–, CEA –Monterrey, Nuevo

León, enero 2004–, IV –Mar del Plata, noviembre 2005–).

Entre ellos destaca particularmente, en la IV Cumbre, el én-

fasis en el tema del combate a la discriminación de género
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en el trabajo, exhortando a la implementación de políticas

adecuadas de empleo, laborales, sociales, de acceso a la

educación y capacitación, que integren la perspectiva de

género (incluyendo la elaboración de estadísticas particu-

larmente enfocadas al campo laboral, desagregadas por sexo

y raza, con el apoyo de la CIM–OEA, la OIT y la CEPAL4. La

III Cumbre es quizá la más contundente en cuanto al párrafo

de la Declaración de Québec sobre Derechos Humanos y al

hecho de que el Plan de Acción contiene una sección sobre

«Derechos Humanos de la mujer» en el Capítulo 2 relativo a

Derechos Humanos y libertades fundamentales y un Capí-

tulo 15 sobre «igualdad de género», además de otras refe-

rencias al tema. De la misma manera, el Plan de Acción de

la II Cumbre contiene una sección sobre democracia y De-

rechos Humanos que aborda el tema de la discriminación

(Capítulo II) y otra acerca la mujer en el Capítulo III erradica-

ción de la pobreza y la discriminación. El Plan de Acción de

la I Cumbre, en su Capítulo III, contiene también una sec-

ción (18) sobre el fortalecimiento del papel de la mujer en la

sociedad. En general, en todas las Cumbres se hace tam-

bién mención a las mujeres como uno de los grupos en

situación de vulnerabilidad que requieren especial atención.

La Declaración sobre Seguridad en las Américas (Ciudad

de México, octubre de 2003), otro de los pilares temáticos

de la OEA, que recoge el enfoque multidimensional de la

seguridad hemisférica, reafirma «la importancia de mejorar

la participación de la mujer en todos los esfuerzos para la

promoción de la paz y la seguridad, la necesidad de aumen-

tar su papel en la adopción de decisiones en todos los nive-

les con respecto a la prevención, gestión y resolución de

conflictos, e integrar una perspectiva de género en todas

las políticas, programas y actividades de todos los órganos

interamericanos, organismos, entidades, conferencias y pro-

cesos que traten asuntos de seguridad hemisférica.» (art.

4 h sobre valores compartidos y enfoques comunes).

En materia de cooperación hemisférica en el área de desa-

rrollo integral, tal y como lo define el art. 30 de la Carta de la

OEA, el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria vigente

(2002–2005), aprobado por AG/RES. 1855 (XXXII–O/02),

se identifica «la potenciación de la mujer, su plena e igual

participación en el desarrollo de nuestras sociedades, y su

igualdad de oportunidades para ejercer liderazgo» como

«fundamentales para el desarrollo integral y para la elimina-

ción de la amplia gama de desigualdades aún existentes».

Asimismo, hace un llamado para que el tema de la igualdad

y equidad de género sea integrado como tema transversal

en todos los programas, proyectos y actividades de coope-

ración de la OEA.

En cuanto a los instrumentos jurídicos, van desde los más

generales a los más específicos y sin perjuicio de que algu-

nos contengan disposiciones específicas relativas a los de-

rechos de la mujer o la niña, todos contienen disposiciones
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que reflejan el deber de no discriminación por ningún moti-

vo, la igualdad de derechos y la igualdad ante la ley.

La Carta de la OEA en el art. 3 literal l) incluye entre los

Principios que los Estados americanos reafirman el siguiente:

«Los Estados americanos proclaman los derechos funda-

mentales de la persona humana sin hacer distinción de raza,

nacionalidad, credo o sexo.».

La Carta Democrática Interamericana, aprobada en Asam-

blea General Extraordinaria de la OEA en Lima el 11 de se-

tiembre de 2001, tiene un Capítulo II «La democracia y los

derechos humanos» (arts. 7 al 10), refiriéndose el art. 9 a

la «eliminación de toda forma de discriminación especial-

mente la discriminación de género, étnica y racial, y de las

formas de intolerancia, así como la promoción y protección

de los derechos humanos de los pueblos indígenas y los

migrantes y el respeto a la diversidad étnica, cultural y reli-

giosa en las Américas, ....»

Dentro del acervo jurídico del ámbito interamericano también

existen convenciones específicas como La Convención so-
bre la Nacionalidad de la Mujer, que data de 1933, a través

de la cual se establece que no se hará distinción legal ni prác-

tica por motivo de sexo en materia de nacionalidad, La Con-
vención Interamericana sobre la Concesión de los Dere-
chos Civiles a la Mujer (1948) donde se establece la obliga-

ción de otorgar a la mujer los mismos derechos civiles que al

hombre y su similar, La Convención Interamericana sobre
la Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer.

Otro instrumento jurídico que versa específicamente sobre

la temática del género es la «Convención de Belem do Pará»,

adoptada en 1994, cuyo propósito es proteger los dere-

chos humanos de las mujeres y eliminar las situaciones de

violencia que puedan afectarlas, ya que toda mujer tiene

derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito

público como en el privado. En sus arts. 1, 2, 3 y 6 da una

definición amplia de violencia, en todas sus formas en la

esfera pública y privada. El art. 6 dice así: «El derecho de

toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:

a. El derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discri-

minación, y b. El derecho de la mujer a ser valorada y edu-

cada libre de patrones estereotipados de comportamiento y

prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de

inferioridad o subordinación.» Los arts. 4 y 5 reconocen los

derechos humanos y consagran la protección de los mis-

mos, al tiempo que afirma que «los Estados Partes recono-

cen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejerci-

cio de esos derechos.» El art. 4.f. señala «el derecho a igual-

dad de protección ante la ley y de la ley.» Es por tanto un

instrumento destinado a combatir la violencia y discrimina-

ción en razón de género, que abarca la violencia que ocurre

en las relaciones interpersonales, dentro de la comunidad y

la perpetrada por agentes del Estado (incluye la trata de

personas, la prostitución forzada y el acoso sexual). Los

arts. 7 y 8 establecen los deberes para los Estados y en el

art. 9 se les pide especial atención a «la situación de vulne-

rabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón,

entre otras cosas, de su raza o de su condición étnica, de

migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se con-

siderará a la mujer que es objeto de violencia cuando esté

embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o

está en situación socioeconómica desfavorable o afectadaC
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por situaciones de conflictos armados o de privación de su

libertad.»

Como desarrollos en la implementación de la Convención de

Belem do Pará y en particular a su art. 10 (informes naciona-

les), en octubre de 2004, la Conferencia de Estados Parte

aprobó el Estatuto del Mecanismo de Seguimiento de la

Implementación de la Convención (MESECVI) para analizar la

forma en que la Convención está siendo implementada y fa-

cilitar la cooperación entre los Estados Parte y el conjunto de

Estados Miembros de la OEA. Al órgano político, que es la

Conferencia de Estados Parte, se suma ahora un órgano téc-

nico, el Comité de Expertas/os del Mecanismo (CEVI), encar-

gado de realizar el análisis de los Informes Nacionales que

los Estados Parte se comprometen a preparar periódicamen-

te, sobre la base de un cuestionario aprobado por el CEVI

(iniciándose el primer ciclo o Ronda a partir de las respues-

tas a entregarse antes del 15 de febrero de 2006). El Regla-

mento aprobado por el propio Comité de Expertas/os da pau-

tas más detalladas sobre el proceso de análisis multilateral, y

sobre la naturaleza de este Comité (independencia), profun-

dizando lo establecido por los Estados Parte en el Estatuto.

El Programa Interamericano sobre la Promoción de los De-
rechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de
Género (PIA), fue aprobado por Resolución de la Asamblea

General de la O.E.A. – AG/RES. 1732 (XXX–O/00) y refrenda-

do por los Jefes de Estado y de Gobierno en la Tercera Cum-

bre de las Américas (Québec, abril 2001). Su objetivo es in-

tegrar sistemáticamente la perspectiva de género (esto es,

ab initio, y no incorporar a posteriori) en todos los órganos,

organismos y entidades del sistema interamericano (inclu-

yendo las reuniones ministeriales sectoriales), como así tam-

bién en todos los niveles en las políticas, estrategias y pro-

gramas de los Estados Miembros de la OEA, de manera que

se promuevan los derechos humanos de la mujer y la igual-

dad y equidad de género en todas las esferas de la vida

pública y privada. La sección IV del PIA, «Líneas de Ac-

ción», incluye recomendaciones a los Gobiernos para el de-

sarrollo de ciertas acciones. Se han organizado actividades

de seguimiento de su implementación, conocidas como

SEPIA I (género y trabajo) –diciembre 2001–, SEPIA II (ha-

cia una justicia con género) –julio 2002– y SEPIA III (géne-

ro y educación) –diciembre 2003–, con recomendaciones

o conclusiones.

La Reunión de Ministras o Autoridades al más alto nivel
Responsables de las Políticas de las Mujeres en los Esta-
dos Miembros, celebrada en Washington, D.C., del 21 al

23 de abril de 2004, tuvo como resultado además de la

declaración de estilo, resoluciones sobre integración de la

perspectiva de género, mujer, comercio y empoderamiento

económico y recomendaciones sobre género y justicia.

Género en las Naciones Unidas:
Dentro del vasto universo de normas internacionales sobre

Derechos Humanos de las Naciones Unidas hay varios ele-

mentos jurídicos que operan en función de la igualdad de

los derechos de las mujeres:

La Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos

de la mujer (1967), afirma que la discriminación contra la C
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mujer, por cuanto niega o limita su igualdad de derechos

con el hombre, es fundamentalmente injusta y constituye

una ofensa a la dignidad humana. En ella se encarece a los

gobiernos, las organizaciones no gubernamentales y los

individuos que hagan cuanto esté de su parte para promo-

ver la aplicación de los principios contenidos en la declara-

ción. Estos principios suponen básicamente la abolición de

las leyes, costumbres, reglamentos y prácticas existentes

que constituyan una discriminación en contra de la mujer, y

para asegurar la protección jurídica adecuada de la igual-

dad de derechos del hombre y la mujer. Asimismo, insta a

los gobiernos a educar a la opinión pública y orientar las

aspiraciones nacionales hacia la eliminación de los prejui-

cios y la abolición de las prácticas consuetudinarias y de

cualquier otra índole que estén basadas en la idea de la in-

ferioridad de la mujer. Pretende asegurar legalmente los de-

rechos políticos y especialmente la adopción de medidas

legislativas, para que la mujer, independientemente de su

estado civil, tenga iguales derechos que el hombre en el

campo del derecho civil y el derecho penal.

La Convención dedica gran parte de su articulado a medi-

das con el fin de combatir todas las formas de trata de mu-

jeres y de explotación de la prostitución de mujeres y ase-

gurar a la joven y a la mujer, casada o no derechos iguales

a los del hombre en materia de educación en todos los nive-

les. Con respecto a los derechos económicos se intenta

garantizar a la mujer, los mismos derechos que al hombre

en la esfera de la vida económica y social, y en particular el

derecho, sin discriminación alguna por su estado civil o por

cualquier otro motivo, a recibir formación profesional, tra-

bajar, elegir libremente empleo y profesión, y progresar en

la profesión y en el empleo, el derecho a igual remuneración

que el hombre y a igualdad de trato con respecto a un traba-

jo de igual valor, además de otras disposiciones relativas a

la seguridad social.

A partir de 1974 también contamos en materia de género

con la Declaración sobre la protección de la mujer y el
niño en estados de emergencia o de conflicto armado que

establece que todos los estados cumplirán plenamente las

obligaciones que les impone el Protocolo de Ginebra de 1925

y los Convenios de Ginebra de 1949, así como otros instru-

mentos de derecho internacional relativos al respeto de los

derechos humanos en los conflictos armados, que ofrecen

garantías importantes para la protección de la mujer y el

niño. Asimismo, dispone que los Estados que participen en

conflictos armados, operaciones militares en territorios ex-

tranjeros u operaciones militares en territorios todavía so-

metidos a la dominación colonial desplieguen todos los es-

fuerzos necesarios para evitar a las mujeres y los niños los

estragos de la guerra. Se insta también a que éstos tomen

todas las medidas necesarias para garantizar la prohibición

de actos como la persecución, la tortura, las medidas puni-

tivas, los tratos degradantes y la violencia, especialmente

contra la parte de la población civil formada por mujeres y

niños.

La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW – 1979), de la

que Uruguay es parte desde el 9 de octubre de 1981, con-

sagra la necesidad de incorporar en las constituciones na-

cionales y en cualquier otra legislación apropiada el princi-C
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pio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por

ley u otros medios pertinentes la realización práctica de ese

principio. Esta convención establece la obligación de abs-

tenerse de incurrir en todo acto o práctica de discrimina-

ción contra la mujer y velar porque las autoridades e institu-

ciones públicas actúen de conformidad con esta obligación,

tomando todas las medidas apropiadas para eliminar la dis-

criminación contra la mujer practicada por cualquier perso-

na, organización o empresa.

En este mismo sentido, se plasma en la Convención que es

menester adoptar medidas especiales de carácter temporal

encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hom-

bre y la mujer sin que las mismas sean consideradas

discriminatorias y sin que tengan como consecuencia el

mantenimiento de normas desiguales o separadas, dado

que estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los

objetivos de igualdad de oportunidad y trato, a excepción

de las normas sobre maternidad que no son consideradas

discriminatorias.

La CEDAW no sólo se expide acerca de las necesarias mo-

dificaciones de la realidad jurídica en materia de género de

los Estados sino que deja de manifiesto la imperante nece-

sidad de acción con el objeto de modificar los patrones

socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con mi-

ras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácti-

cas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén

basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cual-

quiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hom-

bres y mujeres. En función de esta meta fundamental reco-

mienda tomar decisiones y acciones para garantizar que la

educación familiar incluya una comprensión adecuada de la

maternidad como función social y el reconocimiento de la

responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a

la educación y al desarrollo de sus hijos, eliminando por

tanto la discriminación contra la mujer en todos los asuntos

relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares.

En esta Convención se reiteran los conceptos defendidos

en aquellos instrumentos vinculantes referidos anteriormente

instando a tomar todas las medidas apropiadas, incluso de

carácter legislativo, para suprimir todas las formas de trata

de mujeres y explotación de la prostitución de la mujer y

para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida

política y pública del país, así como en los planos económi-

cos y sociales (educación, saludo, seguridad social) de la

realidad nacional. Todas estas disposiciones deberán abar-

car todo la población sin exclusiones, con especial aten-

ción a aquellas mujeres que habitan las áreas rurales,

incentivando su participación en el desarrollo de sus comu-

nidades.

Se ha suscrito además un Protocolo Facultativo a la Con-
vención sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer , del cual el Uruguay es parte

desde el 26 de julio de 2001, reconociendo, desde enton-

ces, la competencia del Comité para la eliminación de la

discriminación contra la mujer para recibir y considerar las

comunicaciones presentadas por personas o grupos de per-

sonas que se hallen bajo jurisdicción uruguaya y que ale-

guen ser víctimas de una violación de cualquiera de los de-

rechos enunciados en la CEDAW. En tal sentido, Uruguay

se comprometió a garantizar que las personas que se hallen C
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bajo su jurisdicción no sean objeto de malos tratos ni inti-

midación como consecuencia de cualquier comunicación

con el Comité de conformidad con el Protocolo de referen-

cia, dando la más amplia difusión de la CEDAW y este Pro-

tocolo.

En 1993 tuvo lugar la Declaración sobre la Eliminación de
la Violencia contra la Mujer que reconoce el derecho de la

mujer, en condiciones de igualdad, al goce y la protección

de todos los derechos humanos y libertades fundamenta-

les en las esferas política, económica, social, cultural, civil

y de cualquier otra índole. Al mismo tiempo, establece que

los Estados deben condenar la violencia contra la mujer y

no invocar ninguna costumbre, tradición o consideración

religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla. En

tal sentido deben aplicar, por todos los medios apropiados

y sin demora, una política encaminada a eliminar la violen-

cia contra la mujer incluyendo: abstenerse de practicar la

violencia contra la mujer, proceder con la debida diligencia

a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación na-

cional, castigar todo acto de violencia contra la mujer, ya se

trate de actos perpetrados por el estado o por particulares.

Asimismo, establecer, en la legislación nacional, sanciones

penales, civiles, laborales y administrativas, para castigar y

reparar los agravios infligidos a las mujeres que sean objeto

de violencia; debe darse a éstas acceso a los mecanismos

de la justicia y con arreglo a lo dispuesto en la legislación

nacional, a un resarcimiento justo y eficaz por el daño que

hayan padecido. Los Estados deben informar a las mujeres

de sus derechos a pedir reparación por medio de esos me-

canismos y considerar la posibilidad de elaborar planes de

acción nacionales para promover la protección de la mujer

contra toda forma de violencia o incluir disposiciones con

ese fin en los planes existentes, teniendo en cuenta, según

proceda, la cooperación que puedan proporcionar las orga-

nizaciones no gubernamentales, especialmente las que se

ocupan de la cuestión de la violencia contra la mujer. Esta

Declaración destaca como de suma importancia la elabora-

ción de enfoque preventivos y todas las medidas de índole

jurídica, política, administrativa y cultural que puedan fo-

mentar la protección de la mujer contra toda forma de vio-

lencia, y evitar eficazmente la reincidencia en la victimización

de la mujer como consecuencia de leyes, prácticas de apli-

cación de la ley y otras intervenciones que no tengan en

cuenta la discriminación contra la mujer.

Es importante destacar en esta Declaración el esfuerzo por

garantizar, en la mayor medida posible a la luz de los recur-

sos de que dispongan y cuando sea necesario, dentro del

marco de la cooperación internacional, que las mujeres ob-

jeto de violencia y cuando corresponda, sus hijos, dispon-

gan de asistencia especializada. En este instrumento se re-

salta la profunda necesidad de consignar, en los presupues-

tos del Estado, los recursos adecuados para sus activida-

des relacionadas con la eliminación de la violencia contra la

mujer. Además, se busca fomentar la recolección de datos

y estadísticas sobre el fenómeno de la violencia contra la

mujer, entre otras varias y diversas medidas que pueden

ser consultadas en el cuerpo de la Declaración.

Es oportuno además hacer referencia, dentro de la temática

de género a la Declaración y Programa de Acción de Viena
(1993), emanada de la Conferencia Mundial de Derechos,C
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que insta a los gobiernos, las instituciones intergubernamen-

tales y las organizaciones no gubernamentales a que inten-

sifiquen sus esfuerzos en favor de la protección y promo-

ción de los derechos humanos de la mujer y de la niña. En

particular, lograr la plena participación, en condiciones de

igualdad, de la mujer en la vida política, civil, económica,

social y cultural en los planos nacional, regional e interna-

cional y la erradicación de todas las formas de discrimina-

ción basadas en el sexo, siendo estos objetivos prioritarios

de la comunidad internacional.

Un año después, en 1994, se adopta el Programa de Ac-
ción de la Conferencia Internacional sobre la Población y
el Desarrollo, donde se establecieron los objetivos en las

diferentes áreas que se enumeran a continuación, para los

cuales se acordaron una serie de medidas específicas a

adoptar por los Estados. Dichas áreas son: mejoramiento

de la condición de la mujer5, la niña6, responsabilidades y

participación del hombre, derechos reproductivos y salud

reproductiva7, planificación de la familia, enfermedades de

transmisión sexual y prevención del VIH, sexualidad huma-

na y relaciones entre los sexos8 y los adolescentes9.

En 1995, de la Conferencia Mundial sobre la Mujer, resultó

la Declaración de Beijing y Plataforma de Acción. En par-

ticular en esta Plataforma, los Estados individualmente y la

comunidad internacional en su conjunto, contrajeron com-

promisos dentro de las siguientes áreas en pro de los obje-

tivos que se enumeran en cada una de ellas:

La mujer y la pobreza, donde se insta a trabajar en función

de revisar, adoptar y mantener políticas macroeconómicas

y estrategias de desarrollo que consideran las necesidades

y esfuerzos de la mujer en situación de pobreza. Efectuar

una revisión de las leyes y prácticas administrativas para

asegurar la igualdad de derechos para la mujer y el acceso

a recursos económicos, brindando a la mujer acceso a los

mecanismos e instituciones de ahorro y crédito. A su vez,

deben desarrollarse metodologías e investigación de con-

ductas basadas en género relativas a la feminización de la

pobreza.
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5 Lograr la igualdad y equidad basadas en la asociación armoniosa entre hombres y mujeres. Asegurar el acceso igualitario a la educación. Potenciar la
contribución de la mujer al desarrollo sostenible mediante su plena participación en el proceso de formulación de políticas y adopción de decisiones
en todas las etapas y su intervención en todos los aspectos de la producción, empleo, actividades generadoras de ingresos, educación, salud, ciencia
y tecnología, deportes, cultura y actividades relacionadas con la población y otras esferas, como formuladoras activas de las decisiones y como
participantes y beneficiarias.

6 Como aumentar la conciencia pública del valor de las niñas, mejorando su condición en materia de educación, nutrición y salud, entre otras.
7 Incluyendo la investigación al respecto y teniendo en cuenta la necesidad de velar por la seguridad, calidad y salubridad iniciales y constantes de los

métodos de regulación de la fecundidad.
8 Tales como Promover el desarrollo adecuado de una sexualidad responsable que permita el establecimiento de relaciones de equidad y respeto mutuo

entre ambos sexos y contribuya a mejorar la calidad de vida de las personas.
9 Especialmente reducir sustancialmente todos los embarazos de adolescentes.
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Otra área de compromisos fue la Educación y capacitación

de la mujer, donde se intenta asegurar la igualdad de acceso

a la educación, erradicar el analfabetismo entre las mujeres,

desarrollar educación y capacitación no–discriminatoria, asig-

nar recursos suficientes para reformas educativas y monitorear

su implementación y promover la educación y capacitación

durante todas las etapas de la vida de mujeres y niñas.

En cuanto a la mujer y la salud, la Plataforma de Acción

busca incrementar el acceso de la mujer, a lo largo de todo

el ciclo de vida, a cuidados de salud apropiados, económi-

cos y de calidad, así como a información y servicios rela-

cionados. De la misma manera, establece la necesidad de

fortalecer programas preventivos que promueven la salud

de la mujer e incrementar los recursos destinados a la salud

de la mujer y dar seguimiento a los mismos, entre otras.

En el área de Violencia contra la mujer, además de instar a

implementar medidas integradas de prevención y eliminar

la violencia contra la mujer, se declara la importancia de

estudiar las causas y consecuencias de la violencia contra

la mujer y la efectividad de las medidas de prevención. Se

reafirma también la obligación de eliminar el tráfico de mu-

jeres y asistir a las víctimas de violencia derivadas de la

prostitución y el tráfico.

Otras disposiciones de esta Plataforma de Acción se

circunscriben en áreas temáticas como la mujer y los con-

flictos armados, la mujer y la economía10, la mujer en el

ejercicio del poder y la adopción de decisiones, mecanis-

mos institucionales para el adelanto de la mujer11, la mujer

y los medios de difusión12, la mujer y el medio ambiente y

una sección especialmente dedicada a las niñas. En estas

áreas, se establecen y se afirman principios y medidas en

el mismo sentido que las Convenciones, Declaraciones y

demás instrumentos anteriormente citados.

Género y Cancillería
en el ámbito nacional
En el seno de la Cancillería, además de la normal actividad

de seguimiento, presencia y promoción internacional, la te-

mática de género ha sido encarada con gran compromiso.

Siendo una de sus máximas jerarquías, la Prof. Belela

Herrera, una de las mujeres del Gabinete del Sr. Presidente

Tabaré Vázquez, el Ministerio de Relaciones Exteriores, ha

propiciado permanentemente el tratamiento de esta temáti-

ca. A iniciativa de esta Secretaría de Estado, por resolución

del Poder Ejecutivo y en un intento de combinar la política
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10 Facilitar a las mujeres igualdad de acceso a los recursos, el empleo, los mercados y el comercio, promoviendo particularmente a mujeres de bajos
ingresos, servicios empresariales, capacitación y acceso a mercados, información y tecnología y eliminando la segregación ocupacional.

11 Crear o for talecer mecanismos nacionales y otros órganos gubernamentales, etc.
12 Promover una descripción balanceada y no estereotipada de la mujer en los medios de difusión, entre otros.
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de priorización de los derechos humanos y la práctica de la

paulatina incorporación de la sociedad civil, se ha instaurado

un Grupo de Trabajo Ad Hoc integrado por organismos gu-

bernamentales y asociaciones de la sociedad civil con el

objetivo de recabar información actualizada de todos los

ámbitos a fin de preparar y presentar los informes periódi-

cos a los diferentes Comités Internacionales, compromiso

derivado de los instrumentos jurídicos de los que la Repú-

blica es parte. En este sentido el 13 de febrero pasado se

remitió, vía Representación Diplomática ante la Organiza-

ción de los Estados Americanos, las respuestas al Cuestio-

nario para la evaluación de la implementación de las dispo-

siciones de la Convención Interamericana para Prevenir,

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Conven-

ción Belem do Pará.

Por otra parte, se ha colaborado con el Proyecto «Fortaleci-

miento de las Instituciones de Justicia en materia de Géne-

ro para un Desarrollo Equitativo», financiado por el Banco

de Reconstrucción y Desarrollo (Banco Mundial) cuy obje-

tivo central es mejorar la capacidad institucional de los res-

ponsables de la implementación de la legislación vinculada

a los derechos humanos de las mujeres.

A modo de valoración final, podemos constatar que el com-

promiso político con la defensa de los derechos de las

mujeres es clara y evidente, los mensajes desde el Poder

Ejecutivo son, desde el Presidente de la República, los

señores y señoras Ministras y demás autoridades nacio-

nales, reflejo de un compromiso asumido que insta a in-

corporar transversalmente la perspectiva de género en las

políticas públicas y actividades del Estado. Es asimismo,

evidente la presencia y activa participación del país en los

diversos foros internacionales, la vasta adhesión a los ins-

trumentos jurídicos internacionales existentes y la volun-

tad manifiesta de acompañar las declaraciones políticas

en defensa y promoción de los derechos de las mujeres y

la incorporación de la temática de género en la realidad

internacional.

No obstante, ese cúmulo de compromisos nacionales e in-

ternacionales generan obligaciones de acción e informa-

ción que actualmente el país y sus autoridades se esfuer-

zan por cumplir. En este sentido, parece oportuno esperar

que las obligaciones adquiridas se vean reflejadas en algu-

na medida en los recursos humanos y financieros que se

destinen a cumplirlas e incrementar, a través de ellas, la

calidad de vida de las personas. La suscripción de un acuer-

do internacional o la manifestación de voluntad y compro-

miso hacia un camino de igualdad y bienestar social y es-

pecialmente hacia el acceso real y eficaz a los derechos

humanos de las mujeres y de todos, es sólo el primer paso

para lograr el desarrollo integral de las sociedades.
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¿Por qué pensar el presupuesto público
desde una perspectiva de género?

Alma Espino1

«Un presupuesto con enfoque de género plantea una pregunta simple: ¿Están incluidas las

necesidades e intereses de las mujeres? Un presupuesto con enfoque de género demues-

tra el reconocimiento de las diferentes necesidades, privilegios, derechos y obligaciones

que las mujeres y los hombres tienen en la sociedad. Reconoce las contribuciones diferen-

ciadas de hombres y mujeres en la producción de bienes, servicios, así como en el trabajo

humano para movilizar y distribuir los recursos. Es una herramienta de análisis en el cual el

presupuesto gubernamental está desagregado y se analiza el efecto de políticas de gastos

y rentas, especialmente en las mujeres pobres» (CEPAL, 2000).

Introducción
Uno de los componentes de la política fiscal, el gasto, toma su forma concreta en la elabo-

ración y formulación de los presupuestos. Las decisiones en torno a éstos, se vinculan a

1 Economista, investigadora del Instituto de Economía de la Facultad de Ciencias Económicas y de Administra-
ción, UDELAR.
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objetivos tales como la estabilización de precios, el au-

mento de la inversión, el incremento del empleo, el creci-

miento económico, la sustentabilidad ambiental, el equili-

brio externo, y otros, como satisfacer un conjunto de ne-

cesidades a cargo del estado que refieren a temas como

la salud, la educación, y en general, al cumplimiento de

determinadas metas sociales. A través de los presupues-

tos, el gobierno especifica sus decisiones respecto a la

división de los recursos públicos en las diversas funcio-

nes, políticas y programas con base en las prioridades

identificadas; determina el acceso de la ciudadanía a bie-

nes y servicios públicos; establece mecanismos distribu-

tivos y de inclusión social. Los presupuestos pueden con-

siderarse uno de los principales instrumentos en el marco

de la política fiscal para cumplir con los retos de equidad

social.

El compromiso con la equidad social y de género supone

incluir en las prioridades presupuestales las demandas de

las mujeres pero también, de los grupos que presentan ma-

yores grados de exclusión. La incorporación del género en

la elaboración, formulación e implementación de la política

fiscal enfatiza no solamente la consideración de las des-

igualdades de género, sino en la heterogeneidad de necesi-

dades e intereses de los grupos sociales.

Las políticas y programas de carácter afirmativo –la provi-

sión de servicios adecuados para apoyar el trabajo no re-

munerado de las mujeres–, las que contribuyan a eliminar

algunas de las manifestaciones más significativas de la des-

igualdad –por ejemplo, violencia contra las mujeres–, y las

que se orienten el fomento de oportunidades equitativas,

requieren de la voluntad política y de su objetivación en tér-

minos de recursos financieros. Por ello, la elaboración de

presupuestos con un enfoque de género puede contribuir

de manera crítica a abordar y reducir la discriminación y las

desigualdades, así como a promover el uso más efectivo de

los recursos públicos. Es decir, si bien la equidad puede ser

una razón suficiente para que los gobiernos traten las

disparidades de género, hay otras razones importantes: la

mayor igualdad también trae mayor estabilidad y cohesión

social y estos beneficios son bienes públicos que mejoran

el funcionamiento de la economía. Adicionalmente, hay ra-

zones de eficiencia para que los gobiernos consideren in-

tervenir en beneficio de la equidad de género. Cada vez más

existen evidencias de que la inequidad de género conlleva

grandes pérdidas no sólo para las mujeres, sino también

para los hombres y los niños: reduce la productividad y el

desarrollo de las capacidades humanas, tiene efectos ad-

versos en la tasa de crecimiento de las economías, además

de tener un impacto negativo en el nivel de bienestar en

general (Hofbauer, 2003)

Dado que hombres y mujeres encaran distintos incentivos y

restricciones en el acceso a los recursos productivos y ob-

tienen diferentes resultados, esas diferencias pueden dis-

minuir la capacidad de una economía de crecer y mejorar

los estándares de vida generales. En suma, si bien los obje-

tivos globales de las políticas económicas son en última

instancia mejorar la calidad de vida de las personas, ello

supone también, atender a desigualdades que imponen cos-

tos sobre la productividad, la eficiencia y el progreso eco-

nómico de los países (World Bank 2001). P
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Relaciones de Género
La idea acerca de que las relaciones de género –categoría

socialmente construida– pueden tener vínculos sistémicos

con la economía, empezó a surgir a comienzos de los años

setenta2, al reconocerse que los modelos de desarrollo eco-

nómico habían afectado diferencialmente a mujeres y hom-

bres. El examen de las relaciones de género desde un punto

de vista macroeconómico es aún más reciente –se inicia en

los ochenta–, influido principalmente por la identificación

de efectos «no neutrales» en términos de género, de las

políticas macroeconómicas implementadas durante la dé-

cada, dentro del contexto del llamado ajuste estructural.

El concepto de género refiere a la construcción social de lo

femenino y lo masculino a partir de las diferencias biológi-

cas entre los sexos y de manera más amplia, a la existencia

de un sistema de relaciones de género. Dichas relaciones

son las formas (subjetivas y materiales) en que una cultura

o sociedad define los derechos, las responsabilidades y las

identidades de hombres y mujeres en relación con el otro3 y

constituyen un principio organizativo fundamental de las so-

ciedades y de los procesos de producción y reproducción,

consumo y distribución. El género puede considerarse

estratificador social, en el mismo sentido y de manera simi-

lar que la raza, la clase, la etnicidad, la orientación sexual y

la edad. Si bien se trata de una construcción ideológica y

cultural, se reproduce en el ámbito de las prácticas materia-

les e influencia los resultados de tales prácticas (Çagatay,

Elson y Grow 1995, Çagatay 1998).

Género y economía
Desde el punto de vista teórico, los factores que han contri-

buido a mantener ausente el género y las relaciones de gé-

nero como categorías del análisis económico tienen diver-

so origen. La teoría económica neoclásica, perspectiva teó-

rica predominante, asume entre sus supuestos fundamen-

tales la existencia de un agente representativo, racional y e

informado que toma decisiones buscando maximizar su

bienestar (utilidad). Estos supuestos sobre la exactitud y

lógica del razonamiento económico lo alejan de las expe-

riencias de la vida real, donde se observa la acción colecti-

va y la toma de decisiones basadas en un sentido de

«interrelacionalidad» (Beneria, 1999). Los enfoques eco-

nómicos desconocen las diferencias entre los hombres y

las mujeres, entre otras diferencias sociales, ya que el indi-

viduo representativo «no tiene» sexo, clase, edad o perte-

nencia étnica, y «está fuera» de un contexto histórico, so-

cial y geográfico particular. «El individuo racional del enfo-

que neoclásico, entre otras dimensiones de identidad, ca-

rece de género» (Ferber y Nelson 1993).

2 Ver Beneria (1995) para una exposición detallada.
3 Existe un orden institucional, basado en un conjunto de normas y convenciones que afectan las visiones que hombres y mujeres tienen de sí mismos

y sus aspiraciones y que, además, condicionan su acceso a las oportunidades, al mismo tiempo que limitan las elecciones a su alcance.
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El análisis de género más que basarse en un agente repre-

sentativo, advierte acerca de la existencia de personas con

diferentes posiciones y roles en la sociedad, que, por lo

tanto, tienen intereses y problemas distintos en el área eco-

nómica. Las conductas basadas en valores como el altruis-

mo, la empatía, la reciprocidad, la solidaridad, el cuidado

del prójimo, también están en la base de las decisiones de

las personas. De acuerdo con esta perspectiva, los seres

humanos responden a una variedad de factores además del

propio interés individual (Beneria 1999).

La economía estudia la manera en que las sociedades se

organizan y toman decisiones para producir, distribuir, inter-

cambiar y consumir los bienes y servicios que los seres hu-

manos necesitan para vivir y lograr el bienestar en el presente

y en el futuro. A través de la política económica se predice,

mide y tratan de entenderse las lógicas de los procesos eco-

nómicos y de regularlos. Los agentes económicos son las

familias, las empresas, el gobierno y el sector externo4. Uno

de los principales cuestionamientos que se realiza desde una

perspectiva de género al análisis económico, radica en el rol

que se le atribuye a los hogares como agentes económicos,

esto es, que en los hogares no se produce y el trabajo desti-

nado a la producción de bienes y servicios para el consumo

de la familia no es trabajo, en la medida que no es remunera-

do. Es decir, todo trabajo no mercantil se considera como

fuera del límite de la producción.

La base material del sistema de relaciones de género es la

división sexual del trabajo entre la producción –actividades

que generan ingresos y están en la órbita del mercado– y la

reproducción social– actividades en el ámbito doméstico y/

o comunitario–. Las mujeres realizan dos tipos de trabajos,

uno remunerado, para el mercado y otro no remunerado,

dedicado a producir bienes y servicios para el hogar y en

ocasiones para la comunidad, que por tal razón, resulta «in-

visible» para la economía, y por lo tanto, no se valora eco-

nómicamente. Lo que sucede fuera del ámbito mercantil ha

sido considerado un dato de carácter estático y casi natural

para asegurar la convivencia5. Las actividades desarrolla-

das fuera de ese ámbito se asumen lo suficientemente elás-

ticas, flexibles y a las que se puede recurrir para ajustarse a

las diferentes circunstancias económicas (crisis, políticas

de austeridad6). Se ignora que el trabajo reproductivo que
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4 Cada uno de esos agentes tiene funciones particulares: las familias son unidades de consumo, ahorro, oferta de trabajo y otros recursos productivos;
las empresas deciden sobre cantidad y composición de bienes y servicios ofrecidos y el uso de recursos productivos; el gobierno regula el funciona-
miento del sistema e interviene en forma directa en la economía (impuestos, obras públicas, servicios); el sector externo incluye empresarios,
consumidores, gobiernos, la compra y venta de productos y servicios al país, la gestión de créditos financieros y negocia deudas.

5 La economía reproductiva se asume como dada y funcionando sin articulación con la economía de mercado (World Development 1995, Walters 1995,
Darity 1995, Elson 1995). Hay una tendencia a ver el trabajo reproductivo como un aspecto natural de los roles de las mujeres y no como un trabajo
porque no es remunerado, y porque el referente del análisis económico ha sido la actividad económica masculina.

6 De paso no sobra afirmar que esas cualidades de elasticidad, flexibilidad y recursividad ha menudo son confundidas con un espíritu de sacrificio –que
se supone natural– de las mujeres.

81



realizan principalmente las mujeres obedece a determina-

ciones sociales y que éste tiene repercusiones para la eco-

nomía de mercado y para la sustentabilidad social y huma-

na. Si bien el trabajo orientado a la reproducción social que

no pasa por el mercado no se considera de carácter econó-

mico, es impensable el funcionamiento de la economía sin

éste.

El énfasis en el trabajo y la producción no mercantil es

central para el examen de los procesos económicos con

«lentes de género»: ambos interactúan con los procesos

de mercado. Ello conduce a la necesidad de analizar la

consistencia de la dinámica de los distintos sectores en

su contribución a la producción y reproducción sustenta-

ble de la sociedad en su conjunto7. No solamente se trata

de la producción doméstica o comunitaria que se concre-

ta en bienes y servicios; más allá de eso, en los hogares

se trasmiten normas sociales para hacer posibles inter-

cambios entre consumidores y productores. La produc-

ción de los activos sociales que permiten el funcionamiento

económico está en los hogares y en las comunidades, y

se trata de un proceso que descansa en el trabajo no re-

munerado.

¿Cómo integrar el género
en el análisis económico?
Una primera cuestión para responder esta interrogante radica

en la necesidad de redefinir el análisis económico, incluyendo

las actividades ligadas a la reproducción social en base al tra-

bajo no remunerado y las relaciones de género en su interacción

con los resultados económicos. De esta forma podría superar-

se la restricción de los análisis tradicionales centrados en la

esfera productiva, que no solo no permite apreciar los efectos

no económicos de la economía, sino que tampoco permite

integrar todos los procesos económicos en juego.

El costo de reproducción y mantenimiento de la fuerza de

trabajo sigue siendo invisible mientras las consideradas ac-

tividades económicas no incluyan el trabajo reproductivo
no remunerado. Pero además, una evaluación del verdade-

ro impacto de las políticas de eficiencia a nivel macroeconó-

mico requiere que el sector no remunerado se visibilice eco-

nómicamente8.

Por tanto, el análisis económico se enfrenta a un reto en

sus marcos conceptuales y metodológicos, para incorporar

los procesos económicos que se generan en las familias, a
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7 ¿Podrían funcionar los mercados sin que el Estado provea una infraestructura de derechos y regulaciones que «ordene» los intercambios?
8 Para la evaluación de la efectividad de los programas de ajuste el aumento de la eficiencia global de la economía, el Banco Mundial se apoya en las

estadísticas de la relación entre capital incremental y producto. Una caída en esta relación se interpreta como un reflejo del mejoramiento de la
eficiencia global de la economía. Sin embargo, las estadísticas de relación capital–producto comúnmente se calculan a partir de estadísticas que
ignoran el trabajo no remunerado. De tal manera que dada la invisibilidad del sector reproductivo, la caída en esta relación puede estar ocultando un
aumento de la ineficiencia (Elson 1995).
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través del trabajo doméstico, lo que redunda, por un lado, en

replantear la importancia del trabajo no remunerado y, por el

otro, en la realización de procesos tendientes a la construc-

ción de un conocimiento más incluyente sobre la forma como

opera y se estructura la economía de un país. La respuesta a

este desafío debería expresarse en la formulación de las po-

líticas económicas. Si lo doméstico tiene un rol en la consti-

tución de los mercados, en la dinámica del sector público y

en la determinación de cómo éstos funcionan, incorporar el

género en el análisis macroeconómico significa analizar cómo

interactúan el sistema económico y el sistema de relaciones

de género. Esto es, cómo la dinámica de mercados altamen-

te agregados (mercado laboral, de activos, de bienes y servi-

cios) influye y recibe la influencia de las normas de compor-

tamiento social y produce resultados que afectan la distribu-

ción de los costos y beneficios.

La política fiscal es un buen ejemplo de cómo las políticas

macroeconómicas necesitan, y pueden ser examinadas en re-

lación con sus efectos de género. La creación de condiciones

de igualdad para compartir las responsabilidades reproductivas

y la toma de decisiones en el hogar, el acceso de las mujeres

en igualdad con los hombres a los recursos económicos, la

educación y la capacitación laboral son unos pocos ejemplos

de los objetivos que podría proponerse la política fiscal.

Una medida objetiva:
el uso del tiempo
Desde hace algunas décadas se trata de hacer visible la

existencia del trabajo no remunerado y su contribución a la

producción económica y social. Según muestran los estu-

dios realizados por Aguirre y Batthyány para la población de

Montevideo, el número de horas semanales que mujeres y

varones dedican al trabajo, remunerado y no remunerado,

alcanza una media de 44 horas semanales. La distribución

de la carga global de trabajo (trabajo remunerado más el

trabajo no remunerado) es dispar. Al trabajo remunerado

corresponden 21 horas semanales, mientras que al trabajo

no remunerado se dedican 23 horas. Es decir, del cómputo

total de horas que dedica la población de Montevideo, más

de la mitad se realiza fuera del mercado y sin remuneración.

Pese a la acrecentada participación femenina en el trabajo

remunerado y en el aporte a los ingresos de los distintos

tipos de hogares y en todos los deciles de ingresos (Espi-

no, 2003), se mantienen grandes disparidades en las tasas

de actividad, ocupación y de desempleo según sexo y es-

tratos socioeconómicos. La permanencia de la concentra-

ción de las mujeres en la esfera reproductiva y las caracte-

rísticas de la división sexual del trabajo se evidencian en los

resultados de la encuesta mencionada: las mujeres dedican

32 horas semanales al trabajo no remunerado y 16 horas al

remunerado, mientras que los varones dedican 13 y 28 ho-

ras respectivamente, lo cual da lugar a una sobrecarga para

las mujeres quienes entre ambas actividades destinan 48

horas semanales a la economía mercantil y doméstica

(Aguirre, 2004 y Aguirre y Batthyány, 2003).

Del lado institucional, en el país no se observan cambios

tendientes reconocer las transformaciones derivadas de una

fuerte y permanente presencia femenina en el mercado la-

boral («doble jornada»). Por ejemplo, en el caso de la Re- P
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forma de la Seguridad Social, la igualdad formal en las con-

tribuciones de hombres y mujeres perjudicará a las mujeres

en el momento de retiro, dada su menor densidad de contri-

bución.

Los presupuestos públicos
Incorporar la estructura de género a las conceptualizaciones

económicas, permite reconocer y explicitar que los proce-

sos y las políticas económicas reproducen el espacio de las

prácticas de género y a su vez, influyen sobre los resulta-

dos de tales prácticas. Esto quiere decir, que los procesos y

políticas económicas tienen impactos diferenciales sobre

hombres y mujeres, y que por ello no son «neutrales» al

género ni en su desarrollo ni en sus resultados (Elson, 1996).

La ignorancia de las desigualdades de género puede afec-

tar las oportunidades de crecimiento y desarrollo de las so-

ciedades, en tanto implica un mal uso de los recursos hu-

manos de los que dispone una sociedad (por ejemplo, dis-

criminación salarial y segregación laboral), somete a una

sobre–explotación a los recursos humanos (por ejemplo,

debido a la «doble jornada» de trabajo remunerado y no

remunerado que suelen realizar las mujeres), no contribuye

con el imperativo ético de la equidad, que abra a las perso-

nas oportunidades para desarrollar al máximo su potencial.

La política fiscal tanto desde el punto de vista de los ingre-

sos como de los egresos juega un papel muy importante

con relación a los objetivos de la equidad social. Un área en

la que ha avanzado en la incorporación de la perspectiva de

género es en la que corresponde a la política de gasto públi-

co a través de los presupuestos nacionales, regionales o

locales.

Uno de los principales desafíos para las políticas macroeco-

nómicas han sido iniciativas de realización de presupues-

tos de género. Desde 1984, cerca de 40 de estas iniciativas

han sido lanzadas alrededor del mundo con el objetivo prin-

cipal de hacer las políticas fiscales responsables de los te-

mas de la igualdad de género.9

Estas iniciativas van más allá de un examen de los presu-

puestos públicos desde la perspectiva de la equidad de gé-

nero; su real contenido y propósito varía de un país a otro,

de acuerdo a sus estructuras institucionales, las caracterís-

ticas de los procesos presupuestales y el clima político de

cada país. En muchos casos, las mismas promueven ade-

más una mayor eficiencia en el uso de los recursos públi-

cos; transparencia y rendición de cuentas [accountability]

del uso de los recursos público y la reducción de la corrup-

ción; y la democratización del proceso de elaboración de

las políticas económicas incrementando no solamente la par-

ticipación y la influencia de las mujeres, sino también de los
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9 Estas iniciativas se han llamado presupuesto de las mujeres, presupuestos sensibles al género, o simplemente presupuestos de género cómo se usa
en este documento.
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ciudadanos en general en las decisiones relacionadas a la

política fiscal (Çagatay y Ertürk, 2004).

¿Qué se entiende por
presupuestos de género?10

Un presupuesto que incorpora la categoría de género incor-

pora las necesidades, derechos y obligaciones diferencia-

les de hombres y de mujeres en el diseño de sus progra-

mas, planes y actividades específicas, así como en el re-

parto de los recursos públicos. No se trata de un presu-

puesto aparte para atender específicamente las necesida-

des de las mujeres, ni implica calcular qué porcentaje del

presupuesto se destina a proyectos vinculados a combatir

inequidades de género, a recursos o instituciones que tra-

bajen con el tema de la inequidad o proyectos de mujeres.

Pensar, elaborar y formular los presupuestos públicos con

perspectiva de género implica anticipar los impactos que el

gasto público tiene sobre hombres y mujeres (niños y ni-

ñas), procurando disminuir la desigualdad entre géneros y

que su diseño atienda las necesidades e intereses de dife-

rentes grupos de ciudadanos (Bundlender, D., 2002).

A su vez, los presupuestos así concebidos, permiten monito-

rear los gastos y rentas gubernamentales, promoviendo el

uso más efectivo de los recursos para lograr tanto la equi-

dad de género como el desarrollo humano.

La idea del presupuesto que incorpora el género enfatiza la

re–elaboración de prioridades en lugar del incremento del

gasto público en general, y destaca la re–orientación de los

programas dentro de sectores, más que los cambios de las

cantidades generales asignadas a sectores específicos.

Presupuestos de género ¿para qué?

i Para abordar la discriminación y las desigualdades, pro-

moviendo un uso más efectivo de los recursos públi-

cos.

Si se decide destinar fondos a los hogares en condiciones

de pobreza por ejemplo, es preciso definir a quién afecta

esa decisión de gasto. Hay que determinar si se llega a los

hombres o las mujeres (niños o niñas), partiendo de las

evidencias que indican que unos y otras tienden a gastan

de manera diferente. Por ejemplo, se ha comprobado que si

lo que se pretende es que las transferencias monetarias

generen algún impacto sobre los niños y niñas del hogar,

puede ser preferible involucrar a las mujeres como recepto-

ras, porque así el efecto será mucho más directo.

i Para re–elaborar prioridades, lo que no implica incre-

mentar el gasto público, sino re–orientar los progra-

mas dentro de sectores.

Al reconocer, y revalorizar las áreas de contribución de las

mujeres asumen en las distintas esferas pueden identificar-

se las verdaderas repercusiones de las decisiones públi-
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10 Se basa en parte en Espino, Alma y Azar, Paola (2006).
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cas, cuando por ejemplo, se reducen gastos en educación,

salud y bienestar social.

i Para evaluar realmente la eficiencia, es decir, develando

si lo que parece eficiencia en realidad es una transfe-

rencia de costos de la economía pagada a la no remu-

nerada.

Por ejemplo, cuando se decide que los hospitales públicos

acorten los períodos de permanencia de los pacientes, al-

guien tendrá que asumir la responsabilidad de su cuidado.

En la mayoría de los casos, se trata de una mujer, que toma

tiempo de su trabajo remunerado o adiciona tiempo desti-

nado al descanso o la recreación. Ello no sólo implica un

mayor esfuerzo personal, sino que puede debilitar el fun-

cionamiento de la parte remunerada de la economía.

i Para alentar a los gobiernos para que persigan el desa-

fío de alcanzar el desarrollo equilibrado y sostenible.

Un análisis del presupuesto con enfoque de género ayuda a

visualizar las conexiones entre los diversos impactos de una

política económica sobre los distintos grupos sociales. Una

asignación de recursos equitativa y eficiente, requiere que

los recursos potencien las habilidades y oportunidades de

las mujeres, fortalezcan su participación en la comunidad,

en las organizaciones y en la toma de decisiones, y contri-

buyan a valorar el aporte que realizan a la sociedad, revir-

tiendo su posición de subordinación relativa.

Las autoridades competentes en la elaboración, formulación

y ejecución de políticas pese a los compromisos asumidos

internacionalmente no siempre están comprometidos con los

objetivos de la equidad de género. De manera que una de las

premisas para comprometerse con estos objetivos es desa-

rrollar la sensibilidad hacia estos temas y la comprensión de

su importancia para el desarrollo.

Entre las herramientas recomendadas por CEPAL (2000)

para el análisis de los presupuestos con enfoque de género

pueden mencionarse:

i Las preguntas para la evaluación: ¿Tienden las políti-

cas y sus asignaciones asociadas de recursos a redu-

cir, incrementar o mantener igual las desigualdades de

género? Es importante que la evaluación de las políti-

cas sea un proceso abierto y consultivo que involucre

a diferentes grupos de interés. Ello puede incorporar

recolección y análisis de las opiniones de hombres y

mujeres sobre qué tanto, las actuales modalidades de

la oferta del servicio público satisfacen sus necesida-

des y cómo los actuales patrones del gasto público

concuerdan con sus prioridades. (Encuestas de opi-

niones, sondeos de actitudes, procesos de valoración

participativa rápida (incluyendo discusiones en grupos

focales, observaciones de participantes, entrevistas

semi–estructuradas y abiertas, asignación de rangos y

puntuación basados en la preferencia y esquemas

institucionales) son algunos de los instrumentos que

se pueden utilizar para las evaluaciones de beneficia-

rios de los servicios públicos y prioridades de presu-

puesto).

i Un análisis desagregado por género de la incidencia de

los beneficios del gasto público que tiene como objeti-

vo analizar hasta qué punto los hombres y mujeres, ni-P
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ñas y niños se benefician de los gastos en los servicios

públicos. Proporciona una idea de cuánto, estos gas-

tos, incluyen el enfoque de género, al comparar la dis-

tribución del gasto entre mujeres y hombres, niñas y

niños.

i Informes de presupuestos que demuestren las impli-

cancias esperadas de las estimaciones del gasto para

dirigirse hacia los temas de desigualdad de género, en

términos del total del gasto público, así como en térmi-

nos de los gastos sectoriales por ministerios. La desa-

gregación convencional del gasto público puede difi-

cultar el análisis acerca de cómo los diferentes grupos

de hombres y mujeres tienen mayor probabilidad de

beneficiarse. Un informe de presupuesto con perspec-

tiva de género puede ser producido por las autoridades

competentes en cooperación con otros ministerios gu-

bernamentales, grupos de interés y en particular los

mecanismos para el adelanto de las mujeres.

Síntesis y recomendaciones
Las políticas económicas deberían diseñarse no sólo para

asegurar la estabilidad y el crecimiento, sino para que am-

bos procesos garanticen la preservación de los recursos

ambientales y la equidad social. Para ello, el análisis debe

necesariamente incorporar el impacto de las decisiones de

política sobre las relaciones de poder entre hombres y mu-

jeres y entre grupos de personas.

Aunque las instituciones sociales no tengan explícitamente

un contenido de género, ellas sustentan y transmiten sesgos

de género. Al ser instituciones construidas socialmente, los

supuestos mercados libres, también reflejan y refuerzan las

desigualdades de género entre otras desigualdades asocia-

das. El costo de reproducción y mantenimiento de la fuerza

de trabajo en una sociedad determinada seguirá siendo in-

visible, mientras la gama de la actividad económica no in-

cluya al trabajo reproductivo no remunerado. Las relacio-

nes de género desempeñan un papel importante en la divi-

sión del trabajo, la distribución del ingreso, la riqueza y los

insumos productivos, con impor tantes implicaciones

macroeconómicas.

Una mirada sobre los presupuestos públicos incorporando

una perspectiva de género puede contribuir a garantizar que

no exista una brecha entre el desarrollo de políticas nacio-

nales sobre el avance de las mujeres y las asignaciones de

presupuesto, y en consecuencia, brindar una oportunidad

para que los gobiernos persigan retos de desarrollo más

balanceados y sostenibles. La oportunidad y el acierto de

estas iniciativas están asociados a la conciencia del buen

ejercicio del poder, la descentralización y los derechos de

los individuos a la información.

La elaboración formulación y análisis de los presupuestos

de género requiere el apoyo de la investigación y recolec-

ción de datos e información desagregada por género para

lo cual también es preciso asignar fondos. El diseño de los

programas, proyectos y actividades que integran los presu-

puestos públicos deben poder contar con un sistema de

indicadores de brechas de género, cuya recopilación perió-

dica esté garantizada. Y sea funcional al monitoreo y al ajuste

de las decisiones de política. Los indicadores de género P
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contribuyen a fijar la atención de los gobiernos respecto al

impacto desigual que tienen las políticas, los programas,

los planes y las actividades del presupuesto, sobre las mu-

jeres y sobre los hombres.

El apoyo de los grupos de interés y la formación grupos de

trabajo nacionales entre investigadores, ONGs y parlamen-

tarios contribuiría al impulso de este tipo iniciativas así como

los intercambios experiencias por parte de parlamentarios,

funcionarios de los Ministerios, con sus pares en países

donde se hallan desarrollado este tipo de experiencias, con

iniciativas de presupuesto de género. La determinación de

carácter piloto de regiones y sectores puede ayudar a crear

bases sólidas en términos de experiencia de esta nueva mi-

rada y de las acciones compatibles con ella. Por su parte,

debe tenerse en cuenta que la formulación de presupuestos

sensibles a la equidad de género puede verse beneficiada

de una demanda constante por parte de la ciudadanía, las

organizaciones de mujeres, la población organizada y de su

participación en los procesos presupuestales.

Finalmente, debe mencionarse que para que algunas de es-

tas recomendaciones puedan cumplirse en el caso concre-

to de Uruguay, donde las inequidades de género se reflejan

de diferentes formas y entre ellas en el Indice de Potenciación

de Género (IPG). Este permite analizar las diferencias de

género de acuerdo a la participación de hombres y mujeres

en variadas esferas de decisión política y económica11. De

acuerdo al Informe Mundial de Desarrollo Humano 2004,

Uruguay ocupa el lugar 46 en el ordenamiento mundial del

Indice de Potenciación de Género dentro de los setenta paí-

ses considerados. A diferencia de su posición en el IDH e

IDG12, donde se ubica cuarto en la región, en este aspecto

es superado por diversos países de América Latina, ocu-

pando el noveno lugar. Aún cuando esta comparación se

realiza para un número reducido de países, se puede afir-

mar que, en este terreno, la posición de Uruguay es relati-

vamente desventajosa y lo ha sido a lo largo de la década

de 1990. El mal desempeño de Uruguay en esta dimensión

explica los valores bajos de su IPG con relación a los res-

tantes países (PNUD, 2005).

La superación de estos retrasos en el avance las mujeres

dependen principalmente de las autoridades responsables

de las políticas. Una mayor participación de las mujeres en

instancias de decisión hace a la naturaleza y composición

del gobierno, a las características de las políticas públicas y

los procesos de decisiones en cuanto a gastos. La voluntad

política para superar dichos retrasos determinarán la factibili-

dad y la forma de implementación de las prioridades estra-

tégicas en términos de equidad de género.
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11 El Indice de Potenciación de Género (IPG) se calcula como la suma de un indicador de participación y poder de decisión político, un índice de
participación y poder de decisión económico y un índice de control sobre los recursos económicos. La participación política se aproxima mediante la
proporción de hombres y mujeres con escaños parlamentarios, medida que también se monitorea en las metas de desarrollo del milenio. La participa-
ción económica se basa en la participación de mujeres y hombres en puestos de legisladores, altos funcionarios, directivos, profesionales y técnicos.
Por último, el control sobre los recursos económicos proviene de una estimación de los ingresos percibidos por mujeres y hombres.

12 Indice de Desarrollo Humano (IDH). Indice de Desarrollo Humano relativo al Género (IDG).
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El Presupuesto en el
Ministerio de Educación y Cultura

Dr. Felipe Michelini

Sub–Secretario del Ministerio de Educación y Cultura

La situación del género femenino en nuestro país, la situación de las mujeres constituye una

constante y endémica práctica de discriminación y por tanto de violación a los Derechos

Humanos. Y por ello una violación flagrante a los acuerdos, convenciones, tratados y demás

compromisos que en la materia ha asumido el Uruguay.

Es una afirmación dura y tajante, que no se diluye fácilmente con el argumento de que así es

más o menos en todos lados, o que como así ha sido siempre, así debe seguir siendo.

Esta práctica discriminatoria resulta todavía más injusta e irritante cuando nos detenemos a

constatar que no se trata de discriminar a una minoría étnica, cultural o religiosa. En el

específico caso uruguayo al menos, se trata de una discriminación que afecta a la mayoría

de la población, a la mayoría de la matrícula de la enseñanza terciaria, para señalar nada más

que algunos ejemplos de lo abarcativo y profundo de esa discriminación.

Esta práctica discriminatoria es un fenómeno ideológico y cultural, constatable hasta en los

menores detalles; los idiomáticos entre otros, para no citar más que uno: «Y Dios creó al P
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hombre a su imagen y semejanza» Y según los creyentes

¿a la mujer quien la creó? «Todos los hombres son iguales

ante la ley». Y las mujeres ¿no son sujeto de derecho o su

rol es estar fuera de la ley?

Como sabemos, el enfoque de género que puedan contener

el Presupuesto y la Rendición de Cuentas proviene de las

medidas y disposiciones adoptadas por cada Ministerio,

Ente, etc. No se trata pues, de una expresión financiera del

gobierno, sino de la aceptación de que en materia de géne-

ro no hay –como aquí ya se ha dicho– presupuestos neu-

trales.

a. Un Presupuesto elaborado en una perspectiva de géne-

ro, refleja una política en la materia, atiende priorida-

des, incorpora derechos ignorados y necesidades no

atendidas.

b. Difusión de los Derechos Humanos es vital en lo que

se refiere a la modificación de las pautas de conducta

de una sociedad. En ese programa se efectuarán cam-

pañas orientadas a la difusión de los Derechos Huma-

nos.

Hay algunos conceptos que seguramente ya se han vertido

en este Seminario, que nos interesa especialmente subra-

yar, recalcar.

El Presupuesto es habitualmente la más trascendentes de las

leyes elevadas por el gobierno y sin duda el instrumento más

importante de política económica y social, y recalco espe-

cialmente este último concepto. En el Presupuesto Nacional

(ley 17.930) se resumen objetivos y perspectivas al tiempo

que señalan un horizonte ideológico para la sociedad.

No son instrumentos que desde el punto de vista de los

géneros puedan considerarse neutros. Actúan de manera

distinta sobre las necesidades de los hombres y las muje-

res que como se sabe son necesidades diferenciadas.

Un Presupuesto que manifieste un enfoque de género de

ninguna manera debe significar un Presupuesto inflado, o

desmedidamente incrementado. No está ahí el enfoque, sino

en las valoraciones y percepciones de la condición de mu-

jer y de hombre en sus aspectos sociales y económicos, en

los roles habitualmente asignados, en sus obligaciones y

derechos.

Claramente, un Presupuesto que tenga presente la equi-

dad entre los géneros es una inversión que seguramente

en el corto y mediano plazo comienza a rendir frutos no

sólo en los aspectos sociales sino también en los econó-

micos.

En ese sentido y de acuerdo al inciso 11, Programa 001

«Administración General» Unidad Ejecutora 001 «Dirección

General de Secretaría» se creó la Dirección General de De-

rechos Humanos con los siguientes cometidos:

a. Promover la más amplia vigencia de los Derechos Hu-

manos.

b. Desarrollar un Plan Nacional de Derechos Humanos

c. Promover la sensibilización y el conocimiento de tales

derechos, y la educación en Derechos Humanos, en

todo el sistema educativo nacional, público y privado,

formal e informal.

d. Elaborar normativas para compatibilizar la legislación

nacional con la internacional.P
res

up
ue

sto
 en

 el
  M

EC

La
 re

al
id

ad
 u

ru
gu

ay
a

94



e. Implementar un programa que promueva el reconoci-

miento y respeto de los derechos ante la Administra-

ción Pública y de los funcionarios.

f. Desarrollar acciones tendientes a la eliminación de toda

clase de discriminación por razones étnicas, raciales,

de género, religión, opción sexual, capacidades dife-

rentes, edad o aspecto físico.

Es de destacar que durante la actual gestión y promovido

por la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de

Educación y Cultura, se ha procedido a integrar distintas

comisiones que contemplan la temática de género. Me es-

toy refiriendo a comisiones sobre violencia doméstica y dis-

tintas formas de explotación sexual.

En el mismo sentido se encuentra a la firma del Presidente

de la República la integración de la Comisión Honoraria con-

tra el racismo, la xenofobia y toda otra forma de discrimina-

ción (ley 17.817).

A la firma de Ministro se encuentra la resolución por la cual

se crea la Comisión Honoraria sobre el tráfico de personas,

establece su integración y competencias.

El artículo 26 de la ley 17.930 (Presupuesto Nacional) por

iniciativa de este Ministerio incluyó el siguiente texto: «con

la presentación del certificado médico respectivo, los fun-

cionarios padres tendrán derecho a una licencia por pater-

nidad de diez días hábiles».

El Debate Educativo, fundamental en la actuación ministe-

rial y que constituirá la actividad previa a la redacción de la

nueva Ley de Educación deberá incluir el tema de género en

la misma. Dos puntos son relevantes para la temática de

género «Educación para todos» y «educación y ciudada-

nía».

Finalmente, el Plan Nacional de Educación en Derechos Hu-

manos, comenzado el pasado año busca incidir en los con-

tenidos de la Educación desde la óptica de los Derechos

Humanos y la situación de género.

Como todos pueden ver, el trabajo a realizar es enorme y

difícil. Se trata de tomar por asalto algunas de las fortalezas

desde donde se genera la discriminación contra la mayoría

de la población. Son fortalezas institucionales, culturales,

políticas habitadas por la soberbia y la necedad.

Para finalizar quiero señalar que de los 3076 funcionarios

relevados en setiembre de 2005 en el Ministerio de Educa-

ción y Cultura, el 55,37% son mujeres.

Los cargos de Alta Dirección del MEC ocupados por muje-

res representan el 23%.

Reitero a todos Ustedes mi agradecimiento por esta invita-

ción y espero que estos lineamientos generales hayan sido

de utilidad para los objetivos de este Seminario.
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En la planificación estratégica presentada por el Ministerio de Educación y Cul-

tura del Presupuesto Quinquenal 2006–2010, destacamos el Objetivo de elimi-

nación de estereotipos discriminatorios. En los indicadores, señalamos la falta

de campañas publicitarias, especialmente en los medios de comunicación esta-

tales dependientes del organismo y otras actividades que reafirmen el Objetivo

General marcado para algunas de las Direcciones creadas.

Este Ministerio tiene en su órbita una multiplicidad de áreas que hacen a los

impactos educativos y culturales sobre la población, que lo hacen especialmente

propicio para la incorporaciones de acciones tendientes a modificar los estereo-

tipos que refuerzan las discriminaciones tal como lo señala en su Objetivo Gene-

ral.
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La mujer en el Presupuesto del Ministerio
de Ganadería, Agricultura y Pesca

Ingeniero Ernesto Agazzi
Subsecretario del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca

Buenos días a todos. Son varios los motivos por los cuales me siento extraño en esta re-

unión, pero el más importante es que estoy acostumbrado a hablar de maíz, de ganadería,

de exportaciones, de comercio agrícola y de sequía y no de presupuesto y rendición de

cuentas con perspectiva de género. Digo esto en el sentido de que valoramos la importancia

de esta actividad y venimos, en una actitud de servicio, a poner en manos de ustedes alguna

información sobre lo que estamos haciendo en el Ministerio, que seguramente va a ser una

parte de su trabajo.

Antes de empezar con el tema de la estructura del Ministerio, quiero decir que en el enfoque

que le vamos a dar a esta charla –que va a ser breve–, vamos a poner énfasis en una

iniciativa que tiene nuestra Cartera, que es el proyecto «Uruguay Rural», del cual vamos a

darles una panorámica de manera que ustedes puedan ubicarlo y saber dónde está; luego

también vamos a hablar un poco de él.

Pero antes de esto quiero decir que, en general, en la agricultura y en la agropecuaria nacio-

nal, en los últimos años hemos sufrido un proceso de transformaciones –que ahora se está P
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revir tiendo– y que tienen que ver con las que han tenido

lugar, en los países en desarrollo, como consecuencia de

los grandes cambios que se están dando en el mundo. La

globalización y la apertura de la economía han llevado a que

en nuestra actividad agropecuaria hayan tenido lugar cam-

bios estructurales importantes. Por ejemplo, disminuyó el

número de predios. Esto quiere decir que disminuyó el nú-

mero de familias que trabajan en la agricultura familiar. Es

seguro que esto también va acompañado de un aumento en

el número de asalariados y asalariadas. Y estos son cam-

bios estructurales importantes.

Lo que quiero manifestar, entonces, es que dentro de los

lineamientos estratégicos globales del Ministerio de Gana-

dería, Agricultura y Pesca, le estamos dando una prioridad

muy alta a la agricultura familiar, y esto no es sólo porque

sea más eficiente que la gran empresa, sino que es también

porque la agricultura familiar defiende a la familia y, dentro

de ella, el rol de la mujer, sin la cual no hay familia; y pido

disculpas por el bajo nivel de mi afirmación. Con esto quie-

ro dar a entender la importancia que nosotros le damos a la

familia rural en la ocupación del territorio, en la utilización

de los recursos y en la dinámica de la actividad agropecuaria

como perspectiva. Esta es una afirmación general que tiene

que ver con todos los programas y con todas las Unidades

Ejecutoras que tiene el Ministerio; y detrás de esto hay un

por qué.

Hoy hace doce meses y veinte días que estamos montados

en esta estructura ministerial, así que aún hay muchos as-

pectos que desconocemos; esto no es una excusa, sino

una explicación. El Ministerio tiene siete Unidades Ejecutoras

lo que conforma, más o menos, una estructura ministerial

clásica y en el contenido de mi exposición quiero resaltar

que la mayor parte de esa estructura organizativa es de re-

gistro y control. Es decir que, por ejemplo, se efectúa el

registro y control de los permisos de pesca –y de que se

pesque de acuerdo a los decretos–, el registro y control de

los recursos naturales y de cómo se utilizan, el registro y

control de las enfermedades de las vacas y de las ovejas,

de cómo se vacunan y de los frigoríficos, etcétera. O sea

que hay muy pocas Unidades Ejecutoras que tengan como

cometido el fomento o el desarrollo, porque nosotros esta-

mos entrando en un Poder Ejecutivo que venía caminando

en la dirección del achicamiento del Estado y de la pérdida

de funciones o, en todo caso, en la entrega de las mismas a

la iniciativa privada y al mercado. Entonces, sólo algunas

de las actividades que tienen algunas de estas Unidades

Ejecutoras son de desarrollo. Esto me parece que, concep-

tualmente, es importante para lo que aquí se está discutien-

do.

En definitiva, esta es una estructura clásica con algunas

oficinas y unidades asesoras.

Además, tenemos tres proyectos importantes que funcio-

nan con financiamiento externo. Concretamente ellos son:

Producción Responsable, que lo financia el Banco Mundial,

el Programa Financiero, financiado por el BID y el Proyecto

«Uruguay Rural» –que es en el que voy a hacer énfasis de

aquí en más– que lo financia el FIDA, el Fondo Internacional

para el Desarrollo de la Agricultura.

Estas iniciativas de financiamiento externo nos están dando

la posibilidad de desarrollar actividades que van en la direc-P
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ción del fomento y el desarrollo. Parece mentira que gracias

al financiamiento externo tengamos la oportunidad de reali-

zar actividades que por el financiamiento de Rentas Gene-

rales están detenidas en el registro y control, así como tam-

bién por el número y la edad promedio de los funcionarios y

con los ambientes laborales de los funcionarios públicos

que todavía tenemos en Uruguay. Además, estos proyectos

nos permiten incorporar gente joven y junto con ella diná-

micas nuevas y ambientes laborales diferentes, así como

también ideas nuevas.

Como ya lo señalé el Proyecto «Uruguay Rural» está finan-

ciado por el Fondo Internacional para el Desarrollo de la Agri-

cultura. Dicho Fondo no depende estrictamente de la FAO,

pero proviene de la órbita de las Naciones Unidas. Con res-

pecto a los cometidos de este proyecto, están vinculados a

la pobreza rural, a los hogares pobres del medio rural y a la

calidad de vida de la gente. Otro de los objetivos tiene rela-

ción con el fortalecimiento de los esquemas institucionales

que permitan contar con mecanismos permanentes de de-

sarrollo local, apunta a un proceso de desarrollo que, más

adelante detallaré cómo lo estamos viendo.

El último objetivo tiene que ver con lo que al principio señalé

como algo genérico en el Ministerio: se apunta a generar

bienestar a nivel de la familia rural.

La población objeto de este Proyecto es un sector que com-

prende a las personas desocupadas, a las asalariadas y a

los productores y productoras, ya sean de subsistencia o

que participen en el mercado comercializando algo. Sobre

este punto quiero comentar algunas cosas. En primer lugar,

quiero señalar que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y

Pesca tiene, al día de hoy, por cada funcionario en el medio

rural, dos en Montevideo que, no solamente no forma parte

de éste, sino que, además, es la capital, el punto más lejos

de todo el medio rural. Estamos impulsando fuertemente

una descentralización del Ministerio que, se podría decir que

se trataría un poco de una desconcentración pero, insisto

que vamos a tratar de descentralizar. Para ello el Proyecto

Uruguay Rural tiene diez Mesas de desarrollo rural. Esas

Mesas funcionan a nivel de la región o del departamento y

sus integrantes son los actores de los sectores de la pobla-

ción rural que mencioné anteriormente que viven en la re-

gión. En algunos lugares es en departamentos como, por

ejemplo en Cerro Largo o en Durazno, pero en el basalto

Este, se trata más de una región agroeconómica que inclu-

ye a distintos departamentos.

Ahora bien, lo que realmente es importante es que estas Mesas

están integradas por organizaciones del lugar –públicas o pri-

vadas como, por ejemplo, gremios, sindicatos agrupamientos

de cada lugar– y tienen una representante o «representanta»

del Proyecto Uruguay Rural. La idea que impulsa la creación

de estas Mesas es que tengan un fuer te componente

transdisciplinario o, por lo menos, interdisciplinario. Omití decir

que este Proyecto Uruguay Rural existe desde hace tres o

cuatro años, pero tuvo una evaluación muy mala en el ante-

rior gobierno y con la evaluación de medio término que había

hecho el FIDA, dicho Fondo le estaba cerrando la canilla del

oxígeno. Nosotros le estamos dando una nueva orientación.

Ello motivó que viniera gente del FIDA, analizamos todo lo

que se está haciendo a través del proyecto y logramos P
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reactivarlo. Puedo afirmar que dicho proyecto finalizará en

el año 2008, cumpliendo tal cual se había fijado los objeti-

vos en su inicio.

En este sentido, los representantes del proyecto en las Me-

sas locales tienen que ser elegidos en la localidad. Lo esta-

mos haciendo por concurso realizados en la localidad, en el

que actúa un tribunal elegido por la gente del lugar. Este es

un componente de descentralización real, porque no sólo

se trata de desconcentrarlo de Montevideo, sino también de

que los actores de los lugares participen directamente. Como

verán, los actores organizados de la localidad participan en

la discusión de actividades concretas de intervención en

los problemas y el territorio. Por ejemplo, estas Mesas tie-

nen un Comité de Aprobación de Proyectos, que es local y

también está integrado de la misma manera.

Tuvimos que hacer un esfuerzo muy grande para que en

este Proyecto se integren las distintas Unidades Ejecutoras

del Ministerio, porque el Ministerio está organizado en

compartimentos estancos, cada uno de los cuales tiene un

objetivo y una misión, entre otras cosas, pero funcionan

separados y la dirección de cada una de ellas está en Mon-

tevideo o en las capitales departamentales. En realidad, partir

de lo concreto para definir las políticas con la participación

de los actores es un desafío muy grande.

No voy a entrar en más detalles, porque en el repartido que

se les ha entregado van a encontrar una explicación un poco

más minuciosa de cómo estamos avanzando hacia lo

interdisciplinario y a la participación de los actores en el

territorio a través de este Proyecto para atacar los proble-

mas que mencioné al comienzo, así como también a la con-

tribución de esos sectores de la sociedad que tenemos

priorizados. Para ello, además de las Unidades Ejecutoras

del Ministerio y de las otras instituciones de lo que llama-

mos la institucionalidad pública agropecuaria –es decir, ins-

titutos de investigación, centros de enseñanza y de las gre-

miales del lugar–, hicimos convenios con otras que tenían

su lógica. Es el caso de MEVIR –que seguramente todos

conocen–, es decir, el Movimiento de Erradicación de la Vi-

vienda Insalubre Rural, que funcionaba aparte, como una

empresa de construcción barata. Este Movimiento debe in-

tegrarse a los problemas locales y a las comisiones del lu-

gar pues, de lo contrario, no tiene sentido. No sirve que los

arquitectos decidan desde Montevideo qué tipo de casa debe

hacerse, de qué medida, con qué techo y vayan al lugar a

decir: «Hagan esto, porque así es más eficiente». ¡Por fa-

vor! ¿Al final qué es la eficiencia?

Ahora pasamos a esta transparencia que se está proyec-

tando, que precisamente alude al tema de este seminario,

porque hasta el momento he realizado una introducción.

El Proyecto Uruguay Rural trabaja con las mujeres pobres

y con los hombres pobres, en lo posible con las familias

pobres y tiene como objetivo fomentar la organización y la

participación de los pequeños productores y de las pe-

queñas productoras –que las hay–, así como de los asala-

riados y las asalariadas en los lugares en donde viven y

trabajan.

Esto tiene su correlato regional, porque ahora nos integra-

mos a la Reunión Especializada de Agricultura Familiar con

esta óptica que existe en los países del MERCOSUR. He-P
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mos participado en un seminario sobre Enfoque de Género

en la Agricultura Familiar del MERCOSUR. Incluso se escri-

bió un libro titulado «Género, Agricultura Familiar y Reforma

Agraria en el MERCOSUR». El Proyecto Uruguay Rural, a

partir de la práctica que está comenzando, participó en la

discusión y en la elaboración de un capítulo de ese libro.

En el Uruguay tenemos un debe de nuestro Ministerio, por-

que hay una Comisión Honoraria en el área de la mujer rural

que, en realidad, está funcionando mal por culpa nuestra. Digo

esto, porque el Ministerio nombró sus nuevos integrantes,

pero hubo unas citaciones entreveradas que generaron mu-

cho malestar. Son los inconvenientes del poco tiempo que

tenemos y, a veces, de desconocer las cosas. Ayer tuvimos

una reunión, quizás motivados por este seminario, para echar

a andar eso como corresponde y que la Comisión Honoraria

funcione realmente en el área de la mujer rural, que es una

ventana de los problemas de género en el país.

Al principio hablé sobre los lineamientos estratégicos y oí

que insistieron en la necesidad de hacer referencias concre-

tas. En tal sentido, en el medio rural nosotros no podemos

rendir cuentas de lo que estamos haciendo con perspectivas

de género porque para rendir cuentas hay que tener indica-

dores y parámetros de medida de los que todavía no dispo-

nemos. Pero quizás, como rendición de cuentas, podamos

presentarles a ustedes datos sobre la participación de las

mujeres en este proyecto concreto que es uno de los que

lleva adelante el Ministerio y que se denomina «Uruguay Ru-

ral». En las distintas áreas de dicho proyecto como, por ejem-

plo, la de capacitación, la de microcapitalización, la de

microcrédito y la de fondo rotatorio –que son distintas herra-

mientas de este proyecto– empezamos a registrar, como co-

rresponde, a los beneficiarios. Es así que podemos conocer

quiénes participan en las actividades de capacitación, quié-

nes tienen microcréditos otorgados por las comisiones loca-

les en las mesas de desarrollo, cuántos hombres hay –nos

estamos refiriendo a algunas de las mesas que están funcio-

nando–, etcétera. Con respecto a esto último, llama la aten-

ción que en algunas actividades el porcentaje de mujeres

participantes es bien importante como, por ejemplo, en lo

que refiere al microcrédito que se da para realizar actividades

de trabajo y producción. Por su parte, el Fondo rotatorio vie-

ne funcionando, por sus propias características, más bien

con participación de familias de productores a las que en

general representa el hombre, que es el productor y la cabeza

de la explotación. En realidad, en el conjunto de estos instru-

mentos, hay una participación de 55% de hombres y 45% de

mujeres en el medio rural y particularmente en los sectores

pobres de pequeños productores y productoras o de los asa-

lariados y asalariadas que son atendidos por este proyecto.

Aclaro que estos son números recientes.

Hemos sido un poco parciales en esta exposición, ya que

hablamos de uno de los proyectos que el Ministerio de Ga-

nadería, Agricultura y Pesca está llevando adelante, pero el

tiempo de que se disponía no era mucho y tuvimos que

focalizarnos en un aspecto.

Nos parece muy positivo que se realice este encuentro. Qui-

simos poner nuestro granito de arena para colaborar, aun-

que ustedes dirán si tiene que ser más grande y, en ese

sentido, estamos abiertos para escuchar todas las suge-

rencias que se deseen plantear. P
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Del material presentado como Plan Estratégico para el quinquenio 2006–2010

por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, no encontramos ninguna

referencia a las problemáticas sociales que se generan en la labor agropecuaria

ni en las definiciones ni en la ejecución. Es en esta área donde se expresan las

problemáticas diferenciales por edad y por sexo que obligan a la coordinación

con otras instancias estatales de políticas sociales, coordinación que no está

explicitada en los objetivos de trabajo del Ministerio.

En su intervención el Subsecretario hizo una interesante referencia a los meca-

nismos de descentralización y la instalación de Mesas de desarrollo rural, don-

de sería interesante investigar y plasmar como metas, el número de mujeres

que se incorporan a estos mecanismos de participación y negociación.

Los datos de los beneficiarios de los microcréditos, también deberían figurar

como indicadores de género, en una visibilización de los esfuerzos de hacer

accesibles a las mujeres las herramientas de desarrollo.

Por último es deseable una representativa integración de la Comisión Honora-

ria de la Mujer Rural, que realmente represente la problemática de las mujeres

del interior rural del país con sus aspectos específicos: coordinación con la

salud, con la capacitación productiva, con la accesibilidad a los insumos cultu-

rales, con acceso a la asesoría legal y familiar.
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El Presupuesto del
Ministerio de Desarrollo Social

Contadora Diana Marcos
Directora General del Ministerio de Desarrollo Social

Saludamos a todas y todos los participantes de este Seminario.

Como representante del Ministerio de Desarrollo Social voy a hacer una síntesis sobre algu-

nos datos en torno a lo que estamos haciendo en esta Cartera.

En principio, quiero decir –sobre todo para los invitados– que este Ministerio es de reciente

creación en nuestro país, que comenzó a funcionar en este gobierno a partir de una iniciativa

del señor Presidente de la República. Dentro de sus objetivos están los de coordinar y arti-

cular las políticas sociales, conformando para ello un Gabinete Social con la participación de

todos los Ministerios que tienen relación con las políticas sociales.

En este momento estamos trabajando específicamente en lo que se ha denominado Plan de

Asistencia Nacional a la Emergencia Social.

Quisiéramos compartir –sobre todo con los invitados, pero también para que nos sirva a

nosotros mismos– una serie de datos en cuanto a la situación del Uruguay en el momento

actual. P
res

up
ue

sto
 de

l  
M

ID
ES

La
 re

al
id

ad
 u

ru
gu

ay
a

10
3



Como bien decía el Subdirector de la Oficina de Planea-

miento y Presupuesto, hoy tenemos en nuestro país un

tercio de la población bajo los índices de pobreza, esto es,

un millón de pobres. Con esta situación del Uruguay nos

encontramos en el 2005 cuando comienza a trabajar el

Ministerio.

Este es el primer dato que queríamos aportar en cuanto a lo

que es la misión y la visión del Ministerio. Como decía la

senadora Percovich, a veces en el Presupuesto también es

bueno ver lo que figura en los objetivos estratégicos y lo

que debe hacer cada uno de los Organismos del Estado.

El Ministerio de Desarrollo Social se crea por la Ley Nº 17.866,

de 21 de marzo de 2005, después de asumido el gobierno.

En cuanto a la misión de esta Cartera, debo decir que es
responsable de las políticas sociales nacionales, así como

de la coordinación –tanto a nivel sectorial como territorial–,

articulación, seguimiento, supervisión y evaluación de los

planes, programas y proyectos en las materias de su compe-

tencia, propendiendo a la consolidación de una política social

redistributiva de carácter progresiva. Asimismo, es misión

de este Ministerio contribuir al desarrollo de escenarios de

participación social que permitan el fortalecimiento de la ciu-

dadanía activa, de las y los uruguayos, promoviendo la más

amplia integración de los protagonistas de sus actividades.

Como visión del propio Ministerio está el contribuir al de-

sarrollo social desde la perspectiva de la justicia social y

la equidad, con un enfoque de género y generacional, me-

diante la ejecución, coordinación y regulación de las polí-

ticas públicas y estatales fundadas en principios de soli-

daridad, integralidad, eficacia, eficiencia y transparencia

de la gestión de los recursos, impulsando la participación

ciudadana de los actores sociales, de forma de asegurar

la obtención de impactos sociales sostenidos, profundos

e integrales.

Estas expresiones tan globales a veces pueden ser discur-

sos pero, en realidad, nosotros, como nueva Cartera, que-

remos lograr lo que decimos en la misión y en la visión del

Ministerio, si bien sabemos y tenemos claro que una cosa

es el propósito y otra, la realidad. Por lo tanto, sabemos que

es un trabajo denodado y a veces los plazos son muy cor-

tos para las aspiraciones que tenemos.

En cuanto a la distribución del Ministerio, pusimos la asig-

nación presupuestal porque quienes tenemos que ver con

el área de la economía creemos que si no hay presupuesto,

es muy difícil realizar políticas públicas; puede haber dis-

cursos, pero no tienen materialidad.

El Ministerio de Desarrollo Social tiene un presupuesto propio

de funcionamiento de $U 100:000.000, o sea, U$S 4:000.000.

Además de eso, contamos con un presupuesto asignado para

el Plan de Emergencia, con respecto al cual más adelante se

brindan los detalles; se muestra su distribución, se dice que es

un plan previsto para dos años, con U$S 100:000.000 para

cada año, distribuidos de forma diferente porque comenzó casi

un cuatrimestre después de iniciado el 2005. Por lo tanto, con-

tamos con U$S 70:000.000 en el 2005, con U$S 100:000.000

en el 2006 y el resto para el 2007.

En el rubro Inversiones se manejan montos mucho mayo-

res; dentro de él, el Programa Infamilia funciona con un prés-P
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tamo del Banco Interamericano de Desarrollo –que viene

del período de gobierno anterior– que estamos ejecutando

y tratando de integrar, cada vez más, al funcionamiento nor-

mal del Ministerio pero figura como Inversiones, como todo

programa que se financia a partir de préstamos internacio-

nales.

De ahí surge la totalidad del presupuesto del Ministerio.

Como podrán ver, con un presupuesto de funcionamiento

como el que acabo de explicitar, es realmente difícil poder

trabajar en una distribución como la que muestra el orga-

nigrama de nuestro Ministerio. Al día de hoy y de acuerdo

con la conformación que establece la ley, el organigrama

del Ministerio está integrado por la Ministra, la Subsecre-

taria, luego hay cinco Direcciones: cuatro específicas, la

Dirección General de Secretaría, la Dirección de Coordina-

ción Territorial, la Dirección de Desarrollo Ciudadano y la

Dirección de Evaluación de Programas; y una general, la

Dirección de Políticas Sociales. Tres de estas Direcciones

están a cargo de mujeres y dos, de hombres. A su vez,

tenemos dos Institutos y dos Programas: el Instituto Na-

cional de las Mujeres y el Instituto Nacional de la Juventud

–también a cargo de mujeres–, el Programa Infamilia fi-

nanciado con un préstamo del BID del período de gobier-

no anterior –tal como manifesté– y el Plan de Atención

Nacional a la Emergencia Social –denominado PANES, cuya

Directora también es una mujer.

Esa es la integración de las Direcciones del Ministerio.

Como ven, es una organización bastante amplia para lo

que planteaba a nivel presupuestal. Mañana van a poder

escuchar la intervención de la Directora del Instituto Na-

cional de las Mujeres y podrán ver que dentro de este pre-

supuesto, de por sí pequeño, el Instituto todavía tiene,

apenas, una pequeña parte.

Yendo al tema específico de las metas con la perspectiva de

género, hicimos un agregado, que no voy a detallar pues lo

hará la señora Carmen Beramendi, la Directora del Instituto

Nacional de las Mujeres, que está con nosotros. Dentro de

las metas de este Instituto para el año 2006 figuran las me-

tas específicas y también en números porque –como bien

decía la señora senadora Percovich– es importante cuanti-

ficar para saber qué se va a hacer y poder tener una evalua-

ción.

Estimamos que el Instituto de las Mujeres tendría como asig-

nación presupuestal: $U 6:000.000 para sueldos, $U 4:000.000
para gastos y $U 2:000.000 para inversiones. Digo que es una

estimación porque, en realidad, el Ministerio tiene una sola Uni-

dad Ejecutora y el presupuesto se asigna dentro de ella tal como

cada agencia lo entienda conveniente. En este sentido, y a pe-

sar de ser una sola Unidad Ejecutora, estamos tratando de que

cada una de sus direcciones o institutos tenga asegurado un

mínimo de gastos para poder funcionar. Precisamente, esto es

lo que tenemos previsto para el Instituto de las Mujeres.

En lo que tiene que ver con el primer año de trabajo del

MIDES, debo señalar que el mismo se centró, fundamental-

mente, en el Plan Nacional de Asistencia a la Emergencia

Social. Este es un enorme desafío, no sólo para el Ministe-

rio sino para el Uruguay todo. Nosotros comenzamos el tra-

bajo en el mes de abril con una recorrida por todo el país,

con muy pocos recursos, y lo hicimos acompañados por P
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estudiantes universitarios y por representantes de otros or-

ganismos del Estado.

Entre los componentes del Plan –que es muy ambicioso–

figura, por un lado, el ingreso ciudadano, que es por donde

ingresan los protagonistas al Plan luego de realizarse la vi-

sita a los hogares. En una primera instancia, nosotros pre-

vimos entre 40.000 y 50.000 familias; esto es, dentro del

millón de pobres en el último quintil estimamos que había

entre 200.000 y 250.000 personas bajo los índices de po-

breza extrema. Al día de hoy estamos llegando a las 78.000

familias –como dijo la señora Ministra: «dos PANES»–, o

sea, al doble de lo que teníamos previsto en nuestro presu-

puesto estimativo. Es por lo expuesto que al día de hoy es-

tamos tratando de ajustar lo más posible esta situación que

–como ustedes se imaginarán–, desde el punto de vista

presupuestal, nos complica bastante.

Los demás componentes del Plan son: la atención prima-

ria en salud, el trabajo por Uruguay, la educación en con-

textos críticos, la atención a las personas en situación de

calle, el mejoramiento del hábitat y el Plan Alimentario

Nacional.

No todos los componentes del Plan han avanzado con la

misma celeridad, pues algunos recién están comenzando.

No obstante, estamos muy satisfechos con algunos de ellos

en los que, si bien el gasto presupuestario no fue alto, sí lo

fue el resultado. Concretamente, me refiero a la atención

primaria en salud, al aspecto odontológico, al Convenio con

Cuba en cuanto a la atención oftalmológica de pacientes y,

a nivel de las policlínicas, se está comenzando el control de

niños, madres y adultos, todos por igual, para todos los

protagonistas del Plan.

Con respecto al «trabajo por Uruguay», nosotros cree-

mos que es uno de los componentes que muestra –al

igual que los demás– la composición de hombres y mu-

jeres. En este sentido, a través de nuestra Dirección de

Evaluación y Monitoreo, estamos tratando de obtener to-

dos los indicadores que nos permitan saber qué compo-

sición familiar tienen los integrantes del Plan de Emer-

gencia, cuántas mujeres, cuántos hombres y cuál es la

situación de los niños.

Comparando las pirámides de población del Uruguay y la

del PANES, se demuestra que la pobreza y la indigencia es-

tán distribuidas entre los niños, las niñas y las mujeres jó-

venes, a diferencia de lo que sucede con la pirámide de la

población del Uruguay.

Aquí no hay estadísticas, pues los datos del PANES son

datos ciertos sobre las personas que, al día de hoy, inte-

gran el Plan.

De la misma manera, también hemos obtenido índices –que

nos pueden servir mucho– que se relacionan con la integra-

ción de los hogares monoparentales, sobre los niños y niñas

que asisten, o no, a los establecimientos educativos y sobre

los adolescentes.

Quiero decir que nos da una gran satisfacción poder llevar a

cabo este trabajo porque nos permite ir, sobre la marcha,

haciendo la evaluación de la población que estamos aten-

diendo.P
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Tenemos claro que este es un primer punto del camino. Se-

guramente, en el día de mañana Carmen Beramendi hablará

acerca de todo lo que tiene que ver con las metas y el traba-

jo del Instituto de las Mujeres.

Asimismo, en el resto de las políticas sociales, estamos

tratando de que empiecen a surgir datos que puedan servir

para tener una perspectiva de género cada vez mayor, por

lo menos a nivel de nuestra agencia –al decir de los antece-

sores–, que es el Ministerio de Desarrollo Social.

Como tengo pocos minutos, quisiera dejar una humilde pro-

puesta para los legisladores que tienen ahora la responsabili-

dad de aprobar la ley de equidad de género o de igualdad de

oportunidades. Conversando con gente que tiene experien-

cia en el tema, en particular con la andaluza, nos han dicho

que es bueno que la disposición legal o la reglamentación de

la misma exija, a las distintas Agencias de gobierno, el cum-

plimiento de la obtención de los indicadores. Nos parece bien

–como decía la académica Alma Espino hace un rato– que

los indicadores no sean demasiado generales, pero tampoco

muy específicos o una gran cantidad, pero podría haber en la

reglamentación de la ley los indicadores mínimos que se con-

sideren oportunos para que todos podamos aportar, al me-

nos, al Instituto Nacional de Estadística los datos al 2007.

Sería bueno que para esa fecha pudiéramos tener algún tipo

de evolución más importante sobre cómo estamos trabajan-

do y cómo afecta, de manera distinta, entre hombres y muje-

res o entre distintos tipos de población, las políticas que es-

tamos llevando a cabo.

Queremos decir que, en particular, en lo que hemos hecho

en «Trabajo por Uruguay» –que es una política social en la

cual se sortean, entre las personas que son protagonistas

del Plan de Emergencia, aquellos que se inscriben–, consi-

deramos que realmente es una muestra muy importante de

perspectiva de género, que la dieron los protagonistas –y

no el Ministerio, por supuesto–, dada la inscripción masiva

que tuvimos de las mujeres jefas de hogar y de otras que no

lo son, aunque protagonistas, sí, del Plan de Emergencia. El

primer egreso de «Trabajo por Uruguay» fue el 31 de di-

ciembre; se hizo un trabajo durante cuatro meses, del que

se salió con un nivel de autoestima muchísimo más alto

que con el que se entró, si es que se tenía algún nivel de

autoestima. Los porcentajes de mujeres son abrumadores

en el trabajo, al punto que los hombres integrantes del Plan

de Emergencia se quejan porque son pocos los que son

sorteados, pero, en realidad, el sorteo es de acuerdo con la

cantidad de personas que se presentan.

Queremos decir, también, que ya hay otros indicadores de

la forma en que se utiliza el ingreso ciudadano. Estos nos

están dando una gran satisfacción por cómo las mujeres

utilizan esos fondos para el alimento y la vestimenta, so-

bre todo de los niños, a pesar de alguna crítica que siem-

pre surge de que alguien compra algún celular o algo simi-

lar; pero esto es lo menor. Realmente estamos satisfe-

chos con el trabajo, sabemos que es un primer paso y

quedamos a las órdenes para las preguntas que deseen

formularnos.
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Es notorio que el MIDES ha incorporado en general en sus Lineamientos Es-
tratégicos y en los Objetivos de las distintas Direcciones un lenguaje no sexista,

elemento bastante excepcional dentro de la presentación del resto de los Incisos

presupuestales.

Quizás faltan en la descripción de los indicadores la especificación por sexo y

por edad en algunos casos, pero es notorio que el mayor trabajo de identifica-

ción en cuanto a los impactos de las usuarias de los servicios y políticas del

Ministerio de Desarrollo Social y en los Institutos específicos que están en su

órbita, se deberá dar en relación a los montos presupuestales asignados.
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El género en el Presupuesto del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social

Dra. María Sara Payssé
Directora de Empleo del MTSS

En primer lugar, quiero aclarar que no soy la Subsecretaria del Ministerio de Trabajo y Segu-

ridad Social ni tampoco el Director General, quien aparece en el programa como panelista,

ya que inicialmente se comprometió para participar. De todos modos, en la medida en que el

tema sobre el que vamos a informar refiere a nuestra Dirección Nacional de Empleo, estoy

asumiendo la responsabilidad de comentarla con ustedes.

El trabajo que está haciendo esta Dirección se ha iniciado y ha sido discutido durante todo el

2005 porque estamos abocados a modificar la estructura organizativa de la Unidad Ejecutora

sobre la base de los compromisos asumidos por este nuevo gobierno progresista. A partir

de allí asumimos la nueva propuesta de país productivo para tratar de fomentar el desarrollo

del trabajo en general y del empleo en particular, como una modalidad de trabajo, teniendo

en cuenta que hoy en día hay otras estrategias de sustento que no refieren especialmente al

empleo en relación de dependencia, sino al trabajo en general. Todo esto, obviamente, tiene

el objetivo de mejorar la calidad de vida y disminuir el desempleo de la población del país. P
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Los objetivos programáticos de la Dirección Nacional de

Empleo se focalizaron en promover la inserción y la

reinserción laboral –priorizando a quienes estaban con ma-

yores dificultades de empleo–, en impulsar la generación

de nuevos puestos de trabajo y en la formalización de aque-

llos emprendimientos que estaban en la economía informal,

apoyando también la dinamización de los mercados de tra-

bajo. Para eso, planteamos la necesidad de coordinar con

otros organismos la realización de estos objetivos.

Los principios fundamentales sobre los cuales basamos

nuestra propuesta de trabajo fueron los siguientes. En pri-

mer lugar, el trabajo como un derecho. Las personas son

sujetos activos de derecho y, como tal, pueden reclamar

que se les garantice el efectivo ejercicio de los mismos.

Otro aspecto es la participación de los actores, ya sean

públicos o privados. También está lo relativo al enfoque de

la calidad del trabajo. En este sentido, nos queremos ce-

ñir, de alguna manera, a lo que es el concepto de trabajo

decente que maneja la Organización Internacional del Tra-

bajo.

De acuerdo a esto, definimos tres áreas sustantivas de tra-

bajo. La primera, es el área de la formación profesional y,

obviamente, uno de los compromisos se refiere a capacitar

para lograr un empleo de mejor calidad, o recapacitar a las

personas que están desocupadas. La segunda área

sustantiva es la de los microemprendimientos o

emprendimientos productivos, porque entendemos que hay

otras apuestas que no son las del empleo en relación de

dependencia. La tercera es un área nueva y refiere a los

servicios públicos de empleo. Entendimos que había un com-

promiso en este sentido que el país había asumido a través

de los convenios internacionales y que no estaba siendo

cumplido en la forma debida. Entonces, se asume el com-

promiso de implementar un servicio público de empleo.

Para cumplir con todos estos objetivos, para llevar a cabo

estas acciones, obviamente, necesitábamos contar con so-

cios estratégicos. En ese sentido, nosotros consideramos

que debemos tener básicamente dos socios estratégicos.

El primero, que está dentro del Ministerio de Trabajo y Se-

guridad Social y fundamentalmente de la Dirección Nacio-

nal de Empleo, es la Junta Nacional de Empleo. ¿Por qué?

Porque es un organismo tripartito donde están las Cámaras

empresariales y el PIT–CNT que son los actores sociales

del mundo del trabajo y tienen como cometido asesorar en

las políticas activas de empleo y de formación profesional.

Asimismo esa Junta Nacional de Empleo –que, como dije,

integra la Dirección Nacional de Empleo– tiene el Fondo de

Reconversión Laboral que actualmente asciende a, aproxi-

madamente, U$S 10:000.000 y que, de alguna manera, es

la capacidad económica que tenemos para implementar al-

gunas de las políticas que estamos señalando.

Los otros socios que consideramos estratégicos son las

Intendencias Municipales, porque desde la centralidad no-

sotros no podemos estar definiendo todos los aspectos sino

que necesitamos tener socios en los distintos lugares que,

de alguna manera, tengan el compromiso y la posibilidad

de inmediatez para ejecutar las políticas.

Para estos tres cometidos sustantivos que asumimos esta-

blecimos dos líneas transversales de trabajo. Una de ellasP
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es el desarrollo local porque desde la centralidad no se pue-

de decidir ni tener en cuenta todas las circunstancias, ne-

cesidades y requerimientos que se tienen desde el territo-

rio. Por lo tanto, una de las apuestas es llevar hacia el terri-

torio la decisión o las definiciones sobre las políticas a

implementar.

La otra transversalidad que planteamos es la de género. ¿Qué

es lo que queremos? Transversalizar la perspectiva de gé-

nero a todas las políticas que se definan en relación al em-

pleo y a la formación profesional y a todas las acciones que

se implementen. Ese, además, fue el compromiso que el

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social señaló el 8 de mar-

zo, Día Internacional de la Mujer, a partir del cual nosotros

comenzamos a trabajar con estos elementos.

De alguna manera, la estructura organizativa de la Direc-

ción Nacional de Empleo implica estas tres actividades

sustantivas, pero además necesitamos herramientas para

poder conocer y evaluar las acciones que se implementen.

Para ello implementamos y tratamos de fortalecer un Ob-

servatorio del mercado de trabajo como herramienta para

obtener la información a la hora de la definición de las polí-

ticas, y un área de evaluación y seguimiento de las políti-

cas, acciones y programas, justamente para obtener

indicadores y evaluar el buen cumplimiento y el ajuste de

las acciones que estamos implementando. Por otro lado,

como apoyo a lo que nosotros señalábamos acerca de la

necesidad de instrumentar transversalmente la perspectiva

de desarrollo local y de género, implementamos asesorías

específicas para que trabajen con todas las tareas

sustantivas en la materia de desarrollo local y de género.

Ahora bien, a partir de ahí empezamos a trabajar en una

serie de acciones. Desde la DINAE, contamos con la es-

tructura del PROIMUJER, que es un programa de la Junta

Nacional de Empleo destinado a promover la igualdad de

oportunidades para las mujeres en el mundo del trabajo.

Como una medida afirmativa, la idea era generar un progra-

ma específico para mujeres, que apoyara su empleabilidad

y su inserción laboral, generándoles además algunas estra-

tegias para la autoestima y para el mejoramiento del cono-

cimiento de sus capacidades y potencialidades de desarro-

llo. A través del Programa PROIMUJER, estamos promo-

viendo la incorporación de la perspectiva de género en los

demás programas de la Junta Nacional de Empleo; esto es,

los programas referidos a los trabajadores rurales, a los jó-

venes, a los emprendimientos productivos y a las personas

con discapacidad. La idea es que, de alguna manera, desde

PROIMUJER se incorpore a los otros programas esa pers-

pectiva como una de las necesidades básicas para promo-

ver la equidad.

Por otro lado, dentro de la institucionalidad del Ministerio

también tenemos la Comisión Tripartita de Igualdad de Opor-

tunidades y Trato en el Empleo. Esta Comisión, creada en el

año 1997, implementó tempranamente un Plan de igualdad

de oportunidades y trato en el empleo. El compromiso que

implementamos en el año 2005 –y también en este año–

consiste en instrumentar algunas de las medidas de ese

plan tan ambicioso que teníamos de igualdad de oportuni-

dades. En ese sentido, nos abocamos durante el año pasa-

do y éste a generar actividades relacionadas con la genera-

ción de normas legales que apoyaran a los colectivos de P
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mujeres con mayores dificultades en el mundo laboral. Al

respecto, creo que ya está presentado en la Cámara de Re-

presentantes el proyecto de ley de regulación del trabajo

doméstico, desde donde se trata de dar una mayor protec-

ción en cuanto a los derechos laborales, de seguridad so-

cial y de salud a las casi cien mil mujeres que están traba-

jando en esa actividad doméstica.

También se realizaron acciones de capacitación en la temá-

tica de género, porque entendemos que los agentes que

trabajan en el tema necesariamente tienen que estar prepa-

rados. En ese sentido, se capacitó a toda la Dirección Na-

cional de Empleo en el tema del género y ahora se está

planificando la capacitación hacia el resto del Ministerio.

A su vez, también se estableció la necesidad de crear pro-

tocolos relacionados con el acoso sexual y normas legales.

Se está trabajando en esos temas, es decir, en lo relativo al

acoso sexual y moral en el trabajo. También se están reali-

zando tareas en lo que hace a la generación de comisiones

tripartitas de igualdad en los departamentos del interior, pues

nosotros entendemos que el tema de la equidad tiene que

ser trabajado desde lo local.

En ese sentido, se han creado dos comisiones tripartitas de

igualdad, en Soriano y últimamente en Cerro Largo, y esta-

mos trabajando para capacitar a estas comisiones para que,

de alguna manera, puedan detectar cuáles son las necesi-

dades desde el punto de vista del empleo y la formación

profesional.

Finalmente, me interesa agregar dos aspectos que son muy

puntuales, relativos a algunos convenios realizados para ca-

pacitar a las personas, con la finalidad de inser tarlas

laboralmente en emprendimientos productivos o

macroinversiones, como son, por un lado el proceso de cons-

trucción de la planta de celulosa de Botnia y el realizado por

las empresas Ence y Euforest, con respecto a la forestación.

El convenio realizado con la empresa Botnia comprende mu-

chas instituciones y están incorporados los sectores socia-

les, la Junta Departamental, el Ministerio de Trabajo y Se-

guridad Social, el Ministerio de Industria, Energía y Minería,

la UTU, la UTE, ANCAP, las Intendencias relacionadas con el

tema y otra serie de organismos públicos y privados que

tienen interés en participar en este proceso. Dicho proceso

tiene como finalidad la de capacitar para la inserción laboral

en la planta. El convenio cuenta con una cláusula por la cual

la empresa se compromete a insertar a la mayor cantidad

de mujeres en el proceso de capacitación y, sobre todo, lo

importante es resaltar que esa capacitación no solamente

está dirigida a las actividades tradicionales, sino también y

fundamentalmente a las no tradicionales. Un ejemplo de ello

es que se está iniciando la capacitación de algunas mujeres

como soldadoras, para participar en el proceso de la cons-

trucción de la planta.

En el mismo sentido, con la empresa Ence se realizaron

cursos de maquinista forestal, para trabajar en el corte de

los árboles que luego serán procesados. En ese curso, de

veinte personas que lo iniciaron, tres mujeres han culmina-

do la capacitación y, de acuerdo con el compromiso de la

empresa, serán incorporadas al trabajo una vez que se adap-

ten las instalaciones que, obviamente, no estaban en condi-

ciones de recibir mujeres.P
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Creo que todo esto da una pauta de la forma en que se

quiere trabajar, para que lo relativo a la brecha salarial y las

dificultades para conseguir la equidad en el mundo del tra-

bajo, pueda ser modificado por medio de acciones puntua-

les, que también conduzcan a una nueva concepción sobre

la equidad entre hombres y mujeres.

Por el momento, esto es lo que estamos haciendo y quere-

mos dejar en claro que deriva de un compromiso asumido –

creo que también implica una asunción personal– en cuanto

a la equidad de género. Creo que todas las personas y, fun-

damentalmente, todas las mujeres que hoy estamos aquí,

compartimos que es necesario que las mujeres estén en los

lugares de decisión para que éstas sean tomadas en forma

adecuada. También es necesario capacitar en la temática de

género porque todavía, al día de hoy, ni desde la educación,

ni desde la formación en general, se trabaja este tema como

un asunto básico para la construcción cultural de la identidad

social. Por lo tanto, me parece que estamos ante dos apues-

tas que hay que llevar adelante; no solamente se trata de crear

una sensibilidad sobre el tema sino también de capacitar en

la temática de género para poder tener esa mirada que impli-

que poder trabajar en todos los temas, con la doble perspec-

tiva que aportan los hombres y las mujeres.

Muchas gracias.
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En la planificación estratégica presentada por el Ministerio de Trabajo y Seguri-

dad Social con motivo del Presupuesto Quinquenal 2006–2010, encontramos la

incorporación de la perspectiva de género en las políticas de generación de em-

pleo e información profesional entre los Objetivos Generales. Llama la aten-

ción sin embargo, que siendo los Lineamientos Estratégicos de real impacto

(coordinación para la reforma de la Seguridad Social, generación de empleo

genuino, control de la salud laboral, mejora de la calidad de las inspecciones,

cumplimiento de las convenciones y convenios internacionales, integración al

mercado de trabajo de los desocupados, profundización del Observatorio del

Mercado de Trabajo, promoción de las PYMES y concreción de los ámbitos de

negociación colectiva) se definan luego en acciones e indicadores que no discri-

minan ni por edad ni por sexo.

[...>>>]
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De la intervención de la Directora General de Empleo, se rescatan varias accio-

nes que han estado definidas claramente en la planificación estratégica presen-

tada y esperamos que se recojan en las Rendiciones de Cuentas con números de

participantes en capacitaciones o estimación de impactos en formación en tra-

bajos no tradicionales para mujeres.

Se rescata el trabajo sobre legislaciones largamente esperadas que mejorarán el

marco de derechos para las trabajadoras.

Asimismo lamentamos que los logros encarados no los haya asumido para su

presentación el Subsecretario.

[...>>>]
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La situación en el
Ministerio del Interior

Dr. Juan Faroppa Fontana
Sub–Secretario del Ministerio del Interior

La metodología para la elaboración del actual presupuesto del Ministerio del Interior desde

una perspectiva de género no mostró diferencias con la aplicada por la mayoría de las

restantes dependencias del Poder Ejecutivo. En este sentido, la perspectiva de género no se

consideró en forma transversal, de forma tal que en este instrumento se hiciera efectivo,

globalmente, el «reconocimiento de las diferentes necesidades, privilegios, derechos y obli-

gaciones que las mujeres y los hombres tienen en la sociedad» (CEPAL, 2000).

No obstante, sí se consideraron medidas específicas donde se tuvo en cuenta la perspectiva

de género. Estas, sin perjuicio de ser puntuales, no dejan de ser relevantes, más aún si se

tienen en cuenta las particularidades de la historia y la cultura institucional de este Ministe-

rio. Es así que en la actual ley de presupuesto suprimió el viejo paréntesis presupuestal PF

(Policía Femenina) que establecía para el personal policial subalterno una desigualdad perju-

dicial para las funcionarias mujeres. Antes de la nueva regulación la carrera profesional de

mujeres policías no se desarrollaba en iguales condiciones con la de los hombres policías,

pudiendo aquellas ascender solamente cuando quedara vacante un cargo en el paréntesis

PF. En la actualidad, mujeres y hombres policías pertenecientes al personal subalterno as- L
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cienden en igualdad de condiciones. El impacto de la su-

presión del mencionado paréntesis está siendo relevado ac-

tualmente en el marco del diseño del programa de Fortale-

cimiento del Ministerio del Interior, que se implementará con

el apoyo de la Agencia Española de Cooperación Interna-

cional (AECI). Este programa incorpora, entre otros compo-

nentes, la elaboración desde una perspectiva de género, de

una propuesta de reingeniería del sistema de relaciones de

trabajo en este Ministerio, considerando aspectos como la

revisión de la carrera administrativa, del régimen laboral,

sistema de calificaciones y mecanismos de ascenso.

Es un compromiso de las actuales autoridades del Ministe-

rio del Interior contribuir a revertir, durante este período de

gobierno, las históricas inequidades entre hombres y muje-

res que se verifican en el sistema de relaciones laborales de

esta Secretaría de Estado, a la vez que incorporar la pers-

pectiva de género en la planificación, gestión y evaluación

de los diferentes planes con los que se hagan efectivos sus

cometidos institucionales. A estos efectos, y tal como ya lo

ha anunciado el Poder Ejecutivo, las sucesivas leyes de Ren-

dición de Cuentas serán un instrumento hábil para alcanzar

estos objetivos.

A. En cuanto al primer aspecto, esto es, el que tiene que

ver con el régimen de relaciones de trabajo, se atende-

rá especialmente la revisión de las siguientes situacio-

nes:

1. En un Ministerio que tiene, entre otros cometidos,

proporcionar el servicio de la fuerza policial a nivel

nacional, las mujeres están asignadas mayorita-

riamente al cumplimiento de tareas de servicio y

apoyo, y no a tareas ejecutivas. Esta realidad se

percibe claramente si se tiene en cuenta la relación

entre hombres y mujeres en algunas Unidades

Operativas, que citamos solamente a título de ejem-

plo: así, en el personal de la sede ministerial, don-

de las tareas son eminentemente administrativas o

de apoyo, el 45,5% corresponde a mujeres; pa-

sando por un 58,7% en la Dirección Nacional de

Identificación Civil; y llegando a la Dirección Na-

cional de Sanidad Policial, donde las mujeres re-

presentan el 62,3%del personal. Mientras tanto, en

las Jefaturas de Policía departamentales, nos en-

contramos con situaciones como la de Montevi-

deo, con un 13,9% de mujeres; Paysandú con un

9,7%; Artigas con un 6,8% y Rivera con un 5,7%.

2. Si bien en la actual administración se nombraron,

por primera vez en la historia del Uruguay, oficiales

mujeres para ocupar el cargo de Jefa de Policía en

tres departamentos del país, la proporción es to-

davía exigua si se tiene en cuenta que existen die-

cinueve jefaturas departamentales. De la misma

manera, son mujeres las funcionarias a cargo de

tres de las catorce Direcciones Nacionales.

3. En la capital, Montevideo, donde se concentra la

mayoría de la población y donde la demanda por

los servicios policiales es la mayor del país, no

existe ninguna mujer al mando de las 24 Comisa-

rías Seccionales. Solamente en las unidades de la

División Especializada, Comisaría de la Mujer y Co-

misaría de la Niñez y la Adolescencia, existen ofi-

ciales mujeres al mando.L
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4. En el caso del personal superior del Sub–Escala-

fón Ejecutivo en actividad (oficiales egresados de

la Escuela Nacional de Policía), que es quien ejer-

ce funciones de mando en la policía, no existen

mujeres en los tres grados más altos (Inspector

General; Inspector Principal e Inspector Mayor).

Esto refleja, sin dudas, la historia institucional, ya

que, a medida que se desciende en la escala jerár-

quica, el número de mujeres aumenta considera-

blemente (aspecto vinculado a que en los últimos

años ha crecido el ingreso de mujeres a la Escuela

Nacional de Policía: en 1974, de 98 cadetes sólo

una era mujer, mientras que en la actualidad de

173 cadetes, 33 son mujeres). Nuevamente aquí

se advierte que la situación no es similar en los

sub–escalafones Administrativo, Técnico y Espe-

cializado, donde el número de mujeres en los gra-

dos más elevados crece sustancialmente.

5. A nivel nacional, los hombres policías representan

el 89,2 % del personal ejecutivo, frente al 10,2 %

de mujeres policías. Se estima que dicha propor-

ción se modificará sustancialmente a partir del

nuevo mecanismo de ingreso por concurso a la

Policía Nacional, dispuesto por la actual Adminis-

tración a mediados del año pasado, donde no se

hace ningún tipo de discriminación entre hombres

y mujeres para acceder a un puesto de policía eje-

cutivo.

6. A los efectos de una adecuada planificación de las

medidas dirigidas a revertir la situación descripta

en los anteriores numerales, el Ministerio del Inte-

rior, con la cooperación del Instituto Nacional de

las Mujeres del Ministerio de Desarrollo Social, iden-

tificó una batería de medidas programáticas con

enfoque de género a desarrollar durante la presen-

te gestión gubernamental. Dichas medidas se han

sintetizado en los siguientes capítulos:

a. Reclutamiento, selección y promoción equita-

tivas.

b. Formación y capacitación en condiciones de

equidad para hombres y mujeres.

c. Consideración y apoyo al ejercicio de la ma-

ternidad y paternidad.

d. Asignación de tareas según competencias, ap-

titudes y aspiraciones.

e. Erradicar el acoso sexual y moral.

f. Prevenir y sancionar situaciones discrimi-

natorias.

g. Trato respetuoso y equitativo.

h. Sistema de información sobre los temas de

género.

i. Diseño de una política institucional que inte-

gre la temática de género.

B. Respecto a la perspectiva de género en la planifica-

ción, gestión y evaluación de los diferentes planes re-

feridos a la implementación de los cometidos

institucionales del Ministerio del Interior, el punto ad-

quiere especial relevancia en las decisiones que se

adopten en los diferentes componentes que integran

su política de seguridad ciudadana, dentro de la que se

incorpora la orientación estratégica de su política cri- L
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minal. Se ha señalado que «el Derecho en general, en-

tendido como una técnica de motivación de conductas

sociales, y el derecho penal en particular, como una

parte relevante de esta técnica y enmarcado a su vez

como un capítulo fundamental de la Política Criminal de

un Estado, contribuye de manera decisiva a la configu-

ración de las relaciones de poder, estableciendo –o

contribuyendo de manera decisiva a establecer– qué

conductas son válidas, correctas o deseables. Así, la

Política Criminal de un Estado pretende controlar, a tra-

vés de la regulación de la coerción estatal, la manera

en que los individuos nos relacionamos dentro de la

sociedad. Para ello crea espacios de intervención y

negocia campos de influencia. En este último sentido,

el ámbito de lo doméstico, históricamente quedó fuera

del ámbito de intervención estatal básicamente en ra-

zón de la cultura patriarcal (y las relaciones de poder

que ésta determinó) que delega al padre de familia el

ejercicio del poder penal (de la violencia) sobre los

miembros de la familia (esposa e hijos), convir tiéndo-

se el ámbito familiar en un contexto de subordinación y

dependencia» (Patricia Cóppola, 2006).

En definitiva, los ajustes que se irán incorporando al pre-

supuesto del Ministerio del Interior en las sucesivas le-

yes de rendición de cuentas incorporarán la perspectiva

de género en las tres dimensiones en las que se basa la

estrategia de esta Secretaría de Estado para cumplir sus

cometidos en dirección de garantizar la convivencia de-

mocrática y la seguridad ciudadana en nuestro país:

a. en materia operativa (calidad del servicio policial;

formación; equipamiento; despliegue; diferentes

técnicas de intervención; etc.);

b. en materia normativa (adecuación del marco jurí-

dico en materia de seguridad a las necesidades de

nuestra sociedad, haciendo efectivas las respon-

sabilidades del Estado en materia de protección y

promoción de los derechos humanos);

c. y en materia preventiva, donde necesariamente el

Ministerio del Interior deberá articular acciones con

otras dependencias del gobierno (a nivel nacional

y departamental) y la comunidad a través de sus

diversas formas de organización, fortaleciendo la

participación y la gestión local de las medidas diri-

gidas a mejorar los niveles de convivencia y segu-

ridad ciudadana.

L
a s

itu
ac

ión
 de

l  
M

I

La
 re

al
id

ad
 u

ru
gu

ay
a

118



L
a s

itu
ac

ión
 de

l  
M

I

La
 re

al
id

ad
 u

ru
gu

ay
a

El Plan Estratégico y en los Objetivos de las Unidades Ejecutoras del Ministerio

del Interior, están muy bien diseñados desde el punto de vista universal. Sin

embargo se podrían incluir acciones específicas para problemas de seguridad

que afectan especialmente a las mujeres y son excepcionales las metas, produc-

tos o indicadores que incluyen capacitación, indicadores de prevención y discri-

minación por sexo. Esto es señalado por el Subsecretario en su intervención.

No obstante, el articulado del Presupuesto Quinquenal de este Inciso, comienza

en su primer artículo solucionando una tradicional discriminación en la carre-

ra funcional de las mujeres policías.

Las nueve Medidas Programáticas señaladas en la intervención, deberían

traducirse en acciones y formas de medir sus impactos para ser presentados en

cada Rendición de Cuentas. Se valora , por ejemplo, el esfuerzo por mejorar los

registros de las denuncias por violencia doméstica.
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De la voluntad política
a la definición presupuestal en
el Ministerio de Salud Pública

Miguel Fernández Galeano
Subsecretario del Ministerio de Salud Pública

Por lo menos en lo que respecta al área del Ministerio de Salud Pública, este Seminario Interna-

cional ya ha cumplido con sus objetivos. Este evento ha tenido, en el caso concreto de mi

persona –y seguramente también en todo nuestro equipo de trabajo– el efecto movilizador de

hacernos pensar y repensar un tema, de modo que sea posible verlo desde la perspectiva de

un compromiso político que tiene que traducirse en realidades concretas. Por lo tanto, saludo

la iniciativa y agradezco la invitación, con la seguridad de que es muy importante siempre que

tengamos instancias que nos permitan pensar la política, no desde las urgencias –que en

nuestro Ministerio son muchas–, sino también desde la programación y la perspectiva que nos

habilite, a través de la incorporación del enfoque de género, a cambiar el conjunto de la política.

Digo esto porque el enfoque de género, a mi criterio –muchas veces se me ha criticado por

afirmar esto–, a modo de locomotora ayuda a desenvolver cambios en la política y a decodificar

algunos principios. En salud, por ejemplo, hablamos de cambio de modelo, de intersectorialidad,

de derechos, pero después todo eso es necesario traducirlo en la realidad.E
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Por esas razones, hemos llamado a esta iniciativa «De la

voluntad política a la definición presupuestal», y entiendo

que se trata, sin duda, de un tema nada menor. La voluntad

política es una condición necesaria pero no suficiente. En-

tonces, puede haber una voluntad política de género –la con-

ducción del Ministerio de Salud Pública la tiene, por mu-

chas razones; de hecho, está conducido mayoritariamente

por mujeres, además de que su titular es también mujer–

pero ésta debe ser traducida efectivamente en políticas, en

prácticas y en presupuestos, que son la concreción final del

tema.

Por mi parte, había colocado –a pesar de que estamos con

tiempo acotado porque se nos ha achicado la mañana– en-

tre los temas a tratar, algunos elementos relativos a la defi-

nición política que en materia de igualdad de género plantea

la Organización Panamericana de la Salud. En primer lugar,

queremos tomar el marco referencial de la Organización Pa-

namericana de la Salud, que define con mucha claridad que

los gobiernos deben generar y analizar datos desglosados,

con una perspectiva de género. Se mencionan cálculos del

financiamiento y del gasto sanitario, es decir, de cuánto se

aporta y de cuánto se invierte y se gasta en el sistema.

Asimismo, se hace referencia a las aportaciones no remu-

neradas de las mujeres al sistema de asistencia sanitaria,

que es un tema capital en materia de atención a la salud, y

también se habla de la incorporación de la perspectiva de

igualdad de género en la formulación, seguimiento y eva-

luación de las políticas y los programas.

Aquí aparece con mucha fuerza el tema de la transversa-

lización del GMS –término utilizado por algunos autores pero

que no tiene traducción–, que se refiere a cómo efectiva-

mente cada uno de los programas que lleva adelante el Mi-

nisterio de Salud Pública, en los distintos niveles de aten-

ción y programas prioritarios, tienen incorporados una pers-

pectiva de género que permite dar una dimensión diferente

a la política pública.

Se alude, por otra parte, a la importancia de esta perspecti-

va de género en las actividades de capacitación y en la in-

vestigación. Quienes tenemos responsabilidades políticas,

hemos tomado conocimiento de algunos datos importan-

tes, todavía poco trabajados, que es necesario conocer para

la definición de una política. Sin embargo, muchas veces,

no hay una investigación que nos permita construir, desde

la idea de los derechos de las mujeres, una política que

rectifique, que revierta las desigualdades existentes.

Finalmente, la propia OPS plantea –esto está tomado de un

documento en el que se fija su posición– la paridad entre

los sexos en materia de contratación y desempeño en la

carrera funcional. La paridad es otro tema clave en materia

de contratación, tareas y funciones asignadas.

El gran objetivo que propone la OPS es la eliminación de las

diferencias innecesarias y evitables entre los distintos gru-

pos de población. Aquí se plantean tres aspectos que quie-

ro mencionar, porque me parece que son importantes, por

más que sean muy obvios. Las disparidades sistemáticas

entre la salud de la mujer y la del hombre no son conse-

cuencia de las características biológicas de cada sexo, sino

del lugar diferente que ocupa cada uno en la sociedad. En

ese sentido, se plantean los patrones distintos relacionados E
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con los riesgos para la salud, con el acceso a los recursos

y servicios sanitarios y con el control que se ejerce sobre

estos recursos. Por otro lado, se mencionan las asimetrías

en la forma en que hombres y mujeres contribuyen a la sa-

lud de la familia y las comunidades, así como en la manera

en que se retribuye este aporte.

Los principios orientadores sobre igualdad de género en

materia de salud son la equidad de género, que significa

una distribución justa entre hombres y mujeres, en cuanto a

los beneficios, el poder, los recursos y las responsabilida-

des. El «empoderamiento», hace referencia a la toma de

control por parte de las mujeres y de los hombres, en lo que

respecta a su propia vida; es su capacidad para distinguir

entre diferentes opciones, tomar decisiones y ponerlas en

práctica.

El concepto de la diversidad, incorporado al enfoque de igual-

dad de género, significa reconocer que las mujeres y los

hombres no constituyen grupos homogéneos y se suman o

se potencian a las desigualdades de género, aquellas que

provienen de las desigualdades económicas; este es otro

tema a tener en cuenta.

Por otro lado, la transversalización de la perspectiva de gé-

nero como principio orientador es una estrategia para ha-

cer, de los problemas y experiencias de las mujeres, una

dimensión integral del diseño, ejecución, vigilancia y eva-

luación de las políticas y programas.

La propia Plataforma de Acción de Beijing de 1995 coloca

algunos ejes en materia de salud y mujer, que no los voy a

referir acá pero que son, desde mi punto de vista, un marco

referencial para pensar la perspectiva de género en los Pre-

supuestos.

Yendo directamente al Presupuesto, quiero referirme, en

primer lugar, a algo que me sirvió mucho y es que trabajé

basado en los documentos que se nos acercaron para este

encuentro. Me parece impor tante ubicar los cuatro o cin-

co puntos que plantean Alma Espino y Paola Azar en el

sentido de analizar, desde distintas dimensiones, lo que

podemos llamar presupuesto de género, presupuesto de

las mujeres o presupuestos sensibles al género. En pri-

mer lugar, podemos ver cuánto se incluye en las necesi-

dades, en los derechos y en las responsabilidades, el di-

seño de políticas que tienen que ser diferenciales para

hombres y mujeres. En segundo término, la necesidad de

tener una distribución desagregada por género de los re-

cursos públicos y que no tiene que ser meramente lo que

se llama gastos etiquetados, es decir, gastos en las muje-

res, sino que tiene que ser una distribución de recursos

públicos desagregada por género, que es un enfoque bas-

tante más amplio que cuánto se gasta en las mujeres. En

tercer lugar iría algo muy interesante –aclaro que es una

adaptación personal que hago a lo que expresan Alma Es-

pino y Paola Azar en su trabajo–, y es que los presupues-

tos de género no son ni deben ser paralelos, tendientes a

compensar la desigualdad de género. Los presupuestos,

para que sean una herramienta, los debemos presentar de

otra manera: deben atravesar todo el Presupuesto, incor-

porando una perspectiva de género, lo cual supone diver-

sos análisis. Al respecto voy a intentar hacer algunos en

forma muy precaria, por lo cual pido disculpas.E
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En el Ministerio de Salud Pública tenemos para hacer una

gran cantidad de cosas y por eso tengo tareas para darle al

Programa de Salud y Género, para que se transforme en el

motor que haga que esto cambie. Además, tuvo que haber,

digamos una Mariela Mazzotti, como así también sus ase-

soras, para hacer que un día haya un programa de igualdad

de oportunidades y derechos y que en la Intendencia se

empezara a pensar en una perspectiva diferente para con-

cebir el conjunto de la política.

El Presupuesto es la parte final, la concreción del conjunto

de la política, y esto cuesta mucho cuando es abarcable a

todos los presupuestos, no sólo por el tema del enfoque de

género. Por eso durante años hablamos de Presupuesto por

Programas, pero no lo tenemos; a su vez, hablamos de pre-

supuestos con compromiso de gestión, pero tampoco los

tenemos.

El presupuesto de género, el presupuesto de las mujeres –

me gustaría llamarlo así–, no es paralelo para compensar la

desigualdad de género, sino que atraviesa todo el Presu-

puesto desde esta perspectiva.

Lo otro que plantea como economista –y nos lo recuerda

Alma Espino– es el tema de que más que un incremento del

gasto público –que en todo caso lo podemos discutir si lo

precisamos o no; en salud quizás sí lo precisemos–, el Pre-

supuesto es una reelaboración y una reorientación de prio-

ridades, de políticas, de programas y de proyectos.

Hay distintas herramientas para analizar el Presupuesto con

un enfoque de género y creo que debemos apelar a ellas.

Por ejemplo, está el análisis de las diferentes agencias y

programas, prestando atención a los aspectos de género

implícitos y explícitos. A su vez, se puede analizar quiénes

son las beneficiarias reales y potenciales hasta dónde las

políticas y los programas gubernamentales coinciden con

las prioridades que ellas tienen. Además, podemos recurrir

al análisis de la incidencia del gasto público desagregado

por género para revelar la distribución del gasto entre muje-

res, hombres, niñas y niños. También tenemos para consi-

derar el análisis del impacto del Presupuesto sobre la utili-

zación del tiempo desagregado por género y, por último, un

proceso de rendición de cuentas con una evaluación del

impacto que el Presupuesto tiene sobre la desigualdad de

género. Estas son las cosas que se rescatan en un trabajo

de las compañeras Bruera y Mariana González sobre el pre-

supuesto de género –de Diane Elson–, realizado en Monte-

video.

Voy a referirme rápidamente a las cosas que tengo siste-

matizadas en lo que puede ser un avance en el Ministerio de

Salud Pública, quizás de lo único a lo que debería haber

hecho mención, pero no podía haber hablado de estas co-

sas si no le daba mínimamente este contexto.

Para incluir programas, proyectos y acciones en los presu-

puestos de género, hay que tener información accesible,

continua y de calidad, confiable y consolidada; de lo con-

trario, no trabajaremos con los presupuestos de una mane-

ra apropiada. Hay que trabajar con programas que utilicen

la perspectiva de género en todas las etapas de la planifica-

ción de la construcción de la política, así como en el dise-

ño, implementación y evaluación. Asimismo, pueden plan-

tearse programas que trabajen de manera parcial sobre E
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inequidad de género específica, los llamados gastos etique-

tados, pero hay que saber que estamos poniendo eso en la

cuenta y que tenemos que avanzar hacia un presupuesto

que incorpore una perspectiva de derecho a la hora de ela-

borar la política y que ello se traduzca en el presupuesto. A

su vez, hay que ver y evaluar qué programas impactan de

manera positiva sobre las iniquidades de género; este no

sería un objetivo explícito de la política pero, de alguna ma-

nera, tiene una consecuencia directa en las políticas de gé-

nero.

¿Cuáles son los puntos de partida en nuestro país? Sin nin-

guna duda, el plan de igualdad de oportunidades y derechos

y otras estrategias. En este sentido, la Comisión de la Mujer

de la Intendencia fue una especie de motor durante diez años;

concretamente, retomando iniciativas del Movimiento de

Mujeres, se propuso impulsar, promover y sostener la incor-

poración de la perspectiva de género en todas las áreas y

servicios municipales. El trabajo de Silvana y de Mariana –al

que hacía referencia– da cuenta de ese esfuerzo y de esa

vocación concreta de trabajar en esa perspectiva.

Tenemos en el país el desafío de trabajar en presupuestos

por desempeño y compromisos de gestión, con la idea de

la transparencia en la gestión pública; en definitiva, estable-

cer qué se quiere hacer, a qué costos, quienes aceptaron la

responsabilidad de hacerlo y quiénes rendirán cuentas por

lo hecho. En este marco, empezar a trabajar en género y

presupuesto –concretamente, en el presupuesto de las mu-

jeres– constituye una buena manera de comenzar a salir de

esa situación de imposibilidad que existe, en el sentido de

que cuando llega la hora del presupuesto, lo que hay es una

caja de compartimentos estancos de la cual hay que gastar

viendo cómo ponemos la voluntad política dentro de eso

que el presupuesto nos da como algo dado e inamovible.

En el punto de partida tenemos también la idea de trabajar

con lineamientos estratégicos de Gobierno, pues así está

elaborado nuestro Programa de Gobierno. En la base de todo

está la vocación de que, en el caso del Ministerio de Salud

Pública, se trabaje con la rectoría y la regulación de lo priva-

do, no hay manera de construir una perspectiva de género

en el gasto en salud si no hay una rectoría del sector priva-

do que permita introducir esta perspectiva también en la

acción, cuando vamos a un sistema nacional integrado de

los servicios de salud de asistencia médica colectiva. Hay

que superar las rigideces estructurales en el tipo de gasto y

distribución por agencia, por Ministerio o por área, aun dentro

de los Ministerios.

Hay una enorme complejidad en el punto de partida para

desagregar acciones dentro de los presupuestos globales

de cada Ministerio, de cada Unidad Ejecutora –lo voy a de-

cir muy rápidamente ahora, presentando algunos datos en

el caso del Ministerio de Salud Pública– y hay diferencias

–lo que también es importante– en los grados de apropia-

ción que se tienen con relación a un enfoque de derecho y

de género. Esta situación se da en el marco conceptual y

también en lo metodológico, y creo que estas cuestiones

son absolutamente fundamentales a la hora de decir que

estamos hablando de lo mismo.

A continuación, paso a brindar algunos datos correspon-

dientes al Ministerio de Salud Pública.E
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En lo que respecta a la participación en la estructura funcio-

nal, tanto técnica como no técnica, debemos decir que el

70% del funcionariado son mujeres. A nivel nacional, según

encuestas continuas a hogares, el porcentaje de mujeres

ocupadas en las localidades de más de 5.000 habitantes es

de un 42%. A su vez, tenemos un involucramiento muy im-

portante en el proceso de gestión y toma de decisiones.

Por otra parte, la participación de las mujeres en el sistema

mutual corresponde a un 69,53% –casi un 70%–, que es

muy similar a la registrada en el sector público. Sin embar-

go, el salario promedio –y a cuenta de una desagregación–

de los hombres se ubica en $ 22.500, mientras que el de

las mujeres es de $ 11.500. Esto responde a cómo se

desagrega en las profesiones la presencia de las mujeres.

Es más, estas diferencias no existen en enfermería, pues

en este ámbito quienes ganan más son las mujeres porque

son las que trabajan más. Aquí estamos hablando de

$ 10.500 contra $ 9.500 que ganan los hombres.

Los anestésico–quirúrgicos cobran $ 43.000 en promedio.

Esta es cifra muy grosera porque lo que se hace es tomar

todo lo que se paga por este concepto y se lo divide entre el

número de médicos anestésico–quirúrgicos. También aquí

hay un efecto distorsión que tiene que ver con la cantidad

de horas que trabajan las mujeres –que tienen una segunda

tarea–, que hace que no puedan trabajar igual que los hom-

bres en la salud. Entonces, en esta especialidad, los hom-

bres ganan $ 43.711 y las mujeres $ 24.461.

Antes de finalizar quiero señalar que mi intención es asig-

narle al Programa Salud y Género algunas tareas a efectos

de que pasen a integrar el Presupuesto. Me gustaría que

esto se haga en este ámbito que fue convocado para hablar

sobre este tema porque, de lo contrario, no habrá presu-

puesto de género. Digo esto, porque esta tarea no será rea-

lizada por la conducción del Ministerio ni por el Subsecreta-

rio, sino que hay que ponerse a trabajar para que ello sea

posible. En este sentido, las reflexiones que deseo plantear

son cinco.

Por un lado, quiero decir –más allá de que ya lo manifesté,

pero considero que es el punto de partida– que la voluntad

política de asegurar el enfoque de género que tiene la con-

ducción del Ministerio, es una condición necesaria pero no

suficiente.

Por otra parte, la lógica tradicional y la inercia que tienen los
presupuestos –el nacional y el sectorial– no reconoce cru-

ces de programas, escalas, ni gestión. Los presupuestos

son otra cosa y se deben cambiar. Precisamente, la gestión

y la política -no así el aspecto económico–financiero–; son

las vías que harán esto posible. Tenemos que salir del

fatalismo de los presupuestos; debemos discutirlos y cons-

truirlos desde abajo.

Es importante que exista un liderazgo de programas para

conocer sus estructuras, a la vez que sería bueno buscar

alianzas e integrar espacios de evaluación de gestión que

hagan visible la sensibilidad de género del gasto social en

salud tanto en el sector público como en el privado. Creo

que se debe tender hacia una vigilancia activa del gasto a

efectos de poder establecer la orientación que permita re-

ducir las brechas de género existentes. E
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Finalmente, dejo planteada la siguiente interrogante: ¿Cuán-

tos componentes del cambio de modelo de atención con

enfoque de derechos y de género tienen una expresión

presupuestal y cuántos no? Considero que a la hora de cons-

truir los presupuestos debemos empezar a valorar aquello

que es intangible en términos presupuestales, pero que re-

sulta esencial al momento de cambiar efectivamente el mo-

delo de atención.
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El Ministerio de Salud, que juega un rol fundamental en los cambios de conduc-

ta de la población si atiende las diferencias conductuales y culturales de ambos

sexos, explicita en su Plan Estratégico 2006–2010, claramente en el caso del

Hospital Pereira Rossell las responsabilidades sobre las políticas de salud sexual

y reproductiva que se propone profundizar.

Sin embargo en la mayoría de las Unidades Ejecutoras, tanto en Montevideo

como en el Interior, no se incluye en el gran objetivo de promoción, prevención

y educación de la salud, la diferenciación de género en los temas de la salud.

En general las acciones sean de capacitación, de atención específica de la pobre-

za, de la mejora en el registro informático de los datos de los usuarios o la

educación en vida saludable, no discrimina los efectos diferenciales al no incor-

porar indicadores por sexo.

La intervención del Subsecretario describe datos bien significativos en cuanto a

la composición de la plantilla ministerial por sexos y las diferencias salariales

registradas. Son un aporte sustancial para visibilizar e investigar por qué se

generan esas inequidades en las remuneraciones.

La últimas interrogantes que se plantea el jerarca con relación a cuántos com-

ponentes del cambio de modelo en atención de la salud que incorporan la pers-

pectiva de género tienen expresión presupuestal, es justamente el esfuerzo
que estamos solicitando que se realice por parte de las autoridades mi-
nisteriales para la Rendición de Cuentas.
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La formación de los equipos de salud de todo ASSE con la incorporación de los

derechos diferenciados de los usuarios por sexo, edad, opción u orientación

sexual, discapacidad, etnia, sector social, etc. implican recursos, seguimiento,

elaboración de protocolos de actuación, normas de accesibilidad, de ética, de

infraestructuras adecuadas, de evaluación de resultados, de construcción de

indicadores nuevos, etc.

Todo eso son recursos, que por supuesto son una inversión en prevención y por

lo tanto en ahorro en la medicalización, internación, tratamientos, pérdida de

vidas, etc.

La coordinación de los programas priorizados por el propio Ministerio no se

traduce en la planificación estratégica del Inciso y tampoco se integra en la

coordinación territorial con el los programas del MIDES, que tienen un fuerte

componente de participación de la población femenina más vulnerable.

Asimismo , los equipos de salud deben tener en el territorio la coordinación con

los servicios de la Justicia para los casos de derivación de la violencia, elemento

que tampoco encontramos en las actividades detalladas ni en las líneas de tra-

bajo de plateadas en la intervención del Ministerio.

El reforzamiento presupuestal del Programa de Salud y Género es imprescindi-

ble, sobre todo en la etapa de traspaso de programas y capacitaciones hacia los

efectores de ASSE.

No vemos tampoco una línea de trabajo sobre la actualización de las viejas nor-

mas de actuación o de marco del MSP, aunque de hecho se están haciendo y falta

visibilizarlas para medir su desarrollo y sus impactos.
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El Presupuesto del
Poder Judicial

Dr. Elbio Méndez Areco
Director General de los Servicios Administrativos

Poder Judicial

Introducción
El Presupuesto desde una perspectiva de género, es para muchos, entre quienes nos inclui-

mos, una forma nueva de acometer su elaboración, con una visión no habitual hasta el

presente, que nos permitirá contribuir a eliminar o atenuar en una primera instancia, al me-

nos, algunas desigualdades.

En el caso concreto del Poder Judicial, si bien en la reciente instancia presupuestal no se

encaró expresamente con dicha visión del proyecto que finalmente se consagró en la ley Nº

17.930, desde la sanción de diferentes normas como la relativa a la temática de Violencia

Doméstica, Código de la Niñez y la Adolescencia, etc., se impuso al Poder Judicial la nece-

sidad de proceder a una mayor especialización de sus servicios, a efectos de atender ade-

cuadamente las obligaciones que la nueva normativa le impuso.

Es así, que en una primera instancia en el año 2002 se adoptaron medidas tendientes a que

los Juzgados Letrados de Familia en Montevideo y los Juzgados Letrados con dicha compe-E
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tencia en el Interior del país, se organizaran transitoriamen-

te para funcionar en las nuevas condiciones impuestas por

la ley Nº 17.514 de Violencia Doméstica, si menoscabo del

resto de los cometidos a su cargo, con los mismos recur-

sos materiales y humanos con que contaban en aquel mo-

mento. Otro tanto ocurrió con los equipos multidisciplinarios

que deben asesorar a los Magistrados, en Montevideo se

adaptaron a las necesidades actuales, en la medida posi-

ble, no así en el Interior del país donde aún hoy son inexis-

tentes, por o cual los Jueces se encuentran en notoria des-

ventaja frente a sus colegas de la Capital, a la hora de apli-

car la nueva normativa.

La cita de estos antecedentes tiene por objeto destacar que

muchas veces la realidad se nos impone y aún sin tener

plena conciencia de ello, se comienzan a tomar decisiones

que van en el sentido requerido por el tema que nos convo-

ca en este Seminario.

En efecto en lo que ha sido un paso más en el sentido

indicado, el Poder Judicial luego de la sanción de la ley Nº

17.707 en el mes de octubre del año 2003, posibilitó que

mediante la utilización de los recursos obtenidos en la

misma, la Suprema Corte de Justicia dispusiera la espe-

cialización de cuatro Juzgados Letrados de Familia para

atender específicamente la problemática de Violencia Do-

méstica en la Capital, sedes que se encuentran en funcio-

namiento desde el me de diciembre del año 2004. Dicha

ley fue a instancias del propio Poder Judicial en conjunto

con las Asociaciones Gremiales que lo componen, consti-

tuyéndose en una experiencia inédita de trabajo en equipo

que permitió alcanzar importantes consensos, sobre cuya

base luego se edificó la propuesta para el presupuesto

quinquenal.

Posteriormente por medio de la transformación de cargos,

en el mes de junio del año 2005 se aumentó en un turno la

Justicia de Adolescentes en Montevideo, constituyendo de

esta forma cuatro Magistrados para la atención de esta ma-

teria que desde la aplicación del nuevo código de la Niñez y

la Adolescencia, ley Nº 17.823 de setiembre de 2004, exi-

ge una mayor presencia del juez en las audiencias y con

plazos muy acotados para el dictado de las sentencias.

Como vemos, estos han sido hitos que han ido posibilitan-

do atender más adecuadamente las cuestiones de género,

aún cuando no lo han sido en el marco de una planificación

estratégica como hubiera correspondido, pero ha sido igual-

mente útil, sobre todo teniendo en cuenta el marco de res-

tricciones en que dichas soluciones se fueron implantando.

Presupuesto Quinquenal
2005–2009
Sin perjuicio de lo señalado, cabe destacar que en el actual

Presupuesto se aprobaron algunas creaciones de cargos

técnicos para atender los requerimientos de equipos

multidisciplinarios que asistan a los Magistrados en el Inte-

rior del país; los mismos no son suficientes, pero fueron los

posibles en el marco de restricción con que debió elaborar-

se el presupuesto, naturalmente, ello no permite una co-

rrecta planificación pero implica comenzar a recorrer el de-

bido camino. E
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En lo que consideramos un avance gradual en el sentido de

lograr un Presupuesto definido a partir de objetivos y metas

que incluya la perspectiva de género, el Poder Judicial viene

trabajando a través de sus Servicios de Apoyo, con un método

de planificación estratégica desde el año 2001. A partir de en-

tonces, a lo que deben agregarse las pautas de formulación

presupuestal establecidas por el Poder Ejecutivo para el pre-

sente quinquenio, el Poder Judicial aplicó esta técnica en su

elaboración, definido Misión, Visión, Valores, determinando asi-

mismo sus Fortalezas y Debilidades, para establecer a partir

de allí lineamientos estratégicos, objetivos, metas e indicadores

que nos permitan posteriormente evaluar si la gestión cumpli-

da y los recursos asignados fueron destinados a los objetivos

y metas establecidos previamente, así como comprobar en

qué forma se cumplió con lo planificado, lo que incluye la te-

mática de género en términos generales en toda su dimensión.

Cabe señalar además que el Presupuesto Quinquenal vigente,

se trabajó en forma conjunta con las Asociaciones Gremiales

que representan a los funcionarios de todos los escalafones

que componen el Poder Judicial, actividad que concluyó en un

proyecto de consenso aprobado por la Suprema Corte de Jus-

ticia, que lo remitió al Parlamento para su consideración.

En el mismo, en relación a la temática a que se viene hacien-

do referencia, se logró materializar –como ya se señaló– la

creación de cargos que permitirán conformar los equipos

multidisciplinarios asesores de los Jueces para el Interior del

País, no en el número pretendido, que era uno por Juzgado

Letrado, lo que impondrá que deban actuar por departamen-

tos y/o regiones, pero consagrándose igualmente un claro

avance en relación a la situación actual.

Igualmente se crearon algunos cargos de Magistrados, así

como los cargos técnicos y administrativos asociados, para

posibilitar un principio de especialización de la magistratu-

ra, en materias por un lado Penal, Adolescentes y Aduana y

por otro en materia de Civil amplio (que incluye Familia y

Menores), en aquellas ciudades en que existe un Juez Le-

trado único, con competencia por ende en todas las mate-

rias, (Young, Chuy, Río Branco, Bella Unión, Dolores y Paso

de los Toros), lo que redundará en una mejor atención de

las diferentes problemáticas sometidas a decisión de los

Jueces, incluyendo naturalmente violencia doméstica, ni-

ñez y adolescencia.

Tal como se sostiene, el análisis del gasto público procuran-

do determinar cómo se benefician hombres, mujeres, niñas

y niños del mismo, nos coloca en posición de concluir si se

incluye un enfoque de género, por lo cual proporcionaremos

algunas cifras del destino de los créditos presupuestales del

Poder Judicial, que nos ilustrarán al respecto, sin desconocer

que esta información refiere al ámbito concreto del que nos

venimos ocupando, pero teniendo presente que en el resto

de la actividad es eminentemente social. En ese sentido pue-

de señalarse que el Presupuesto Total del Poder Judicial por

todas las fuentes de financiamiento es aproximadamente de

U$S 60.000.000 (dólar a $ 25) y el 79% se destina a Suel-

dos, el 6,3% a Inversiones y el 14,7% restante a Gastos de

Funcionamiento.

Dentro de dicho Presupuesto están incluidas partidas para

retribuciones destinadas a asuntos jurisdiccionales relacio-

nados con temas de género, tal como se ha venido deta-

llando en esta breve reseña:E
l p

res
up

ue
sto

 de
l P

od
er 

J
ud

ici
al

La
 re

al
id

ad
 u

ru
gu

ay
a

13
0



i Por la ley Nº 17.707 se otorgaron créditos presupues-

tales de Rentas Generales al Poder Judicial lo que hoy

representa un 1,4% del Presupuesto Total de Sueldos

para atender especialmente la materia Violencia Domés-

tica en la Capital, específicamente para la creación de

cuatro juzgados en materia de Familia con el equipo de

técnicos (actuarios, psicólogos, asistentes sociales,

médicos, defensores de oficio), administrativos y auxi-

liares. Asimismo se autorizó por única vez una partida

de inversiones que se financió con Fondos Propios del

Poder Judicial para la instalación de dichos juzgados

que representó un total de U$S 100.000 (dólar a $30)

por única vez. El local utilizado fue otorgado en

Comodato por parte del Poder Ejecutivo, pues era el

que ocupaba la Dirección General Impositiva, por lo que

se procedió con la partida antes detallada a la refac-

ción en el año 2004 de un sector inmueble sito en la

calle Rondeau y Valparaíso. Además se autorizó tam-

bién con Fondos Propios a financiar gastos de funcio-

namiento de los nuevos juzgados por un monto aproxi-

madamente de U$S 100.000.

i Por la ley de Presupuesto Quinquenal Nº 17.930 está

prevista la habilitación de partidas presupuestales finan-

ciadas por Rentas Generales a partir del año 2007 y en

el año 2008 para la creación de 17 cargos de Asistentes

Sociales, 11 Psiquiatras y 18 Psicólogos en el Interior

del país, para conformar los equipos multidisciplinarios

que atiendan a los Magistrados en materia Violencia Do-

méstica, Familia y Menores, Adolescentes y Penal. Ello

representará en total un aumento del Presupuesto asig-

nado al Poder Judicial en un 0.87% respecto al actual.

Seguimiento por evaluación
de los procedimientos con
relación a temas de género
En cuanto al seguimiento de la reformas mencionadas en el

ámbito del Poder Judicial, la Comisión para la puesta en

funcionamiento de los Juzgados Especializados en Violen-

cia Doméstica, posee facultades según resolución de la

Suprema Corte de Justicia, magistrados, Actuarios y Téc-

nicos, con la concreción de un proyecto de relevamiento de

datos estadísticos en los Juzgados de Familia que atienden

la materia Violencia Doméstica, que nos posibilite alcanzar

los siguientes objetivos:

1. Conocer las características de la demanda y de los ciu-

dadanos involucrados en los fenómenos de violencia

doméstica.

2. Analizar el nivel de eficacia de las respuestas dadas por

el Poder Judicial a los problemas llevados a los estrados.

3. Identificar los problemas más frecuentes que se dan en

el proceso y que interfieren en la respuesta que la Jus-

ticia da a la situación.

Se adjunta proyecto realizado por la Socióloga Mª Eugenia

Caggiani y la Dra. Wilma Fernández del departamento de

Estadísticas de la División Planeamiento y Presupuesto de

los Servicios Administrativos, destacando que aún no ha

recorrido la debida instancia de aprobación ante la Supre-

ma Corte de Justicia.

Finalmente estimamos que la composición de la fuerza de

trabajo el Poder Judicial, facilitará una rápida sensibiliza-

ción en esta importante temática, en tanto según trabajo del E
l p

res
up

ue
sto

 de
l P

od
er 

J
ud

ici
al

La
 re

al
id

ad
 u

ru
gu

ay
a

13
1



Lic. Javier Donnangelo (Sociólogo del Poder Judicial) de

agosto del año 2002, puede apreciarse:

i los hombres representan tan sólo una tercera parte;

i a excepción de los escalafones especializado y de auxi-

liares (los menores en número), en los restantes, las

mujeres constituyen la mayoría absoluta. Este predo-

minio femenino es particularmente acentuado entre los

Técnicos y los Administrativos, estando más equilibra-

do entre los Magistrados (entre los cuales la propor-

ción de mujeres alcanza, de todos modos, un 53%).
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De la formulación estratégica presentada por el Poder Judicial se destaca el

fortalecimiento de los Servicios de Justicia a través de un mejor funcionamien-

to y la creación de juzgados, la capacitación de los funcionarios de Servicios de

Apoyo y Defensorías, en especial con relación a la aplicación de la Ley de Violen-

cia Doméstica y del Código de la Niñez. Sin embargo no hay una presentación de

seguimiento por evaluación de los procedimientos con relación a estos temas.

De la presentación destacamos el compromiso con un proyecto de relevamiento

sobre los procedimientos de respuesta del PJ ante las demandas de violencia

doméstica y el objetivo de identificar los problemas que interfieren para una

ejecución exitosa de la prevención. Esperamos que esto se vea reflejado en

indicadores de resultados en las Rendiciones de Cuentas.

Del aumento señalado insistentemente por el Poder Judicial en los casos de

Familia y Violencia o Niños y Adolescentes, no se desprende como Objetivo
General o por lo menos estratégico, la jerarquización de esos servicios en todo

el país, salvo por la demanda de recursos.

Con la importancia que tienen estos Juzgados y estos Jueces para la ciudada-

nía, notamos una falta de acentuación en la necesidad de jerarquizarlos al mis-

mo nivel que tiene, en el imaginario del Derecho, la categoría de Penal.
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Análisis del Presupuesto de ANEP
con perspectiva de género

Consejera Prof. Lilián D´Elía
CODICEN

A los efectos de contextualizar el Presupuesto de ANEP en el marco de los objetivos de este

Seminario, consideramos pertinente retomar una de las ideas centrales de la exposición de

la Ec. Alma Espino, la que corresponde a la definición de «presupuesto con perspectiva de

género», lo que permite ubicar nuestro análisis desde esa conceptualización:

«Es un presupuesto que incorpora la categoría de género, las necesidades, derechos y

obligaciones diferenciales de hombres y mujeres en el diseño de sus programas, planes y

actividades específicas, así como en el reparto de los recursos públicos».

El objetivo de tal enfoque es anticipar los impactos que el gasto público tendrá sobre hom-

bres y mujeres, niños y niñas, procurando disminuir la desigualdad entre géneros.

Independientemente de que en la elaboración de un presupuesto se haya considerado a

título expreso la igualdad de género, se puede desarrollar un análisis de este tipo formulan-

do, según Diane Elson, una serie de preguntas tales como:

1. ¿los impactos planificados y producidos promueven la igualdad de género? E
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2. ¿los resultados son equitativamente distribuidos entre

hombres y mujeres;

3. ¿las actividades se diseñan de modo tal que resulten

igualmente apropiadas para mujeres y hombres y son

adecuadas para alcanzar la igualdad de género?

Para llevar a cabo el análisis propuesto, nos enfrentamos a

la necesidad de localizar dos vertientes en lo referente al

presupuesto de ANEP:

1. la correspondiente a sus fines educativos, estudiando

el gasto destinado a la formación de nuestros jóvenes

y, por otra parte,

2. la política que la Administración desarrolla respecto a

su funcionariado.

1. A la luz de las interrogantes planteadas anteriormente y

en lo que refiere al área educativa podemos sostener

que, a título expreso en algunos casos, implícitamente

en otros, el presupuesto de la ANEP tiene, en términos

generales, una perspectiva de género. No obstante ello,

y para no llamarnos a engaño, es preciso señalar, des-

de el comienzo, que falta aún camino por recorrer para

que ese objetivo se constituya en una realidad en el

seno de la ANEP.

Todavía, a pesar de las condiciones igualitarias en el

ingreso y de la misma asignación presupuestal por niño

y niña escolarizados, se mantienen formas sutiles y no

tanto de discriminaciones de género. Entre otros ejem-

plos, los docentes, al igual que la sociedad, mantene-

mos un lenguaje sexista en el uso privilegiado del mas-

culino, hacemos una desigual valoración de actitudes y

comportamientos según correspondan a niñas o varo-

nes y no hemos atendido suficientemente la previsión

de espacios que atiendan necesidades diferentes.

Es claro aún, a pesar de los avances en la materia, el

carácter sexista de algunos textos escolares que re-

fuerzan los estereotipos sociales sobre los roles de

género.

2. Respecto a la segunda vertiente mencionada, esto es,

la relativa a las y los funcionarios, esta administración

pretende profundizar la tradicional política de equidad

que caracterizó a nuestra educación pública.

Quizá debamos replantearnos, si la orientación del pre-

supuesto asignando remuneraciones equivalentes a fun-

cionarias y funcionarios, no está cometiendo la misma

inequidad que se observa en la sociedad en general, al

no tener en cuenta las diferentes necesidades que la

mujer tiene, pues sus responsabilidades extra labora-

les suelen ser distintas a las de los hombres. ¿Pueden

todas las mujeres acceder a cursos de perfecciona-

miento fuera de sus horarios de trabajo, aunque los

mismos sean gratuitos? ¿Están los cargos directivos

proporcionalmente distribuidos entre ambos géneros?

¿Estamos acostumbrados a cruzarnos con choferes del

sexo femenino en nuestra administración?

Intentemos, ahora, responder a las preguntas formuladas

inicialmente:

¿Los impactos planificados promueven la igualdad de gé-
nero? Podemos afirmar, en términos generales, que sí. Que

a ello se apunta al definir como objetivos la igualdad deE
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oportunidades en el acceso, la permanencia y el egreso (este

último, en la actualidad, favorable a la mujer) y en lo atinen-

te a la calidad de la educación que se imparte.

Los resultados ¿son equitativamente distribuidos? A la

interna de la ANEP decimos que sí, lo cual no garantiza,

desde el punto de vista social, la igualdad de oportunidades

en el desarrollo laboral y profesional de nuestras egresadas

y egresados.

Según el documento de Naciones Unidas sobre las Metas

del Milenio:

«En Uruguay, donde las mujeres participan ampliamente

de la Educación e incluso acumulan en promedio más años

de estudio que los hombres, los niveles de educación for-

mal alcanzados no logran reflejarse plenamente en el mun-

do laboral. Ello podría estar relacionado con que el sistema

educativo no es un ámbito que interpele las pautas más

rígidas de las relaciones de género... Es justamente en el

sistema educativo donde se pueden realizar aportes rele-

vantes a la equidad de género, tanto desde los contenidos

curriculares como desde la llamada curricula oculta.»

¿Las actividades se diseñan de modo tal que resulten
igualmente apropiadas para hombres y mujeres y son ade-
cuadas para alcanzar la igualdad de género?

La respuesta a esta interrogante nos introduce directamen-

te en el análisis de los contenidos de nuestra propuesta

presupuestal y las grandes definiciones de la misma plan-

teadas en la Exposición de Motivos que la fundamenta. Allí

se establecen como ejes articuladores de las partidas soli-

citadas las líneas de política de Educación para los DDHH y

formación de ciudadanía:

«Partiendo de la definición de desarrollo humano como pro-

ceso de expansión de las libertades reales de los ciudada-

nos se sostiene que no es posible mejorar los niveles del

mismo si el Estado no garantiza el cumplimiento efectivo

de los DDHH. Para que las personas puedan, efectivamen-

te, ejercer y expandir sus libertades y de esa forma contri-

buir al desarrollo humano de su comunidad, la sociedad

debe corregir las desigualdades de origen».

Pensar la educación, como esta administración lo hace, des-

de un enfoque de derechos humanos y desarrollo humano

implica avanzar más allá de las metas de acceso, retención

y egreso; supone examinar el tipo y la calidad de la educa-

ción que una sociedad brinda a sus niñas, niños y adoles-

centes.

El fin último de la educación es la formación de ciudadanas

y ciudadanos, personas que puedan ejercer sus libertades

fundamentales y exigir el cumplimiento de sus derechos en

una sociedad democrática.

El derecho a la educación, como todos los derechos huma-

nos, se define no sólo por la universalidad de su titularidad,

sino también por la universalidad de los mecanismos gene-

rados desde el estado para su ejercicio. En otras palabras,

desde esta perspectiva, resulta inadmisible que el Estado

contemple o tolere cualquier forma de discriminación, sean

estas por razones socioeconómicas, raciales, étnicas o de

género. (Inadmisible sí, pero lamentablemente, bien sabe-

mos, que de hecho se dan). E
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Neutralizar las desigualdades de origen lleva a combatir toda

forma de discriminación negativa, evitando o corrigiendo

en los centros docentes, como ha sido siempre la tradición

nacional, toda manifestación de racismo, de machismo o

de segregación de los diferentes.

Así por ejemplo, es uno de los compromisos de la ANEP,

velar por la calidad y la pertinencia de la educación en las

zonas rurales y garantizar que niñas, adolescentes y muje-

res encuentren en los centros educativos un apoyo expreso

a la defensa de sus derechos.

En su documento de Balance de la gestión 2005, el Director

Nacional de Educación Pública expresa: «Entre los grandes

desafíos de futuro que esta administración tiene plantea-

dos está el de conceder especial atención a todo lo relativo
a la educación de niñas, adolescentes y mujeres. Entre otras

razones por la enorme y creciente gravitación que la mujer

tiene en la educación de sus hijos, en la vida familiar y en la

organización comunitaria. Son generalmente la mujeres las

más exigentes cuando se piensa en el futuro del núcleo

familiar y de la sociedad en general. Y son ellas también las

que están demostrando una mayor apetencia por el estudio

y una mayor capacidad de organización. Prueba de ello son

los doscientos grupos de mujeres hoy organizadas en el

medio rural con dos mil integrantes, dos organizaciones de

tipo federativo, actividades productivas en expansión y un

relacionamiento de nivel nacional e internacional que les

abre cada día nuevas perspectivas.»

Es en la población femenina donde se dan las menores ta-

sas de analfabetismo. Si bien en educación inicial y prima-

ria la asistencia no presenta diferencias de género, en la

Enseñanza Media aparecen estas a favor de la mujer. Las

niñas y jóvenes permanecen más tiempo en el sistema edu-

cativo, tienen un mejor desempeño escolar, lo que se tradu-

ce en tasas de extra edad y repetición inferiores a las de los

varones.

Es, por tanto, forzoso que el sistema educativo reconozca

este cambio y lo apoye con oportunidades educativas muy

variadas. En tal sentido, son pasos ya dados por esta Admi-

nistración la instalación de las Comisiones de Educación

Sexual y de Educación Rural. Nos proponemos así mismo,

la integración de grupos de trabajo relativos a la Educación

de Jóvenes y Adultos y de Salud. El cometido de estas co-

misiones es asesorar al CODICEN en la definición de políti-

cas educativas en estas materias, contemplando especial-

mente la perspectiva de género.

Un renovado enfoque de la educación de jóvenes y adultos

tiene que ser la ocasión de que muchachas y mujeres, y en

particular las madres jóvenes, estén equipadas de valores y

conocimientos que les permitan lograr el máximo desarro-

llo personal y la mejor inserción en el contexto social. Sos-

tenemos que en materia educativa, todo programa es una

apuesta de futuro y todo gasto una inversión. Es en la edu-

cación de la mujer donde mejor percibimos la veracidad de

estas convicciones.

En el art. 7 de nuestro mensaje presupuestal, elevado a con-

sideración del Parlamento, solicitamos partidas que permi-

tieran atender las erogaciones emergentes de la aplicación

de innovaciones educativas que (sin desmedro de las sur-E
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jan del debate educativo nacional) promoverán la introduc-

ción en la curricula de programas transversales vinculados

a derechos humanos, educación sexual y análisis de géne-

ro. La integración de la Educación Sexual en los programas

de Primaria, Educación Media y Formación Docente puede

contribuir al desarrollo y ejercicio de identidades masculi-

nas y femeninas libres de estereotipos y prejuicios.

Sin embargo, aún podemos manejar otro tipo de argumen-

tación, desde una visión socio–económica: la equidad es

por sí, razón suficiente para que los gobiernos traten las

disparidades de género. Pero a esto se agrega la evidencia

de que la inequidad de género conlleva grandes pérdidas no

solo para las mujeres, sino también para los hombres y los

niños: reduce la productividad y el desarrollo de las capaci-

dades humanas y tiene efectos adversos en la tasa de cre-

cimiento de las economías así como un impacto negativo

en el nivel de bienestar en general. Tal como dice Espino, la

mayor igualdad trae mayor estabilidad y cohesión social y

estos beneficios son bienes públicos que mejoran el fun-

cionamiento de la economía.

Tal vez tengamos aquí un espacio donde detenernos a pen-

sar, a investigar, por ejemplo, sobre cuáles son los recla-

mos de nuestras funcionarias que no han sido contempla-

dos. Es probable que la creatividad, el escuchar al otro, nos

demuestren que no todo implica grandes erogaciones pre-

supuestarias.

Lo que es seguro es que queda mucho por hacer si aspira-

mos a que nuestros derechos se vuelvan hechos.
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Los lineamientos estratégicos establecidos por la ANEP con motivo de la

presentación presupuestal 2006–2010, establecen el Objetivo de ofrecer a tra-

vés de la educación la igualdad de oportunidades.

Sin embargo en todos los objetivos de inclusión y de cumplimiento de la Con-

vención de la Niñez y la Adolescencia así como la búsqueda de estrategias para

incorporar los intereses y necesidades de los jóvenes, nunca se incorporan ele-

mentos que especifiquen sexo, edades o elementos de promoción de conductas

no discriminatorias ni violentas.

La intervención de la Consejera explicita los impulsos y los frenos que el propio

sistema lleva en sí, pero destacamos la importancia de haber incorporado en el
[...>>>]
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debate de los criterios para una nueva ley de educación, los de una ciudadanía

equitativa para hombre y mujeres, niños, niñas y adolescentes.

La incorporación de la Educación para la Sexualidad, dará cuenta de los desa-

fíos que estos cambios deberían promover. Deberían incorporarse algunos

indicadores de evaluación de resultados, números de cursos y de alumnos/as

concurrentes a los mismos, cuántos docentes capacitados, etc.

Asimismo la UTU debería incorporar el número de alumnas en las capacitacio-

nes de oficios no tradicionales, cuántas se insertan en el mercado de trabajo,

qué remuneraciones logran, etc.

[...>>>]
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INAMU: hacia un Presupuesto Nacional
con perspectiva de género

Licenciada Carmen Beramendi
Directora del Instituto Nacional de las Mujeres

En primer lugar quiero saludar a la Bancada Bicameral Femenina por esta iniciativa, así

como a UNIFEM y al PNUD por hacerla posible, y particularmente a los integrantes de la

Junta de Andalucía que nos acompañaron ayer y cuyas intervenciones quedarán para pro-

fundizar con otros y con otras a lo largo de este período.

Este tema tiene antecedentes en la experiencia realizada en la Intendencia Municipal de

Montevideo, donde se comenzó a enfocar de una manera distinta, pero el encare no tiene

precedentes a nivel nacional. Por lo tanto, nos parece tremendamente importante promover

un espacio de intercambio, de reflexión y de debate.

El título que le pusimos a nuestra intervención, «Hacia un Presupuesto Nacional con pers-

pectiva de género», intenta hacer referencia a la idea de proceso, no como atajo, tal como

muchas veces lo escuchamos para no responder a las urgencias y a las inmediateces que

también hay que ir resolviendo en las cuestiones de género, sino en términos de tratar de

identificar nuestros antecedentes, los puntos de partida, los pasos que vamos a dar para lo E
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que caracterizamos como puntos de llegada o construir esa

utopía de esa sociedad más igualitaria, más integrada y más

justa entre mujeres y varones.

En particular, lo hacemos en un momento en que en el Uru-

guay, a un año del primer gobierno del Encuentro Progresis-

ta, ha habido un intento de que el proceso de elaboración

del Presupuesto tuviera características distintas, con el pro-

pósito de que efectivamente fuera una herramienta cons-

tructora de los compromisos asumidos con la ciudadanía.

Hablo de «intento» porque, más allá de lo que hemos escu-

chado en estos días en cuanto a que ha habido cambios en

la manera de encararlo, por mi parte, en razón de que en

algún momento participé como legisladora en la Comisión

de Presupuesto –concretamente, en una suplencia–, sé que

hay algunas cuestiones que están profundamente matrizadas

en lógicas, en sistemas de creencias, en formas de pensar

las cosas que no se revierten solamente por el anuncio de

la construcción de un proceso distinto. Nos parece que en-

tender y conocer esas lógicas es una cuestión clave a la

hora de la construcción del desafío que tenemos por delan-

te en esta intervención.

Para nosotras, el poder pensar el Presupuesto con perspec-

tiva de género desde una institucionalidad nueva y en una

institucionalidad también nueva –el Ministerio de Desarrollo

Social, que tenía ni más ni menos que el desafío de llevar

adelante el primer Plan de Emergencia Social–, no fue un

proceso para nada sencillo, en la medida en que para poder

efectivamente hacer el esfuerzo de pensar en términos

presupuestales, tenemos que entender la lógica de la cons-

trucción de los presupuestos, y para ello se requiere una

experticia, tener más conocimientos de los que tenemos,

dominar ciertas claves, conocer más el aparato del Estado

y saber cómo funciona.

Al mismo tiempo, teníamos el desafío de integrarnos en la

política sustantiva del Ministerio de Desarrollo Social y de

construir nuestra propia identidad e institucionalidad inten-

tando jerarquizarla a través de las acciones que realizába-

mos en el primer año de gobierno. Este proceso no fue aje-

no a tensiones, pero fue un proceso muy rico y fermental.

Quisiera mencionar alguna tensión que es clave de identifi-

car y que tiene mucho que ver con este debate. Me refiero a

la tensión permanente entre la transversalidad y las políti-

cas específicas; entre la necesidad de dar una respuesta

más eficaz a las mujeres en mayor situación de vulnerabili-

dad social y de exclusión y, al mismo tiempo, construir una

institucionalidad que dé cuenta de los intereses, necesida-

des y demandas de las diversas situaciones que viven las

mujeres en el Uruguay.

Elegí algunas claves de lo que nos plantea el Director Gene-

ral de Presupuestos de la Junta de Andalucía. Se trata de

algunas claves que estaban en su ponencia y que me pare-

cieron muy importantes, incluso, para pensar en términos

de lo que voy a compartir con ustedes. La primera clave

identifica la necesidad de la información como una cues-

tión básica. En esto de la información, la realidad de inte-

grar una única Unidad Ejecutora con otro conjunto de direc-

ciones plantea un nivel de complejidad mayor, desde el punto

de vista de la desagregación de la información. Si bien lo

vamos a plantear al final, debo decir que tiene una comple-

jidad mayor porque no es un presupuesto propio; se cuentaE
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con una asignación de un presupuesto en el marco de una

Unidad Ejecutora y, en realidad, se hace un gran esfuerzo el

primer año para identificar qué es lo del Instituto dentro de

lo que hay en el conjunto. Entonces, como primera cues-

tión, tenemos la necesidad de la información como algo

básico.

Cuando se refiere a la necesidad de la información se apun-

ta, por un lado, a la información que tiene que ver con clari-

ficar las metas, las asignaciones presupuestales de cada

meta en cada uno de los organismos y también al hecho de

empezar a construir un sistema de entrada de la informa-

ción diferente al que se tiene. Contamos con la presencia

de Alicia Melgar, del Instituto Nacional de Estadística, quien

sabrá mucho mejor que nosotros acerca de la necesidad de

construir un sistema de información en género que, efecti-

vamente, dé cuenta de estas cosas de una manera distinta

a la información que tenemos hasta ahora.

También necesitamos pensar en la perspectiva de la cons-

trucción de nuestro presupuesto, de manera que lo que va-

yamos integrando de experticias para la construcción del

mismo y del nivel de profesionalismo con el que hoy no

contamos en nuestro Instituto; asimismo que también ten-

ga, a través de personal directamente afectado a las tareas

del Instituto, como ser contrataciones externas, un sentido

de permanencia. Aquí aparece la segunda clave que ayer

nos planteaba el doctor Lozano en su intervención y en su

ponencia. Poder hacer que una política sea sustentable, tam-

bién implica que el recurso que transitoriamente uno puede

estar en condiciones de contratar –a través de un proyecto

se puede tener una mirada específica sobre esto– no se lo

lleve luego el viento, cuando el proyecto termina. Debemos

ver cómo esto luego se transforma en algo que va consoli-

dando un equipo más exper to a nivel de la propia

institucionalidad. Me parece que es un gran desafío que te-

nemos por delante y que tiene que ver con algunas pro-

puestas que plantearemos al final.

La otra clave que se planteaba era la necesidad de la vo-

luntad política. No comienzo porque sí la intervención con

las palabras del Presidente Tabaré Vázquez expresadas el

8 de marzo de 2005. Muchas veces los pronunciamien-

tos, las palabras, las cuestiones que se van escribiendo

desde el punto de vista de un saludo a la ciudadanía y de

un compromiso frente a un lugar concreto de gobierno,

son una expresión que luego hay que tomar como punto

de partida. Justamente, a nuestro juicio hay que tomarlo

así, porque se trata de un pronunciamiento concreto que

se hizo el 8 de marzo del primer año de gobierno, es decir,

en 2005. Esta idea de la voluntad política como punto de

partida supone también tomar los antecedentes de una

fuerza política –en la presentación de Daniel Mesa se es-

tablecía que una de las claves de la construcción de los

lineamientos estratégicos del gobierno que luego se ex-

presan a nivel presupuestal era encontrar el compromiso

que se había plasmado en el Programa con la ciudadanía–

para lograr la traducción de esas metas presupuestales en

la realidad concreta. Ese fue un ejercicio que, de alguna

manera, a todos nos hicieron realizar. En ese sentido, en

los lineamientos estratégicos del gobierno y, concretamen-

te, en los de nuestro Ministerio, se considera imprescindi-

ble incluir no sólo algunas de las frases que tímidamente E
l p

res
up

ue
sto

 de
l  

IN
AM

U

La
 re

al
id

ad
 u

ru
gu

ay
a

14
1



en el Uruguay social y democrático hacían alusión a inte-

grar la perspectiva de género a las políticas, sino también

apuntar al Uruguay equitativo. Esto lo planteamos par ticu-

larmente en las dos intervenciones que realizamos –y en

las que no nos vamos a detener–, que suponen un antece-

dente de compromiso con la ciudadanía al que de ningún

modo estamos renunciando. Esa idea del Uruguay equita-

tivo estaba planteada claramente como la de un Uruguay

articulador de los otros conceptos del Uruguay, que son el

social, el innovador, el productivo, el democrático, el cul-

tural y el integrado.

Este Uruguay equitativo pretendía, en su formulación, in-

corporar la diversidad como una mirada de género al con-

junto de las políticas. ¿Por qué digo que lo tenemos que

tomar también como un punto de partida? Porque si bien

no fue un Uruguay presentado al igual que los otros previo a

la campaña electoral, se planteó ante la ciudadanía de in-

mediato a la primera ronda del balotaje, y fue acompañado

por el Presidente del Frente Amplio como parte de los obje-

tivos programáticos que la fuerza política apoyaba y esti-

mulaba. En lo personal, tuve un debate sobre este aspecto

con la persona de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto

que fue a entrevistar a cada una de las Direcciones para la

elaboración del Presupuesto. El entrevistador era un joven

que mostraba gran avidez por informarse, entender, aproxi-

marse y escuchar, por lo cual tuvimos una reunión muy lar-

ga, en la que le fui contando todo el proceso relativo al Uru-

guay equitativo. Precisamente, este Uruguay equitativo es

un punto de partida que tenemos que asumir como un com-

promiso con las mujeres de todo el Uruguay. Hemos reco-

rrido todo el país presentando esa idea y, por lo tanto, con-

sidero que se trata de un compromiso insoslayable y, repi-

to, un punto de partida para la actuación de este gobierno

en el que estamos trabajando.

En cuanto a la mención que hemos hecho del género en las

políticas públicas, es un aspecto en el que no voy a dete-

nerme, pero que sí está muy integrado a nuestro acervo

permanente. A lo que sí quiero referirme es a la justicia so-

cial con respecto a la búsqueda de la calidad democrática,

a la eficacia y la eficiencia en la promoción del desarrollo,

que son conceptos que, de alguna manera, en el día de ayer

en las intervenciones de los panelistas del exterior se plan-

tearon como fundamentales a la hora de legitimar el debate

de género en el Presupuesto.

Por otra parte, hay que tener en cuenta que las políticas de

inclusión social, que son un objetivo prioritario de este go-

bierno, tienen en las mujeres a sus principales protagonis-

tas. Con esto no sólo me refiero a las que están haciendo

un esfuerzo por salir de la exclusión, sino también a aque-

llas que son ejecutoras directas de las políticas de inclusión

en el propio Ministerio de Desarrollo Social.

Quisiera referirme brevemente a por qué es necesario iden-

tificar las desigualdades de género en el Uruguay. La relati-

va a la participación de las mujeres en la política no vamos

a analizarla ahora, pero sí quiero hablar sobre lo que ocurre

con la población que se encuentra bajo el Plan de Emergen-

cia Social. De los beneficiarios de ese Plan, el 52% son

mujeres y de ese universo total de mujeres el 40% son ni-

ñas. Del total de jefes de hogar, el 58,9 % son mujeres y elE
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41,1 %, hombres. Posteriormente, cuando de esas cifras

se desagregan las jefaturas monoparentales vemos que las

mujeres son el 94,8 % del total.

Respecto a otras desigualdades de género identificadas

en los programas que lleva adelante el Ministerio de Desa-

rrollo Social, podemos decir que más del 70% de los be-

neficiarios del Programa «Trabajo por Uruguay» –que a la

fecha ha generado 2.800 oportunidades a nivel nacional–

son mujeres. Asimismo, el 80% de los beneficiarios del

Programa «Rutas de Salida a la Emergencia Social», son

mujeres. Esto último nos parece una cuestión que, de al-

guna manera, queremos identificar o señalar en el proce-

so de la inscripción de la gente en los programas de traba-

jo, que no son típicamente de empleo, sino que implican

una experiencia laboral para promover procesos de afir-

mación, de autoestima, de «empoderamiento», de recu-

peración de saberes. En este sentido, existía la idea de

que se iba a inscribir en este tipo de programas, que en

muchos casos no incluye trabajos típicamente femeninos,

un mayor porcentaje de hombres; contrariamente a esto,

la inscripción al Programa «Trabajo por Uruguay» fue

mayoritariamente femenina.

Esto habla de que existen algunos datos que son distintos a

otros que tuvimos ocasión de compartir en una actividad

con CEPAL respecto a otros lugares de América Latina. Aquí

habrá que encontrar qué es lo que está pasando y promover

alguna reflexión al respecto. Nos parece que es interesante

el hecho de que existan mujeres que buscan a través de la

inserción en un trabajo transitorio, una salida distinta para

su situación y su condición social.

Por otro lado, tenemos el dato de la violencia doméstica,

que habla de las desigualdades que existen dentro de la

vida de las familias.

También podemos señalar las desigualdades de género en

el mercado de trabajo. Aclaro que estos datos que estoy

compartiendo fueron elaborados a partir de una actualiza-

ción de la Encuesta Continua de Hogares y del Censo que

se realizó, junto con el Instituto Nacional de Estadística, y

se presentaron el 7 de marzo previo al lanzamiento del Plan

de Igualdad.

Nos parecía importante ubicar esto para establecer un po-

sicionamiento y saber dónde estamos parados. En ese as-

pecto, hay cuestiones que hay que rescatar desde el punto

de vista político, a la hora de la defensa de nuestros presu-
puestos.

Con relación a este tema, en primer lugar, analizamos el

marco normativo que nos regula. En ese sentido, nos pre-

guntamos dónde está el Instituto y dónde están las políticas

de género expresadas en una institucionalidad. En el Presu-

puesto Nacional, concretamente, a par tir de la Ley Nº

17.930, aprobamos la definición de los cometidos del Insti-

tuto Nacional de las Mujeres. Previo a ello, cuando el Insti-

tuto se encontraba en la órbita del Ministerio de Educación

y Cultura, donde no contaba con una dirección ni con un

cargo de dirección, éste era nominativo, ya que no tenía

expresión desde el punto de vista presupuestal. Cuando el

Instituto pasa al Ministerio de Desarrollo Social se crea el

cargo de Director General, que no estaba previsto en la an-

terior estructura organizacional. E
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El año pasado trabajamos en la elaboración de los

lineamientos estratégicos del Instituto y del plan quinquenal.

Para nosotros esto significó un proceso bastante complejo

de aprendizaje, en cuanto a la elaboración de estos

lineamientos de cara a un plan que luego comprometía es-

fuerzos en el quinquenio. Además, había una característica

que había sido anunciada –y por tal razón, todos la había-

mos tomado al pie de la letra– en el sentido de que las Ren-

diciones de Cuentas efectivamente se van a considerar como

tales. Por lo tanto, esto me parece muy importante por la

colocación de este debate en un momento en el que la Ren-

dición de Cuentas está muy cerca, más allá de que en otros

años habrá otras instancias. Además, si efectivamente son

Rendiciones de Cuentas, permitirán hacer ajustes y modifi-

caciones.

También hemos lanzado el proceso de elaboración del Plan

de Igualdad de Oportunidades y Derechos sobre la base de

la iniciativa del proyecto de ley enviado por el Poder Ejecu-

tivo. Al mismo tiempo, hemos tenido avances en la

transversalidad de género en las políticas públicas. Luego

me voy a detener más específicamente en el marco norma-

tivo, por cuestiones que tenemos que compartir desde el

punto de partida, y en el rumbo que vamos a tomar para

llegar a donde queremos.

De algún modo, este último punto tiene que ver con esto

que todos hemos trabajado cuando consideramos el Presu-

puesto: nuestra visión. Me voy a detener un segundo en

este tema y decir que el Estado, como visión de cómo nos

imaginamos, integra la perspectiva de género como una he-

rramienta de trabajo, considerando la diversidad de la so-

ciedad, de manera de garantizar el ejercicio de una ciuda-

danía activa de mujeres y hombres que profundice la demo-

cracia y asegure la justicia social.

Por otro lado, tenemos la definición de la misión, proceso

que también nos requirió la propia realización del presu-

puesto, es decir, saber claramente los cometidos sustantivos

del Instituto.

¿Qué es lo irrenunciable? El propio pasaje del Instituto a la

formulación del Instituto Nacional de las Mujeres tiene una

reformulación de los cometidos institucionales. Y como está

definido por ley como organismo rector de las políticas de

género, tiene funciones de promoción, diseño, coordina-

ción, articulación, así como seguimiento y evaluación de

las políticas públicas. A su vez, debe garantizar la igualdad

de los derechos y la equidad de oportunidades de hombres

y mujeres, asegurando la participación en los ámbitos polí-

ticos, económicos, sociales, territoriales e internacionales.

¿Cómo lo vamos a hacer? ¿Cómo el propio presupuesto lo

plantea que se haga? Tenemos que ser capaces de identifi-

car los programas. Estos –que son los que estamos com-

partiendo con ustedes–, con sus objetivos específicos, son

el de transversalidad de géneros en las políticas públicas,

con el objetivo de integrar la perspectiva de género en el

diseño, en la elaboración, en el monitoreo y en el segui-

miento de las mismas; el de violencia basado en género,

con el objetivo de implementar una política pública de en-

frentamiento a la violencia consolidada desde una perspec-

tiva de género; y el de participación política y social de las

mujeres, de la ciudadanía y el liderazgo, de manera de pro-

mover y garantizar el acceso equitativo de mujeres y hom-E
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bres en todas las estructuras del poder público, como así

también promover espacios de participación y promoción

de derechos que fortalezcan a las mujeres. Asimismo, hay

que desarrollar liderazgos femeninos mediante mecanismos

y acciones que permitan el pleno ejercicio de la ciudadanía

y su participación efectiva en los procesos de desarrollo.

Otra cuestión de punto de partida es cómo en el año que

tuvimos de ejercicio fuimos construyendo los niveles de ini-

cio de la transversalización de la perspectiva de género en

los organismos nacionales.

Trajimos sólo algunos ejemplos –en el comentario final va-

mos a decir por qué los presentamos– en la medida en que

fueron acciones que llevamos a cabo en el año 2005 con el

presupuesto que el conjunto del Estado tenía signado en el

período anterior. Por lo tanto, todo lo que hicimos fue basa-

do en el presupuesto que venía dado y que no se movió en

dicho año. Entonces, hicimos una experiencia de transversa-

lidad en el Ministerio del Interior la cual fue compartida en el

día de hoy por el Subsecretario Faroppa. Esta experiencia

fue muy interesante ya que fue un mecanismo en conjunto

entre el Instituto Nacional de las Mujeres y el Ministerio del

Interior, donde se lograron estos compromisos de políticas

efectivas de equidad de género hacia la interna de la Carte-

ra. Esto realmente nos parecía –a quienes participamos di-

rectamente– como un sueño, ya que se trata de una institu-

ción tan vertical y permeada por estereotipos sexistas como,

sin ninguna duda, es el Ministerio del Interior. Entonces, con

los Jefes de Policía Departamentales y los Directores Na-

cionales de Policía, se pudo hacer una reflexión permanen-

te de identificación de las desigualdades de género en la

Cartera y todas estas cuestiones que, de alguna manera,

compartimos con la presentación del Subsecretario Faroppa.

En Salud Pública se trabajó de manera conjunta –en el

Ministerio del Interior quedó constituido un espacio de gé-

nero– con un programa existente sobre la salud de la mu-

jer y género, y en la coordinación de la propuesta de tra-

bajo a partir del compromiso ministerial que el 8 de marzo

asumió la señora Ministra con la ciudadanía en el sentido

de identificar y responder adecuadamente en los protoco-

los de atención en salud a las situaciones de violencia

doméstica.

En el área metropolitana, trabajamos en la promoción de

políticas de género intentando transversalizarlas en un área

que articula un espacio de cuatro Municipios. Se trabajó,

fundamentalmente, en tres direcciones: coordinar, articular

e intercambiar con las áreas de género de Canelones y Mon-

tevideo y con las unidades de desarrollo de Florida y San

José, generando espacios de trabajo directo con las muje-

res de cada uno de los departamentos, a través de reunio-

nes y encuentros que, en realidad, tuvieron como producto

y resultado las doce medidas de fomento a la producción

artesanal de alimentos. Contamos con el apoyo de las Na-

ciones Unidas, más concretamente, del PNUD y de UNIFEM,

lo que hizo posible que realizáramos este conjunto de asam-

bleas, reuniones, traslados, y todo lo relacionado con los

materiales para sistematizar las mismas e identificar las cla-

ves; en definitiva, queremos destacar que existió también

un importante apoyo externo.

Con relación al Ministerio de Economía y Finanzas, la expe-

riencia concreta fue el trabajo –hecho en forma conjunta E
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con el Instituto– de la investigación llevada a cabo en el

área de la previsión social, que estuvo a cargo de un equipo

integrado por académicas y académicos de la Universidad

de la República, fundamentalmente de la Facultad de Cien-

cias Sociales. Precisamente, en este sentido, me parece

que es importante rescatar algo, en función de lo que se ha

planteado en el día de hoy. Cuando el 8 de marzo de 2005,

desde el Ministerio se anuncia la medida, el Ministro habla

de evaluar los impactos diferenciados, si los hubiere, de las

políticas con relación a mujeres y a hombres. Destaco la

expresión «si los hubiere», que significa «en caso de que

los haya». Y, en realidad, este 8 de marzo de 2006, cuando

se presentan los resultados de la investigación, se señala la

cuestión incontrastable del efecto diferenciado que ha teni-

do la reforma jubilatoria en las mujeres y en los hombres, lo

que es avalado por los propios resultados.

Otra cosa que me parece muy importante a los efectos del

debate que se realizará al cierre, tiene que ver con los nive-

les de información continua, confiable, importante y signifi-

cativa que debemos ir colocando en los distintos organis-

mos del Estado para la promoción de las políticas. Esto es

algo que volvió a traer a colación el doctor Fernández Galeano

de la intervención de Alma Espino y que considero realmen-

te importante. Concretamente, de lo que se trata es de ver

cómo vamos nutriendo de investigación e información que,

efectivamente, permita identificar en este caso cosas que

desde hace años se han venido tratando de identificar y de

revelar y, como ejemplo de ello, cito a Moriana Hernández y

a Diana Marcos, ambas provenientes del Banco de Previ-

sión Social. Pero lo cierto es que hoy, el señor Ministro de

Economía y Finanzas, a través de la investigación que pro-

movimos el 8 de marzo del pasado año, ha anunciado que

esto tiene también un impacto diferenciado con relación a

la previsión social.

Cabe señalar que con el Instituto Nacional de Estadística

comenzamos a elaborar el diseño de un sistema de indica-

dores de género, empezando por la actualización y publica-

ción de los indicadores de género 2001 – 2004. Esta publi-

cación fue hecha expresamente y en forma conjunta con

dicho Instituto, contando con el apoyo del Fondo de Pobla-

ción de Naciones Unidas y de UNIFEM. Conviene aclarar

que la publicación contiene, estrictamente, los resultados

actualizados de los datos de 2001 a 2004, sin evaluación ni

comentarios. Creemos que es muy importante este proce-

so –en el que estamos– de construcción de un sistema

nacional de indicadores de género, para lo cual hemos teni-

do también la posibilidad de contratar a dos personas, Alma

Espino y Karina Batthyany, para que presentaran una pro-

puesta sobre cómo el Uruguay se dirigirá a la construcción

de dicho sistema.

Esta propuesta nos plantea tres alternativas: una de míni-

ma, una de media y otra de máxima, por decirlo de alguna

manera. Personalmente, nos gusta mucho la de máxima,

pero en realidad este próximo mes deberemos definir cuál

de estas alternativas que se plantean en el proyecto elegire-

mos como camino para trabajar junto al Instituto Nacional

de Estadística. Nos parece que en esto tendremos también

posibilidades de integrar al propio diseño del Plan de Igual-

dad de Oportunidades y Derechos, indicadores con los que

hoy no contamos. Quiere decir que tendremos que hacerE
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otras preguntas distintas, sobre algunas cosas que hoy no

están contempladas en el Censo y en la Encuesta Continua

de Hogares.

Por su parte, la idea de cómo montar un sistema de infor-

mación distinto en todos los organismos del Estado tiene

mucho que ver con algunas experiencias que se han empe-

zado a realizar, incluso algunas disparadas por el propio se-

minario de hoy. Por ejemplo, el doctor Fernández Galeano

comentaba que muchas de estas cosas las empezó a bus-

car como consecuencia de algo que lo obligó a mirar y a

desagregar datos. Esto era algo sobre lo que nunca se ha-

bía puesto a pensar y, a pesar de ello, se obtuvieron resulta-

dos formidables, que compartimos en el día de hoy.

En el caso del Ministerio de Desarrollo Social, integramos
también al Programa de Evaluación y Monitoreo, la incorpo-

ración de la variable racial, que fuera desagregada por gé-

nero en los Programas Infamilia, en niños y niñas en situa-

ción de calle, en los programas de maltrato y abuso sexual

infantil, y en «Trabajo por Uruguay». Asimismo, incorpora-

mos dicha variable en el Protocolo de atención a las situa-

ciones de violencia doméstica. Nosotros elaboramos este

Protocolo de manera de mejorar la respuesta a la población

del Plan Nacional de Emergencia Social, pero también de

integrarlo al servicio que hoy tenemos en el Instituto.

Por su parte, también hicimos algunas incursiones en el

sistema financiero. En este sentido, quiero decir que ade-

más de proceder a la firma del Convenio de Cooperación

con el Banco de la República Oriental del Uruguay para inte-

grar la perspectiva de género en las políticas de formación

de los funcionarios, realizamos un seminario –que se dio

en llamar «El empleo en el sector financiero uruguayo»–,

para el que contamos con la presencia del Presidente del

Banco Central del Uruguay, del Director de la Oficina de

Planeamiento y Presupuesto, así como de distintos respon-

sables relevantes de las políticas a nivel nacional. De allí

surgió algo que quiero compartir con ustedes, porque me

parece oportuno hacerlo. En esa oportunidad, se dijo: «Se

empezaron a meter con lo que importa». Algunos de los allí

presentes, cuando comenzamos a presentar la necesidad

de investigar qué pasaba con el género en el sistema finan-

ciero, se mostraron entusiasmados con esta idea de que

nos empezábamos a meter en lo que importa. En este as-

pecto, la investigación tiene resultados similares a los que

fueron planteados por el doctor Miguel Fernández Galeano

en el nivel de la salud. Digo esto, porque a mayores niveles

de dedicación y de especialización, la brecha salarial es

mayor. Sin embargo, cuando esta información fue compar-

tida en ese seminario, sorprendió mucho a los gestores de

política.

En definitiva, creo que debemos tener el valor de empezar a

colocarnos en un terreno –que tal vez para la señora Alma

Espino no sea árido– al que nosotras –y en tanto mujeres,

debemos pensar sobre esto–, en general, le disparamos,

pues lo dejamos colocado en un lugar de ajenidad cuando,

en realidad, el incursionar en estos temas presupuestales

constituye el corazón de la posibilidad de ejecución de las

políticas.

Con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca fue muy

pequeña la incidencia que pudimos tener este año. Lo que E
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hicimos fue incorporar las variables género y etnia al diseño

del formulario para el relevamiento de mecanismos de avan-

ce de la mujer rural que, incluso, no fue recogido en el día

de ayer por parte del señor Subsecretario. Esta es otra de

las cuestiones que compartiremos en las reflexiones fina-

les, es decir, cómo se relaciona lo que se va gestando des-

de el punto de vista de género –y estoy pensando en expe-

riencias de la Intendencia Municipal de Canelones– y lo que

se va procesando, en tanto vínculo–relación con las políti-

cas dirigidas específicamente a la mujer. Lo importante es

saber cómo todo esto entra en la lógica del debate en la

interna de los lugares de toma de decisiones y la distancia

que existe entre una cosa y otra.

En cuanto al Servicio de atención en violencia doméstica,

relatamos las situaciones que fueron atendidas el año pa-

sado. Hicimos mención a la ar ticulación con los compo-

nentes del Plan de Emergencia y a un Acuerdo de Coope-

ración celebrado con el Juzgado de Pando, cuya firma com-

prometimos con la Suprema Corte de Justicia la próxima

semana. Quiero indicar que estamos trabajando de mane-

ra muy coordinada con el Juzgado de Pando y estamos

apuntando a instalar un servicio vinculado a la gran activi-

dad que desarrolla en esa zona. Asimismo, hablamos del

Acuerdo de Cooperación con la OIM, que procura desa-

rrollar el Programa Retorno Asistido para Migrantes Irre-

gulares en el Uruguay. Allí se incursiona específicamente

en la trata de mujeres y lo que se pretende es hacer una

contribución a la atención y acompañamiento de mujeres

que han salido de los mecanismos de mafias y tratas de

personas que fueron rescatadas por la organización inter-

nacional y a las que luego el Instituto realiza un acompa-

ñamiento, a su salida.

También contamos, en 2005, con un proyecto que en el área

de Violencia Doméstica nos permitió hacer seis talleres en

todo el país, a fin de identificar las necesidades de capacita-

ción del Poder Judicial. Cabe destacar que se trata de una

donación del Banco Mundial y que ha sufrido ciertas vicisitu-

des que, si las contáramos, nadie las creería. Alcanza con

decir que hace un año que estamos intentando el traslado del

proyecto del Ministerio de Relaciones Exteriores al Ministerio

de Desarrollo Social, a fin de que el Instituto tenga la posibili-

dad de ejecutarlo directamente; en definitiva, no estoy en con-

diciones de anunciar una fecha. De todos modos, reitero, lle-

vamos a cabo estos talleres de identificación de demandas

de capacitación, publicamos y distribuimos el Primer Plan de

Lucha Contra la Violencia Doméstica, y elaboramos y reparti-

mos 40.000 folletos de «Mano con Mano contra la Violencia

Doméstica». Cabe aclarar que esto lo hicimos, fundamental-

mente, con cooperación externa.

Con relación a las mujeres protagonistas del PANES, hici-

mos el primer proyecto piloto «Mujeres descubriendo sus

derechos», que consistió en la coordinación de un ciclo de

talleres con mujeres de los refugios de la ciudad de Monte-

video. A su vez, presentamos proyectos productivos para

mujeres afrodescendientes, y creamos un espacio de for-

mación, apoyo y desarrollo para la inserción y rehabilita-

ción social de las mujeres privadas de libertad, en la línea

de trabajo de identificar a los sectores más vulnerables que

sufren doble discriminación por raza, por lugar de residen-

cia, por situación socioeconómica, etcétera.E
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En el presupuesto nos trazamos metas, que son las que figu-

ran en el material que ustedes tienen. En la intervención que

realizó Diana Marcos ayer, ubicó, por error –y, en tal sentido,

me pidió que lo aclarara–, como meta del Instituto la integra-

ción de las mujeres a «Trabajo por Uruguay», la cual, en rea-

lidad, responde a la Dirección de Desarrollo Ciudadano. Me

pareció importante compartir con ustedes esta aclaración.

Entre las metas, ustedes verán que tenemos algunas que

hacen a la transversalidad de género en las políticas públi-

cas y otras que hemos definido y aprobado en el Presu-

puesto, tales como la capacitación para 2006 de 500 fun-

cionarios, que permita la instalación de ocho equipos focales

de género en organismos públicos; la constitución de once

organismos departamentales de género; la realización de

dos campañas nacionales sobre violencia doméstica en

medios de comunicación y de cinco programas de forma-

ción permanente en Derechos Humanos, incorporando la

perspectiva del género; la construcción de indicadores de

género para la evaluación y seguimiento de las políticas; la

promoción y construcción de la territorialidad e

implementación del Plan de Igualdad, Oportunidades y De-

rechos; la capacitación para la instalación de quince Comi-

siones departamentales sobre violencia doméstica en el mar-

co del plan de lucha contra la violencia; la coordinación y

monitoreo para la ejecución de los programas establecidos

en el Plan Nacional de Lucha Contra la Violencia Doméstica,

en coordinación con el PANES; la creación de cinco Servi-

cios departamentales especializados en violencia domésti-

ca; la realización de diecinueve asambleas departamenta-

les y del Cabildo Nacional para el fomento de la participa-

ción, la formación de liderazgo, la sociabilidad y la

implementación de redes; el fortalecimiento del servicio exis-

tente en el Instituto Nacional de la Familia y la Mujer; y la

implementación especial de los programas del INAMU para

el 70% de las mujeres protagonistas del sistema de refugio

del PANES.

A los efectos de llevar adelante estas metas, contamos con

una asignación presupuestal estimada de $ 6:000.000 para

sueldos, de $ 4:000.000 para gastos y de $ 2:000.000 para

inversiones.

Por otra parte, queremos compartir algunos desafíos a par-

tir de la reflexión que hemos tenido en estos días. El presu-

puesto tendrá que reflejar la capacidad de incidir en las des-

igualdades de género. Si no lo hace, si interviene desde una

supuesta neutralidad, sólo logrará reproducir las desigual-

dades de género. Esto, que es tan claro para una fuerza

política progresista y de izquierda, con relación a la indigen-

cia y la exclusión social, requiere de medidas proactivas

que procuren, específicamente –y con recursos–, revertir

la situación de iniquidad y de exclusión social. A su vez, es

muy importante que también se refleje en las desigualda-

des de género que atraviesan la exclusión social.

Uno de los desafíos que tenemos más fuertemente plantea-

dos, es el de identificar las marcas de género en el Presu-

puesto y construir el sistema de información.

En el año 2005, partimos de un presupuesto pautado, y la

mayor parte de las actividades que compartimos fueron lle-

vadas adelante con Fondos de Cooperación y con la infra-

estructura y los recursos humanos del Ministerio. E
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En el año 2006 comenzamos a ejecutar los recursos pro-

pios, asignados en el primer Presupuesto. Al mismo tiem-

po, hemos gestionando y comprometido más apoyo, que

es lo que nos va a permitir cumplir con las metas definidas.

Al final del Ejercicio 2006 contaremos con información que

hoy no tenemos, desagregada en metas y valores que hoy

son sólo proyecciones. Fue en ese sentido que, al comien-

zo de mi exposición, hablé de que tenemos que pensar esto

en término de procesos; de aquí partimos.

En un año de gobierno identificamos estas cosas y las co-

locamos como metas en el Presupuesto; nos comprometi-

mos y las vamos a hacer. Luego tenemos que ser capaces

de ir procesando la información.

Tenemos otros temas pendientes con relación a la institucio-
nalidad, que hacen al tema presupuestal. Uno de ellos es el

compromiso con la ciudadanía en lo que tiene que ver con

la jerarquización institucional del Instituto Nacional de las

Mujeres, con su ubicación institucional en un nivel jerárqui-

co mayor y con su autonomía desde el punto de vista de la

ejecución de su presupuesto, cosa que llegamos a formular

como la transformación del Instituto en una Unidad Ejecutora.

Me interesa resaltar las características que tuvo este debate

y que no tuvieron otros: me refiero a que este es un debate

compartido con gente de distintos lugares y que, por tanto,

tiene miradas diferentes. Tenemos acá la historia de un Es-

tado que de alguna manera hemos ido criticando por su

nivel de fragmentación, de dispersión, y por la incapacidad

de las Unidades Ejecutoras de trabajar articuladamente unas

con otras. Ayer hubo varias intervenciones de los Subse-

cretarios señalando la complejidad de los Ministerios que,

por tener distintas Unidades Ejecutoras, tienen una gran di-

ficultad en la articulación de sus políticas. Se ha ido ganan-

do –a mi juicio de manera acertada–, en términos de dise-

ños del Estado en su conjunto, una lógica de racionalidad

en la creación de Unidades Ejecutoras que me parece que,

pensada en términos del conjunto del Estado, es tremenda-

mente válida. Asimismo, es justo pensar lo que señalan los

que de alguna manera tienen más experiencia que nosotros

en el debate de la propia reforma del Estado, y es que una

vez que se crea la Unidad Ejecutora, luego es difícil remo-

verla.

Nosotros hemos preguntado por qué sucede esto. Nos han

explicado que la Unidad Ejecutora garantiza la capacidad de

ejecución y también la cuota de poder que se ve plasmada

en términos de institucionalidad. Y ante esta historia de un

Estado fragmentado en múltiples Unidades que a veces no

tienen sentido, nos detuvimos a mirar el número de Unida-

des Ejecutoras que tenían algunos Ministerios, y nos pare-

ció que era algo patético, que no se justificaba que para

cada Programa hubiera una Unidad Ejecutora.

Esto coloca el debate por la Unidad Ejecutora en el marco

de una reforma que intenta una racionalidad y procura com-

partir los recursos con el conjunto de las políticas. Digo

esto sólo para introducir el nivel de complejidad que tiene

este análisis.

Personalmente, estoy convencida de que el desafío es cómo

consolidamos una institucionalidad que, efectivamente, pue-

da tener más jerarquía desde el punto de vista presupuestalE
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y mayores niveles de autonomía. Creo –y lo he sostenido

en períodos anteriores– que en el Uruguay eso sigue lla-

mándose Unidad Ejecutora. Al mismo tiempo, creo que el

desafío de esa institucionalidad con mayor autonomía y más

jerarquía en el Presupuesto, debe comprometer recursos

para el Instituto, pero también para que todos los Ministe-

rios se comprometan –tal como lo planteaba el señor Daniel

Mesa en su intervención– y tomen en cuenta la necesidad

de desagregar la perspectiva de género, integrándola a sus

metas presupuestales.

Respecto al Plan de Igualdad de Oportunidades y Dere-

chos a nivel nacional, como imperativo legal aunque con

otra clave –relatada por el representante de Andalucía–,

me parece oportuno señalar que no es lo mismo cons-

truirlo por la voluntad política de un Poder Ejecutivo que

tiene la intención de lanzar este Plan y lo ha expresado en

una acción simbólica que luego hay que traducir en térmi-

nos concretos de asignación de recursos –voluntad ex-

presada el 8 de marzo de 2006 con la presencia del señor

Presidente y los Ministros–, que mediante la acción del

Poder Legislativo, que garantizaría que su marco normati-

vo trascendería un período de gobierno. Seguramente

sobreabundaré diciéndolo acá, pero como en el día de ayer

lo señaló Lozano como una de las cuestiones importan-

tes, quiero reiterar que es necesaria la existencia de un

imperativo legal para esto. Pienso, entonces, que también

es oportuno que tengamos una ley de igualdad de oportu-

nidades y derechos aprobada por el Parlamento y que se

incluya en ella una cláusula que haga referencia a la nece-

sidad de las previsiones presupuestales para el cumpli-

miento de las metas. En este sentido, considero muy per-

tinente este proceso, porque seguramente puede dar lu-

gar a que esta idea se ubique de manera distinta a la lan-

zada desde el Ministerio de Desarrollo Social.

En cuanto a los espacios de participación de la ciudadanía

en el control de los recursos públicos, nos parece que son

clave en la elaboración presupuestal, no solamente como

elemento de contralor y fiscalización de los Presupuestos

nacionales, sino como posibilidad de que seamos capaces

de generar mecanismos que permitan incidir desde la so-

ciedad civil en el diseño y en las propuestas de políticas

públicas. En este sentido, el año pasado pusimos en prácti-

ca la Rendición de Cuentas, lo cual no es casualidad –esto

le llamaba la atención a la experta mexicana que nos acom-

paña– porque en el Uruguay, además de ser parte del ejer-

cicio y del mecanismo presupuestal, han sido historias real-

mente protagonizadas fuertemente por mujeres. Por cierto,

la primera rendición de cuentas la hizo una mujer parlamen-

taria que, luego de un período de gobierno, rindió cuentas a

la ciudadanía de todo lo que había hecho; y la primera ren-

dición de cuentas ante la ciudadanía durante este gobierno,

la hizo el Instituto Nacional de las Mujeres. La primera institu-

cionalidad pública que dio cuenta de sus acciones a la ciu-

dadanía, poniéndolas a consideración, evaluación y medi-

ción en términos de resultados, la hizo una institucionalidad

de género.

En nuestro caso, cuando presentamos la Rendición de Cuen-

tas junto con el Subsecretario de Salud Pública, tanto él

como otros Subsecretarios y Ministros con los que com-

partimos algunos espacios de reflexión, nos dijeron que les E
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parecía un modelo a tener en cuenta por parte de todos. Es

más; cuando al comienzo del segundo período legislativo el

señor Presidente de la República presenta una especie de

rendición de lo actuado en su primer año de gobierno, cada

uno de los Ministerios dimos cuenta del cumplimiento de

los objetivos que nos habíamos trazado en forma progra-

mática; dicho de otro modo, hicimos un ejercicio de pre-

sentación al Parlamento del resultado de los primeros me-

ses de gobierno.

Creo que la Rendición de Cuentas tendría que ser un meca-

nismo mucho más interactivo y tendría que dar más posibi-

lidades de ingreso de nuevos elementos hacia la Rendición

siguiente, porque no solo se trata de poder democratizar la

información, sino de que efectivamente se pueda incidir de

otra manera.

Tenemos por delante un inmenso mundo para develar las

cegueras de nuestros presupuestos respecto al género, así

como para contribuir a verlos y reconocerlos desde otras

miradas. Creemos que este seminario puede ser una gran

oportunidad para conformar un espacio interinstitucional de

trabajo hacia la Rendición de Cuentas, con las legisladoras,

el Instituto de las Mujeres, la Oficina de Planeamiento y Pre-

supuesto, y quienes en los organismos públicos estén inte-

resados en la temática. Además, pienso que podríamos apro-

vechar una actividad de este tipo para que algunos queden

movidos o tocados. Ayer, concretamente, alguien me dijo

que se había sentido avergonzado por la ausencia total de

esta mirada en su Ministerio, a lo que le respondí que me

alegraba mucho, porque había gente que ni vergüenza te-

nía, por lo que me parecía muy bueno que él la tuviera. Ello

da cuenta, al menos, de que se reconoce que existe un pro-

blema y se advierte que hay un cuerpo de ideas, de prácti-

cas, de construcción, de saberes, del que se está absoluta-

mente fuera; y el primer paso para cambiar es identificar la

necesidad de hacerlo, porque de lo contrario nadie cambia.

Estoy mirando al integrante del Poder Judicial, que no men-

cioné cuando hablé del espacio interinstitucional, pero que

debemos incluirlo.

En la instancia del intercambio tal vez podríamos pensar

cómo dar continuidad a una iniciativa de esta naturaleza,

para lo cual vamos a reclamar, también, la formación y la
capacitación. En este aspecto, tendremos que elegir muy

bien a las personas, porque si ganamos hombres vincula-

dos al tema presupuestal hacia estas conceptualizaciones,

nos garantizamos una centralidad que hoy no tenemos en la

incidencia. La experiencia de Andalucía nos dio luz en ese

sentido.

Si somos capaces de conformar esto, estaremos en mejo-

res condiciones de ver que realmente podamos transformar

todas estas prioridades en metas y en compromisos de todo

el equipo de gobierno, y no sólo de la institucionalidad del

género.
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Con relación al INAMU, sólo destacaremos tres elementos:

1. la imprescindible necesidad de un plantel mayor para ejercer una represen-

tación digna en el país y en el exterior del mecanismo que tiene para la

definición y coordinación de las políticas públicas de género.

2. La necesidad de transparentar claramente cuáles son las acciones que se

realizan con fondos genuinos y cuáles con fondos extra – presupuestales.

3. La necesidad de debatir sobre la mejor forma de institucionalidad para im-

pregnar al Estado con las políticas con perspectiva de género: ejecutarles

directamente o coordinarlas a través de otras agencias del Estado o realizar

una labor mixta.
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